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INTRODUCCION 

El presente trabajo ha surgido de la preocupación e inquietud por encontrar 

nuevos caminos que nos lleven a dar solución a los conflictos obrero.patronales; 

por hacer de algunas situaciones del derecho . del trabajo cuestiones más 

prácticas, se observan en ocasiones distintas hipótesis' que no prevén conductas 

que trascienden o deberlan de trascender dentro del ámbito del derecho laboral, 

en el caso que nos ocupa hemos observado una - de tantas otras- que requiere 

de un nuevo tratamiento y enfoque para que surta plenamente las consecuencias 

jurldicas que deben corresponderle. 

Cierto es que constituye un mandato y una necesidad el que la justicia 

laboral sea pronta y expedita; pues mientras menos se dilate la solución de los 

conflictos laborales entre trabajador y patrón, ya sea en juicio o fuera de él, se 

cumplirá en gran medida con la finalidad que se persiguió al establecerse y 

expedirse la legislación del trabajo sobre todo en beneficio de la parte obrera, aqul 

la celeridad de la que hablamos es en lo relativo al debido cumplimiento de lo 

pactado, al cumplimiento de tas obligaciones que son y seran ineludibles, al 

compromiso que lleva una ejecución impllcita, es decir, a la necesidad de que las 

convenciones que se establecen ante la ünica autoridad administrativa facultada 

para intervenir en ellas, tengan la misma luerza jurldica de que part1c1pan las 

realizadas ante la Junta de Conciliación y Arbitraje y en consecuencia tengan 

aparejada o impllcita ejecución. 

Para este propósito se propondrén algunas reformas laborales, desde luego 

debemos, en primer término y respecto del primer capitulo, estudiar las 

instituciones que son imprescindibles para entender la temática aqul planteada en 

su contexto. analizando figuras 1urldicas como son los su1etos de la relación 

jurldico-taboral, el acto y hecho jurld1co, de donde nacen los convenios y contratos 

que también veremos. las autoridades del tmba10. la competencia. d1ferenc1ando a 

ésta última de la jurisdicción, la personalidad, a las nollficac1ones etc , instituciones 

todas, de las que resulta obligatorio revisar sus caracterlshcas para estar en 



aptitud de realizar nuestra propuesta, en el presente caso, de los convenios 

celebrados ante la Procuradurla de la Defensa del Trabajo. 

En el capltulo segundo, abordaremos los antecedentes de la Procuradurla 

de la Defensa del Trabajo: ponderando la figura de la procura, toda vez que los 

datos mas remotos de la historia se remiten a ella, pasando por la Edad Media, 

para situarnos enseguida en México en que, grosso modo, revisaremos sus 

diversas etapas históricas a partir del periodo prehispánico hasta nuestros dlas, ya 

que como sabemos, la Procuradurla como tal no surge fáclicamente sino hasta 

1933 en que se expide su primer reglamento, previo eslablcc1mienlo en la Ley 

Federal del Trabajo de 1931. 

Por lo que respecta al capitulo tercero, en el mismo se analizará a la 

autoridad que nos ocupa, esto es, a la Procuradurla de la Defensa del Trabajo, en 

cuanto a su estructuración, organización y funcionamiento en sus dos ámbitos de 

competencia, en el que se Incluye el procedimiento conciliatorio que realizan y sus 

atribuciones paro celebrar convenios derivados de dicho procedimiento, no sin 

antes hacer una breve comparación entre las Procuradurlas Federal del 

Consumidor y Federal del Trabajo, para conocer como se procede en relación a 

los convenios que ellas celebran derivados de sus funciones conciliatorias 

Finalmente, en el cuarto y último capitulo. se hace la propuesta del 

sustentante para ejecutar los convenios surgidos ante la mullic1tada autoridad 

administrativa del trabajo, sin olvidar jamás la naturaleza jurld1ca de ésta. ni la que 

corresponde a los tribunales del trabajo, buscando que tanto las convenciones 

laborales de la Procuradurfa de la Defensa del Trabajo. como las de la autoridad 

jurisdiccional tengan la misma fuerza jurldica y ejecutab1hdad; se senalan también 

algunas variables que en la praxis laboral pueden suscitarse y que de ciefta 

manera no se encuentran previstas para el caso concreto que nos ocupa. asl 

como su correspondiente solución, para finalmente hacer las mod1ficac1oncs y 

adiciones o propuestas de nuevos artlculos que en la Ley Federal del Trabajo y la 

reglamentación del órgano adm111istralivo laboral se requieren. 



Sin mayor preámbulo 1nvrtamos al leclor adentrarse al preserne trabaJO para 

que lo someta al rigor de la critica ¡uridii::a )' constructiva, o bien ei:plore más sobre 

este tema en particular u otro 1elac1onado, siempre con el gusto por el interesante 

mundo del derecho del trabaJO 
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CAPITULO l. CONCEPTOS Y GENERALIDADES 

1. Relación do Trabajo. 

El orden jurldico de la mayor parte de los pueblos occidentales esta 

basado en el derecho romano, a lo largo de siglos se establecieron las bases 

jurldicas partiendo del derecho civil (nacido en Roma) y es de éste de donde se 

desprenden la mayor parte de las instituciones que nos rigen, cada rama fue 

adquiriendo con el tiempo sus propias caracterlsticas y autonornla. el derecho 

del Trabajo no fue la excepción, asl se fueron creando figuras juridicas propias 

de la materia. en lo que corresponde al tema en cuestión, el mismo también 

tiene una génesis civilista, pues en otrora se caracterizaba a la relación de 

trabajo (o mejor dicho contrato de trabajo)como un contrato mas de los 

regulados por los Códigos Civiles, se llegó al absurdo de considerarlo corno 

contrato de arrendamiento y el único motivo para no considerarlo de esta 

manera era por que en este contrato la cosa arrendada debe ser devuelta al 

ténrnino del contrato, situación que no sucedla en la relación de trabajo. pues el 

trabajo realizado se consumla en el acto mismo de la prestación, otras veces se 

le vio corno compraventa, por ejemplo Carnelutti. llegó a equiparar al contrato 

de trabajo con el de compraventa de energla eléctrica, por la energía de trabajo. 

no obstante, ésta se compone de fuerzas anímicas y corporales, por supuesto 

no susceptibles de valoración económica etc . ·correspondió a Mario De la 

Cueva el honor de haber sido quién en t 938, puso de relieve la necesidad de 

considerar a la relación laboral en si misma olvidándose de compararla con 

otras relaciones"' por ejemplo tas de tipo c1v1hsta e inclusive. sostiene el 

Maestro, que no se le puede equiparar a la relación 1urldica con el contrato de 

Trabajo pues ·estarla en conlradicción insalvable con la Idea del Derecho del 

Trabajo, que no protege los acuerdo~ de voluntades smo el trabajo mismo. pues 

su misión ... no es regular un intercambio de prestaciones sino ... asegurar la 

1 DE UUEN 1.07.ANO. Néstor, [~\Q MU!.•.\i.1.h>. lomo l. dl<:imo 1mcra rJicion, PorriJA, 
Mé~ico, 2000, pág. 563 

., .. .:...l. 



salud y la vida . del hombre y pro¡lorcionar al trabajador una existencia 

decorosa."2 

En términos generales en la doctrina, existe una discusión en torno al 

origen de la relación de trabajo, esto es, sí surge por virtud de conlralo o bien 

nace por airo medio, asl tenemos dos corrientes de pensamiento con relación al 

tema, la de los contractualistas, estos sostienen la tesis de que invariablemente 

la fuente de la relación laboral es la celebración de un contrato o como dice 

Euquerio Guerrero refiriéndose a los contractualislas ·sostienen que al iniciar 

cualquier actividad laboral se necesita un acuerdo de voluntades, asl sea el 

caso que una se considere tácita. Cuando el acuerdo está dirigido a producir un 

electo jurldico se llama contrato." 3 

Para los anticontractualistas, (también llamada teorla de la incorporación 

o teorla de la Relación de Trabajo), es intrascendente la existencia o no un 

contrato de trabajo, pues la relación de trabajo surge o se establece desde el 

momento en que el trabajador comienza a laborar para el patrón y en este 

momento, cuando precisamente surgen los deberes y derechos de las partes de 

la relación. Un ejemplo muy socorrido en la que no interviene una de la 

voluntades (patrón} es en la cláusula sindical de ingreso en la que el patrón se 

compromete a admitir exclusivamente como trabajadores a miembros del 

sindicato contratante (articulo 395 de la LFT}, se refuta el ejemplo de que no es 

que no intervenga el patrón con su voluntad sino que ya se encuentra expresa o 

tácitamente al establecer relaciones con el sindicato. 

Ahora bien, como no es nuestra pretensión extendernos y prolundizar 

acerca de estas teorlas que tratan de explicar el contrato de lraba¡o y la relación 

1 lbidem, pég. 567. 
1 GUERRERO, Euquerio, Manual de Derecho del Traba¡o. quinta edición, Pooúa, 
México. 1971, pág. 31. 



de trabajo cual instituciones del derecho laboral, nos remitiremos para concluir 

el tema, a lo que dispone la ley, sobre el concepto en cuestión. 

En tal virtud, veamos cual es la definición legal de la relación jurldica 

laboral, asl el articulo 20 de la Ley Laboral vigente dispone ·se entiende por 

relación de trabajo, cualquiera que sea el acto que le dé origen, la prestación de 

un trabajo personal subordinado a una persona, mediante el pago de un salario' 

'Contralo Individual de trabajo, cualquiera que sea su forma o 

denominación, es aquel por virtud del cual una persona se obliga a prestar a 

otra un trabajo personal subordinado, mediante el pago de un salario. 

La prestación de un trabajo a que se refiere el párrafo anterior y el 

contrato celebrado producen los mismos efectos.' 

El articulo 21 del mismo ordenamiento dispone 'Se presumen la 

existencia del contrato y de la relación de trabajo entre el que presta un trabajo 

personal y el que lo recibe.' 

De lo anterior se desprende que la Ley Federal del Trabajo es, de cierta 

manera, ecléctica en cuanto a la relación de trabajo, pues por un lado reconoce 

que la misma puede nacer del contrato, y por otro, por la prestación de un 

servicio personal subordinado con independencia de éste, en ta práctica laboral 

basta la el elemento subordinación y salario para que se entienda establecida ta 

relación de trabajo entre un trabajador y un patrón sin tener, hasta cierto punto. 

tanta trascendencia la existencia o no del contrato. en slntesis y utilizando las 

palabras de Néstor do Buen puede tener la relación laboral. ·un origen no 

contractual', pues no pocas veces el trabajador que demanda jamás ha firmado 

contrato individual de trabajo alguno. En esta relación se requiere 

necesariamente de sujetos que actúen y establezcan ese vinculo laboral y en 

consecuencia se actualicen derechos y deberes correlativos. 



1.2. Sujetos do la Relación laboral. 

La mayor parte de los lraladistas al analizar a los sujetos necesarios que 

aclualizan la relación de trabajo, hacen un desglose acerca de la forma más 

conveniente de denominarles, asl al trabajador. lo señalan como deudor de 

trabajo, empleado, obrero, ele., y concluyen que es mejor emplear el primero de 

los términos, igualmente hacen mención sobre los tipos de trabajadores, por 

ejemplo los no asalariados, de confianza, eventuales, ele. 

Con relación al patrón, hacen el señalamiento sobre las diversas 

denominaciones lales como acreedor de trabajo, empleador, dador de trabajo 

entre otros y distinguen, al intermediario, al patrón subsliluto o bien a los sujetos 

colectivos como sindicatos, coaliciones, federaciones ele. 

Veamos lo que dispone la Ley Federal del Trabajo sobre el particular, en 

el enlendido de que sólo senalaremos dos conceptos, que son los necesarios 

para los fines de esle trabajo: Trabajador y Pafrón. 

1.2.1. Trabajador. 

El articulo 8 de la LFT senala 'Trabajador es la persona flsica que presta 

a aira, llsica o moral, un trabajo personal subordinado.' De la anterior definición 

se desprenden los siguientes elementos para considerar a un individuo como 

trabajador: 

a) El Trabajador siempre va a ser una persona flsica 

b) Persona que presta un servicio a otra sea flsica o moral 

e) El servicio se presla de manera personal (no por inlerpósita persona) 

d) El servicio además, debe ser prestado de manera subordinada (bajo 

el mando de otra: patrón) 

4 



El maestro Munoz Ramón anade que no basta que el trabajador preste 

un trabajo personal subordinado sino que es necesario 'que lo preste 

libremente: por su propia volunlad, que ese !rebajo sea licito: que no sea 

contrario a las leyes de orden público y romunerado: mediante el pago de un 

salario'.4 Aunque desde luego, la propia Constilución (superior a la Ley 

reglamenlaria del artlc
1
ulofJ 23) prevé estas circunslancias pues el articulo 5° 

refiere a la libertad de las profesiones u oficios que acomoden a los individuos 

(vedándose la libertad sólo mcdianlc resolución judicial) siendo llcilos y lambién 

hace referencia a la jusla retribución y el pleno consenlimiento. 

1.2.2. Patrón. 

El articulo 1 O de la LFT dispone "Patrón es la persona ílslca o moral que 

uliliza los servicios de uno o varios lrabajadores" 

Elemenlos: 

a) El patrón puede ser una persona ílsica o moral 

b) Recibe los servicios de una persona física 

Finalmenle cabe ser'lalar que Néslor de Buen hace una observación a la 

definición legal, por que "se absliene de deslacar el elemento subordinación, y 

hace caso omiso de la obligación de pagar un salario".~ Creemos por lo demás, 

que las acepciones legales de eslas instituciones del Derecho del Trabajo han 

sido funcionales en el desenvolvimiento y praxis de la malaria. 

1.3. Autoridades dol Trabajo. 

El Maestro De la Cueva afirma "entendemos por autoridades del trabajo 

los órganos del Eslado a los que corresponde conlribuir al desenvolvimiento del 

• MUÑOZ RAMON, Roberto, Derecho de! Trabajo. Tomo 11, Pomia, México, 1983, pág. 
19. 
~ DE BUEN LOZANO, Néslor, Op cit pág. 502. 



derecho del trabajo, vigilar su cumplimiento en las empresas y demás centros 

de trabajo y conocer y resolver los conmctos del Trabajo -asimismo hace notar 

que dichas autoridades se pueden dividir en órganos administrativos y los 

jurisdiccionales- las autoridades administrativas ... tienen a su cargo promover el 

desenvolvimiento y vigilar su cumplimiento y las juntas de conciliación y 

arbitraje (único órgano jurisdiccional junio con el Tribunal Federal de 

Conciliación y Arbitraje), encargadas de la administración de justicia del 

lrabajo-6 

La Ley Federal del Trabajo setlala quienes son autoridades en materia 

de lrabajo, el articulo 523 hace el setlalamienlo expreso y refiere tanto a las 

administrativas como a las jurisdiccionales, que a la letra dice "La aplicación de 

las normas de lrabajo compele, en sus respectivas jurisdicciones 

l. A la Secretarla del Trabajo y Previsión Social 

11. A las Secrclarlas de Hacienda y Crédito Público 

111. A las Autondades de las Enlidades Federativas y a sus Direcciones o 

Departamentos del Trabajo. 

IV. A la Procuradurla de la Defensa del Trabajo 

V. Al Servicio Nacional de Empleo 

Vl. A la lnspccci6n del Trabajo 

V11. A la Comisión Nocional de Salarios Mlnlmos 

Vlll. A la Comisión Nacional para la par1iclpaci0n de los Trabajado¡es en las Utilidades 

de las Empresas 

IX. A las Juntas Federales y locale$ de ConcihaciOn 

8 DE lA CUEVA, Mario, Panorama del Derecho Mexicano del Trabajo, Slntesis del 
derecho d71 Trabajo. Instituto do docecho comparado UNAM. México. 1965 pág. 105. 



X. A la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje 

XI. A las Juntas Locales de Conciliación y Albitraje; y 

XII. Al Jurado do Responsabilidades' 

Cabe destacar que solo nos avocaremos al estudio de dos de éstas, una 

administrativa y otra jurisdiccional, por ser las más importantes para los electos 

de este trabajo y refiriéndonos a la Procuradurla de la Defensa del Trabajo y a 

las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

1.3.1. Procuradurla do la Dofonsa dol Trabajo. 

La Procuradurla de la Delensa del Trabajo es un órgano administrativo 

desconcentrado (autonomla técnica) ya de la Secretarla del Trabajo y Previsión 

Social, en el ámbito federal, ya de los gobiernos estatales. en materia local, que 

tiene a su cargo la representación y el asesoramiento de los trabajadores y sus 

sindicatos con motivo de los connictos suscitados entre estos y los empresarios. 

se integra por un procurador. subprocuradores y el número de procuradores 

auxiliares necesarios para la defensa del interés del traba¡ador. representándolo 

gratuitamente, teniendo los funcionarios de ésta. facultades bastantes para 

interponer los recursos ordinarios procedentes e inclusive el JuiCIO de amparo. 

propone soluciones amistosas para el arreglo de los connictos haciendo constar 

el resultado en actas autorizadas. asl como de vigilar que la 1ust1cia que la Junta 

de Conciliación y Arbitraje imparte, sea pronta y expedita, pues se le faculta 

para denunciar ante el Presidente de la Junta el incumplimiento de deberes de 

luncionarios encargados de impartir justicia. por último puede denunciar los 

criterios contradictorios en que incurra la autoridad junsd1cc1onal en los laudos 

que pronuncie siempre y cuando dicha procuraduria intervenga en el confücto 

de que se trate. Por el momento es suficiente el sellalam1ento hecho con 

respecto a este organismo. pues su estudio y mayor detalle lo haremos en un 

capitulo especial 



1.3.2. Juntas do Conciliación y Arbitrajo. 

Las Juntas de Conciliación y arbitraje tienen un vasto contenido histórico, 

su nacimiento tiene como punto de partida el propio articulo 1237 y con éste el 

de la inclusión de derechos sociales en la Carta Magna de 1917, fruto de la 

encarnizada lucha de clases durante el periodo revolucionario y la necesidad de 

un cambio en las estructuras del Estado, pues las relaciones nacidas del 

porfirismo se encontraban en franca decadencia. Por lo extenso del tema no 

abundaremos sobre sus antecedentes, sólo cabe hacer mención que no 

obstante. haber surgido desde 1917 como tal, no es sino hasta 1924 en que se 

le consideró como verdadero tribunal jurisdiccional, pues se reconoció que !as 

juntas de conciliación y arbitraje "ejercian el poder jurisdiccional" (consúltese 

Semanario Judicial de la Federación, tomo XIV, página 492). 

Existió un intenso debate en lomo a su naturaleza jurldica para delimitar 

si se trataba de un órgano jurisdiccional o una autoridad administrativa. por lo 

demás, actualmente sobra decir que su naturaleza jurisdiccional no tiene 

objeción alguna, aunque formalmente sean parte del poder ejecutivo. que sólo 

interviene administrativamente, por ejemplo en la designación de un 

representante en su integración, son materialmente jurisdiccionales pues. 

emiten sus determinaciones con absoluta aulonomla e independencia. también 

existen criticas acerca de que si deben las Juntas seguirse denominando de 

esta manera o cambiarlas por una acepción más técnica, como ·Tribunales del 

Trabajo", ya que se objeta sobre lodo la noción de arbitra¡e, por no tener una 

concordancia con la idea de lo que propiamente constituye el arbrtraje (tercero 

ajeno al conflicto cuyas facultades son designadas por l¡1s partes) 

1 Sin desconocer los esfuerzos y aportaciones legislativas de las entidades federativas 
que tanta inHuenc1a tuvieron en el Constituyente de Querétaro, asl en Jah:sco con 
Manuel Aguirre se establecieron ¡untas municipales con lunaoncs de conohac16n y 
arbitraje, en Veracruz en 1914. siendo gobernador Cándido Agudar se confinó a las 
juntas de administración ovil la facultad de resolver coníllctos laborales y en la ley de 
Yucalán con el general Salvador Alvarado se mtrodu¡eron ¡untas de conohaoón y un 
tribunal de arbitraje para ventilar los conflictos obrero-palronales 



Asimismo, a las Juntas de Conciliación y Arbitraje se les llegó a 

considerar como tribunales especiales (se crean después de haber nacido la 

causa por el que se eslablecen, son lransilorios y desaparecen al dictar 

senlencia), pero de ninguna manera actualizan Jos supuestos de ese tipo de 

tribunales, pues no conocen de un asunto sino de miles, se encuentran 

previamente establecidas al surgimie.nto del conniclo y tienen el carácter de 

permanentes. 8 

Cabe senalar que Ja Ley Federal del Trabajo establece además del 

órgano en cuestión, airas junlas llamadas de Conciliación Permanentes, tanto 

federales como locales encargadas de la función conciliatoria, del conocimiento 

de conflictos cuando el monto de las prestaciones no exceda de tres meses de 

salario (aclarando que este supuesto se puede resolver mediante procedimiento 

especial según dispone el articulo 892) etc .. las primeras las regulan los 

artlculos del 591 al 600 y las segundas del 601 al 603 de la L.F.T, y cuando "la 

importancia y el volumen de los conflictos de trabajo en una demarcación 

territorial no amerite el funcionamiento de una junta permanente, funcionará una 

accidental" (articulo 592 del mismo ordenamiento). 

Con apoyo en el maestro De la Cueva,9 podemos definir a las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje como: 

El órgano del Estado encargado da dirimir los connictos do trabajo, oslo 

os, de las controversias o situaciones que so suscitan on ocasión o con motivo 

de la fonnación, modificación, interpretación y cumplimiento de las rotaciones 

individuales y colectivas de trabajo. 

Las Juntas se dividen en Federales y Locales, ambas: 

1 Cfr. PORRAS Y LOPEZ. Armando. Pelecho Procesal del Trabajo. teicera edición, 
Librarla de Manuel Porrúa, México, 1975. pág. 162 y s 
'DE LA CUEVA Mario, Panorama del Oe!astio Mgxicano del Traba10, Op cit pág 106 



a) Son tripartitas, pues se integran con ·un representante del Gobierno, 

uno del Capital y otro del Trabajo; 

b) Funcionan en pleno o en Juntas. Especiales: 

c) Conoce.n y resuelve~ los conflictos de trabajo entre trabajadores y 

patrones 

y se diferencian en que: 

d) A la Federal competen aquellas ramas de la industria y empresas a 

que se refiere el articulo 123 fracción XXXI constitucional y 527 de la Ley 

Federal del Trabajo, los representantes (Gobierno, Capital y Trabajo) serán 

designados por ramas de la industria o de otras actividades, de conformidad 

con la clasificación y convocatoria que expida la Secretarla del Trabajo y 

Previsión Social 

e) A la Local, todas aquellas no comprendidas en los articulas antes 

invocados y por lo que hace a los representantes en el fuero local, las 

facultades de nombramiento recaerán en los Gobiernos locales y del Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal. 

f) El Presidente de la Junta Federal será nombrado por el Presidente de 

la República, y el de la Local por el Gobernador del Estado y el Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal o bien por el Ejecutivo Federal y finalmente, 

g) Las autoridades antes mencionadas (con excepción del Jefe del 

Ejecutivo Federal) determinarán el número de personas de las que ha de 

componerse la junta, tanto el personal 1urldico -actuarios, secretarios de 

acuerdos, auxiliares, secretarios generales y presidentes de cada junta 

especial· como del resto del personal necesario para el funcionamiento de las 

mismas, archivistas, mecanógrafas etc. 
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La regulación detallada de estos órganos se encuentra prevista del 

articulo 604 al 684 de la Ley Federal del Trabajo y en el Reglamento Interior de 

cada Junta. 

t4. Principios Gonoralos dol Dorocho Procesal dol Trabajo. 

Los principios que rigen a los derechos adjetivos, si bien tienen origen, al 

igual que todo el orden jurldico en del derecho civil, no obsta para que cada 

disciplina vaya adquiriendo sus caracterlsticas especificas en razón de las 

circunstancias, particularidades y fines de cada rama del derecho, es asl que el 

derecho procesal del trabajo no puede constituir una excepción, pues como 

rama autónoma del derecho, la misma ha adquirido matices propios que a su 

vez han hecho del derecho adjetivo laboral un complejo de normas 

especialmente diferenciadas y con propósitos únicos nacidos de las 

desigualdades de clase existente entre los factores de producción, capital y 

trabajo, y en pro de la parte débil de la pugna, en este caso desde el punto de 

vista procesal. 

Para hablar de los principios que animan el derecho procesal del trabajo 

y siguiendo al maestro Juan B. Climent 10
, mencionaremos algunas diferencias 

que esta rama tiene respecto de la materia civil, y en tal virtud es de senatarse 

que el derecho civil parte do principios tales como la autonomla de la voluntad 

de las partes (por ejemplo para contratar), relación en la que el acuerdo de 

voluntades de los sujetos se verifica en la igualdad de oportunidades, 

estableciendo ellos los derechos y las obligaciones que consideren y una vez 

que surge un connicto entre estos sujetos. les corresponderá demostrar la 

existencia, finalidad y sentido de su obligación ante el juzgador. surgiendo dos 

principios fundamentales del proceso civil, ta igualdad e 1mpuls1ón procesales, 

pues cierto es que entre deudor y acreedor (actor y demandado) la relación 

10 C{r. CLIMENT BELTRÁN, Juan. B. Derecho Prwsal del Traba10. tercera edición, 
Esfinge, México, 2001, pág 75 y s. 
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jurldica es de igualdad y a ellos corresponde probar su dicho conforme a sus 

acciones o excepciones propuestas en juicio según sea el caso, y son ellos 

también, quienes deberán velar por el funcionamiento de la maquinaria judicial. 

Por el contrario, el derecho laboral no parte de la idea de un acuerdo de 

voluntades cual acto jurldico, pues no son los actos jurldicos su punto de 

partida, toda vez que existe una voluntad superior y la misma se encuentra 

plasmada en un texto legal, ya que el derecho del trabajo se basa no en actos 

sino en hechos jurldicos, tal es el caso de la relación laboral pues esta prod!.lce 

consecuencias de derecho independienlemenlc de la volunlad de los sujetos, 

donde de antemano existe a su nacimiento un conjunto de deberes y derechos 

establecidos en la ley y por encima de la voluntad de las partes, el proceso 

laboral por ende persigue, el esclarecimiento de los hechos, de ahi que no sea 

su sustento la impulsión procesal (pues existe la impulsión de oficio, 

verbigracia, lo preceptuado por el numeral 772 o el párrafo segundo del articulo 

686, ambos de la Ley laboral vigente), ni el de la igualdad de partes como 

principios que le informen. 

Cierto es que la voluntad puede manifestarse mediante contratos, ya 

individuales, ya colectivos, pero también lo es que la ley establece parámetros 

máximos y mlnimos según sea el caso, para que los mismos puedan tener 

validez jurldica. Lo anterior no implica en modo alguno que dichos acuerdos no 

tengan ningún valor, pues bien y sin ninguna dificultad pueden constituir medios 

de prueba en un juicio, tan es asl que la propia ley le impone corno obligación al 

patrón el conservar y exhibir dichos contratos en términos de los articulas 789 y 

804 de ley en cita, de lo senalado se desprende que la autonornla de la 

voluntad se encuentra limilada. 

Ahora bien, es la misma Ley Federal del Trabajo la que establece los 

principios fundamentales que han de regir el proceso laboral, y tales se 

encuentrcin plasmados en el articulo 695 que a la lelra dice • El proceso del 
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derecho del trabajo será público, gratuito, inmediato, predominantemente oral y se 

iniciará a instancia de parte. Las Juntas tendrán la obligación de tomar las medidas 

necesarias para lograr la mayor economla, concenlración y sencillez del proceso', 

surgen asl los siguientes principios: publicidad, gratuidad, inmodiación, oralidad, 

iniciación o instancia do parto, oconomla, conco11tración y sencillez. Veamos 

cada uno de los principios invocados. 

1.4.1. El principio do publicidad implica que el proceso del trabajo será 

público, todos los individuos pueden presenciar el desarrollo de las audiencias 

que no tendrán, mayor limilación que la necesidad de que sea a puerta cerrada 

para el mejor despacho de los negocios, o por que asl lo exija la moral o tas 

buenas costumbres, en tal sentido refiere el articulo 720 de la Ley Federal del 

Trabajo. La corte aduce la publicidad al hecho de que el procedimiento es de 

orden publico y no puede alterarse ni suspenderse por las partes, cabe hacer 

mención que rara vez se da el caso de que una audiencia se celebre a puerta 

cerrada, esta situación es más propia, que no privativa, de olras materias como 

la penal por la naturaleza de las cuestiones a resolver; en suma la publicidad 

es la garantla ante la sociedad de que el conflicto que se venltla ante los 

tribunales laborales será resuelto en forma limpia y honesta. 

1.4.2. El principio do gratuidad. Consiste en que todos los actos y las 

actuaciones que se tramiten o lleven a cabo en matena de trabajo, no 

implicarán costo alguno para las partes, (articulo 19) desde luego, este principio 

opera a favor del trabajador en los casos de adjudicación (articulo 975 fracción 

11) y la designación de perito (articulo 824) todos de la Ley laboral vigente. 

1.4.3. El principio do Inmediación o Inmediatez dol procoso. Se 

refiere a que el juzgador debe estar en contacto directo y permanente con las 

partes y presidir las audiencias en ta medida de lo posible a fin de resolver con 

justicia. 
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1.4.4. El principio do oralidad. Como caracterlstica esencial del 

proceso laboral (articulo 685 de la ley), implica que será con el uso de la voz 

como se desarrollará primordialmente el proceso a electo de darle mayor lluidez 

y celeridad, en la praxis aun cuando regularmente las demandas, . . 
conteslaciones y ofrecimiento de pruebas se hacen por escrito, en buena parte 

del proceso se requiere hacer el uso de la voz, léase interrogatorios, réplicas, 

contrarréplicas, lormulación de posiciones ele. 

1.4.5. El principio do Instancia do parto. Al poner en marcha la 

maquinaria judicial se requiere del ejercicio de una acción por parte del 

particular, en materia de trabajo es prácticamente sólo en la presentación de la 

demanda, ya que posteriormente el órgano jurisdiccional actúa activamente. 

1.4.6. El principio do oconomla y concontraclón. El principio de 

economla refiere a que los asuntos deben despacharse para obtener el 

resultado buscado, con el mlnimo esfuerzo y con la mayor eficiencia posibles. lo 

que trae no sólo un pronto dictado del fallo, sino también para asegurar su 

ejecución puntual; el principio de concentración que tiene Intima relación con el 

anterior, toda vez que su finalidad es la brevedad en la tramitación del juicio, por 

ejemplo, lo senalado por el articulo 760 que permite a la Junta entregar el 

exhorto al oferente de la prueba, para que se encargue de diligencia~o ante la 

exhortada. 

1.5. La Notmcaclón. 

Es importante resaltar que la Notificación forma parte de los medios de 

comunicación procesal, especialmente si de lo que hablamos es de la 

comunicación entre las autoridades y el particular, puesto que se distingue de la 

comunicación que realizan las autoridades entre si. 

De esta manera para la primera hipótesis tenemos" 
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'a) El emplazamiento 

b) Las notificaciones 

c) Las citaciones 

d) Los requerimienlos 

Y respecto de la segunda: 

a) Los exhortos 

b) Los despachos o cartas órdenes 

c) Los supllcalorios 

d) Mandamientos 

e) Exposiciones y oficios.· 11 

Ahora bien, nos ocuparemos sólo de los primeros medios en virtud de 

que son los que interesan para efectos de este trabajo, de esta manera veamos 

inicialmente que es una notificación. 

Francesco Carnelutti senala que la notificación 'es el procedimiento 

empleado para llevar un acto del proceso a conocimiento de la contraparte y 

que constituye una de las garantlas fundamentales del contradictorio ... • 11 

Distingue algunas clases de notificaciones: la autonotilicación, que se 

lleva a cabo por la misma persona que hace la declaración, la 

heteronotificación, cuando la notificación la practica persona diversa de la que 

11 TENA SUCK, Rolocl y Hugo ltolo Morales. Derecho Procesal del T rebato, Tnllos. 
México, 1986, pag. 87 
11 CARNELUTII, Francesco, Sistema de Derecho Procc$al C1v1l. Tomo 11, Trad. Nicelo 
Alcala·Zamora y Casllllo y Santiago Senlis Melendo. UTEHA. Argenllna. 1944, pag 76 
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declara; la preventiva, o sea la que precede a la realización del hecho o del acto 

cuya noticia quiere suministrarse: la sucesiva que es la contraria a la anterior; la 

verbal, la documental. la que se hace a persona determinada o indeterminada; 

directas •. que son las que practica personalmente el funcionario judicial, e 

indirectas las que se llevan a cabo a través de otra persona. 

Para Rafael de Pina notificación es "el acto por el cual se hace saber en 

forma legal a alguna persona un mandato judicial." 13 

En términos generales a la notificación la podemos concebir corno al acto 

por el que las autoridades del trabajo (siguiendo las formalidades legales), 

ponen en conocimiento de una persona una resolución de la que deba quedar 

enterada. 

La caracterlstica especifica consiste en hacer sabedora o poner en 

conocimiento a alguna persona, de una determinación de autoridad. 

El emplazamiento es el llamamiento que se hace para que dentro del 

plazo senalado se comparezca a juicio ante un Tribunal y sujeta al emplazado 

al proceso. 

La citación, segun De Pina "es el acto de poner en conocimiento de 

alguna persona un mandato de un Juez o Tribunal para que concurra a la 

práctica de una diligencia judicial", aclara que se diferencia de la notificación en 

que tiene por objeto no sólo noticiar un acto, sino que se comparezca a 

presenciarlo o efectuarlo y continua el mismo tratadista. en relación al 

requerimiento ·es el acto de intimar en virtud de resolución judicial a una 

persona para que haga o se abstenga de hacer alguna cosa". 

11 DE PINA, Rafael, Cu!l!O de Derecho Procesal del Trabªio. ediciones Botas Llbrerla, 
México, 1952, pág. 161. 
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Por su parte Alcalá-Zamora refiere 'la diferencia esencial entre citación y 

emplazamiento estriba en que ta primera contiene un senalamiento de sitio, dla 

y hora para comparecer, mientras que el emplazamiento marca el periodo de 

tiempo dentro del cual cabe ape~sonarse" por eso indica "La citación es al 

señalamiento lo que el emplazamiento al plazo."u 

Finalmente cabe señalar los tipos de notificaciones existentes en materia 

laboral, aclarando que la regla general no aplica en procedimientos de Huelga, 

asl el articulo 928 fracción 11 de la Ley Federal del Trabajo dispone "No serán 

aplicables las reglas generales respecto de términos para hacer notificaciones y 

citaciones. Las notificaciones surtirán efectos desde el dla y hora en que 

queden hechas'.' 

Rafael Tena Suck 1 ~. divide las notificaciones de la siguiente manera: 

Personales. A través de ellas se busca que el interesado conozca 

directamente una resolución o acuerdo de la Junta, precisamente en el domicilio 

señalado en autos para que en ese lugar se practique ta diligencia 

correspondiente. 

Por Boletln Judicial. Es el medio de comunicación (periódico) que se 

publica diariamente y que contiene la lista de los asuntos en los que se ha 

dictado una resolución que no es de las de carácter personal. 

Por estrados. Son las que se hacen mediante cédula en la que se 

transcribe el auto o resolución a notificar y se fija en el local de la Junta. 

Por edictos. Cuando una de las partes ignora el domicilio de su contraria, 

cuando se trata de personas inciertas (más común en materia civil) o cuando se 

14 ALCALA· ZAMORA Y CASTILLO, Nicelo, Cuestiones de Tennlnologla Procesal. 
UNAM, México, 1972, pág. 183. 
11 Cfr. TENA SUCK, Rafael, Op. cit. pág. 88 
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va a realizar un remate de bienes inmuebles (artlculo 968 fracción 11 de la Ley 

Federal del Trabajo) se hace la publicidad respectiva mediante la publicación en 

periódicos para informar sobre la existencia de un juicio o una situación 

procesal. 

Por cédula. Se utiliza para notificar a personas que no son partes en el 

juicio, como son los peritos y los testigos, el tribunal transcribe el auto o 

resolución que se envla al interesado por conducto del actuario, misma que se 

le entregará personalmente, recogiendo su firma para constancia. 

La regulación do las notificaciones se establece en los artleulos del 739 

al 752 de la Ley Federal del Trabajo. 

1.6. La Personalidad, 

Para hablar de la personalidad es inevitable hacer referencia en primer 

término al concepto de Persona. cual ente susceptible de derechos y 

obligaciones, al respecto el ilustre jurista Garcla Maynez citando a Ferrara 

sellala que: • La palabra (persona) es aún bastante obscura ... cierto que entre 

los latinos el sentido originario de persona fue el de máscara. larva histriona/is, 

que era una careta que cubrla la faz del actor cuando recitaba en escena, con 

el fin de hacer su voz vibrante y sonora; poco después pasó la palabra a 

significar el mismo actor enmascarado, el personaje; .. este lenguaje escénico 

se introdujo bien pronto en la vida. Y como del actor que en el drama 

representaba la parto de alguno, también del que en la vida representaba 

alguna función, se decla: gerit porsonam (principis, consulis. ole .. ) persona 

quiere decir aqul: posición, función cualidad.''6 

Finalmente el concepto de persona terminó por aludir al individuo 

humano, en el sentido flsico y no únicamente al actor teatral. Cabe hacer 

16 GARCIA MA YNEZ, Eduardo. lntroducc;ión al Estudio del Derecho. Porrüa, 
cuadragésimo séptima edición, México, 1995, pág. 273 
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mención que dicha acepción fue tomada y trasladada a diversos campos del 

conocimiento humano, ast para la ética implicaba persona, aquel ser dotado de 

voluntad y raciocinio, para la Diologla es aquel individuo por su naturaleza flsica 

y capacidad intelectual etc., finalmente el terreno jurldico no fue la excepción y 

persona se usó para definir al individuo como centro de imputación de derechos 

y obligaciones. 

Una vez trasladado al terreno juridico aquel concepto, la persona como 

ente individual susceptible de derechos y obligaciones recibió et nombre de 

persona flsica, distingo que so hace ya que no es lo mismo hombre que 

persona, puesto que el orden juridico reconoce como personas a sujetos ajenos 

al individuo en tanto ser biológico, y a los cuales también se les atribuye la 

posibilidad de contraer obligaciones y derechos, surgiendo asl al derecho, otro 

tipo de persona que se les denominó colectivas y se distingue de la primera por 

que: mientras aquella vive flsicamente y está dotada de razón, tiene libertad de 

decisión y es concebida por medios naturales. la segunda existe eventualmente 

en tanto haya supervivencia de las flsicas que la integran. tiene fines 

especificas y su nacimiento y disolución obedece a los deseos de los miembros 

que la integran. Sin embargo a estos entes colectivos o personas morales, 

también el derecho les reconoce la posibilidad de ser titulares de derechos y 

contraer obligaciones, es decir, se les reconoce como sujetos jurldicos. en 

consecuencia atributos, llamados atributos de las personas. y nos referimos al 

nombre, capacidad, domicilio, patrimonio, nacionalidad. a excepción del estado 

civil que es sólo para los entes flsicos individuales. 

Ahora bien, de dichos atributos el que aqul interesa es la capacidad. el 

derecho (civil) divido a la misma en dos vertientes, la capacidad de goce que se 

refiere a "la aptitud para ser titular de derechos o su1eto de obligaciones -del 

individuo y que todo mundo la tiene por el hecho de ser persona- si se suprime 

desaparece la personalidad por cuanto que impide al ente ta posibilidad jurldica 
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de actuar ."17
, respecto al momento en que se adquiere la misma en el ser 

humano. Cabe senalar .que desde el momento de su concepción entra bajo la 

protección de la ley, asl el articulo 22 del Código Civil sel\ala "La Capacidad 

jurldica de las personas flsicas se adquiere por el nacimiento y se pierde con la muerte; 

pero desde el momento en que un individuo es concebido, entra bajo la protecetón de 

la ley y se le liene por nacido para los efectos dedarados en el presente Código" , 

básicamente para los efectos de que pueda heredar, para recibir en legados y 

en donación, pero requiere nacer vivo y viable y al respecto el articulo 337 del 

Código antes citado, dispone "para los efectos legales, sólo se lendra por nacido al 

que desprendido enteramente del seno materno vive veinticuatro horas o es 

presentado vivo ante el juez del registro civil. . .' no basta pues, que et ser 

concebido, al nacer tonga un instante do vida, en términos del maestro Rojina 

Villegas, "el concebido es persona, pero su personalidad está sujeta a una 

condición resolutoria negativa: que no nazca viable, quedará perfectamente 

explicado que fue persona desde el momento de la concepción, extinguiéndose 

su personalidad con efecto rctroaclivo" 18 y respecto a la capacidad de ejercicio 

·esta capacidad supone la posibilidad juridica en el sujeto de hacer valer 

directamente sus derechos, de celebrar en nombre propio actos 1urid1cos, de 

contraer y cumplir sus obligaciones y de ejercitar las acciones conducentes ante 

los tribunales"1
Q tienen capacidad de ejercicio los mayores de edad en pleno 

uso de sus facultades mentales y los emancipados (matrimonio de menores de 

dieciocho al\os), el articulo 1796 de la ley en cita, sel\ala "Son hilbiles para 

contratar todas las personas no exceptuadas por la ley • 

Las excepciones que marca la Ley se encuentran estipuladas en el 

articulo 450 del C.C "Tienen incapacidad natural y legal: 

l.· Los menores de edad; 

11 ROJINA VILLEGAS, Rafael, Comoendio de De!ecl!o Civil. Tomo 1, Porrúa, vigésimo 
octava edición, México, 1998 pag. 158. 
111bidem. pag. 161. 
11 lbidem, pág. 184. 
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11.- Los mayores de edad que por causa de enfermedad reversible o 

Irreversible, o que por su estado particular de discapacidad, ya sea de carácter 

flslco sensorial, intelectual, emocional, mental o varias de ellas a la vez, no 

puedan gobernarse, obligarse o manifestar su voluntad por si mismos o por 

algún medio que la supla .. ." 

Están exceptuados, los menores de edad, los mayores de edad que 

sufran perturbaciones mentales, carezcan de inteligencia, por el estado de 

embriaguez consuetudinaria, sordomudez etc., la incapacidad no puede 

imponerse por contrato o por acto jurldico; sólo la ley puede decretarla, por 

ejemplo, no basta ser mayor de edad y estar en pleno uso y ejercicio de sus 

facultades mentales para enajenar o hipotecar un bien ajeno mediante un 

contrato, sino que requiere la posibilidad jurldica de disponer de los bienes de 

que se trate (actos de dominio). 

Por lo que hace a las personas morales, la existencia de las 

mismas supone la posibilidad de tener capacidad de goce y de ejercicio, 

adquiriendo personalidad al constituirse o determinar sus estatutos (y en su 

caso, registrarse para los efectos erga omnos) o por disposición de la ley, el 

articulo 25 del Código Civil nos indica quienes son personas morales y el 

articulo 27 dispone que 'Las personas morales obran y se obligan por medio de 

los órganos que las representan, sea por disposición de la ley o conforme a las 

disposiciones relativas de sus escrituras conshtuhvas y de sus estatutos.· Cabe 

senalar, que los limites de dichas personas, se encuentran atendiendo a su 

objeto, naturaleza y finalidad, asl, no pueden perseguir fines de lucro las 

sociedades o asociaciones civiles. Ahora bien. S11Ju1cndo al maestro Hugo halo 

Morales:o se hace notar que tanto las personas lisicas como las morales están en 

posibilidad (independientemente de que tengan plena capacidad -

-----·--· ---------
:o Clr.MORALES SALDAÑA. Hugo halo, Cuestiones Laborales en Homena1e al 
Ml!fil;Jro Mozart Vicior Russomano. coord. José Dávalos. UNAM. México, 1998. ~ 325 
ys 
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genéricamente hablando· por si solas) de ser representadas por otros, 

surgiendo asl la representación, que implica la aptitud de una persona para que 

realice aclos jurldicos por olra, que puede ser eonvencionai, como el mandato, 

legal ó forzosa, como la del albacea, el tutor, el sindico mercantil, o bien en el 

derecho público al Eslado Mexicano que lo represenla el presidente de la 

República, finalmente la estatutaria, que puede ser por administradores únicos, 

directores ele., los secretarios generales o representantes en los sindicales, de 

lo que se desprende que la representación opera tanlo en las personas flsicas 

como en las morales. 

La capacidad procesalmente hablando, consiste en la facultad para 

comparecer en juicio por si mismo, esto es, por propio derecho, o en 

representación del mismo. 

La personalidad jurldica, desde el punto de vista procesal, opera cuando 

un individuo interviene en un proceso jurisdiccional, con independencia de su 

capacidad jurldica de goce y ejercicio, en su calidad de parte, para acredilar su 

existencia o identidad e interés jurldico. 

Si queremos referir propiamente a la representación de dichas partes. la 

misma, supone que aira persona interviene o comparece a juicio en nombre 

de aquellas, entonces estamos hablando de personeria, y se puede hacer ya 

como apoderado, ya como ropresentanle legal (convencional. forzoso o 

eslalutario). 

Puede darse el caso de que habiendo capacidad en el sujeto y se 

satisfagan los requisitos de personalidad o personeria. se carezca de 

legitimación -denominada, procesal-, que estriba en la idoneidad para ser litular 

de la acción intentada, el maestro Burgoa sostiene • la leg1hmación os una 

calidad especifica en un juicio detenminado. ello indica que el aclor y 

demandado estarén legitimados activa o pasivamente. en sus respectivos 
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casos, si son sujelos reales de la relación suslanliva que implica la mencionada 

causa. Por consiguiente, si el que ejercita una acción no tiene o no demuestra 

su calidad de sujelo de dicha relación, no eslará legilimado."21 en materia 

laboral, por ejemplo, no es idóneo o no tiene calidad especifica el sindicato de 

trabajadores de la construcción para emplazar a huelga a una empresa 

automotriz, es decir, el sindicato no es el adecuado para el ejercicio de la acción 

colectiva de huelga pues no liene esfera de acluación en la act1v1dad de aquella 

industria, pero no signilica que el mismo no lenga personalidad jurldica; sobre 

esle tópico, el Macslro Climcnl scnala lo siguicnlc "pues bien. si esa pretensión 

es imposible de salisfacer por que carece noloriamente de idoneidad para ser 

tilular de la acción, cnlonccs se trala de falla de legitimación procesal, que si es 

rnaleria de excepción -pero habla larnbién de otra legitimación llamada en 

causa·, que 'se refiere a los fundamentos do la pretensión (lo que se pide), no 

de la acción (facultad de promover el ejercicio de la jurisdicción), por que la 

acción pudo ejercitarse independientemente de que prospere o no lo pedido en 

ella, la legitimación en causa se ventila en el laudo, y por consiguiente no es un 

presupuesto proccsal.'11 

Asl podemos sostener que la legitimación procesal al tener como 

presupueslo una acción y la legitimación en causa una prelensión, la primera 

debe analizarse de oficio por la Junta o bien oponerse como excepción y la 

segunda se examinará en el laudo, la personalidad o personeria se alegara en 

vla incidental y se substanciará y resolverá de plano inmediatamente después 

de promoverla según dispone el articulo 763 de la Ley Federal del Trabajo y 

finalmente, por lo que hace a la capacidad procesal la misma se tiene por 

supuesta o subsanada, pues la ley anlcs cilada, reconoce capacidad al menor 

(de 18 anos y mayor de 16) para comparecer a Juicio y al menor de 16 anos 

(incapaz) se le represenla, articulo 691 de la LF.T "Los menores trabajadores 

11 BURGOA ORIHUEU\, Ignacio, El Juicio de Amparo. lrigésimo lmcera edición, 
Pornia, México, 1997. pág 355 
11 CLIMENT. Juan B. Op. Cit pág. 97. 
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tienen capacidad para comparecer a juicio sin necesidad de aulorización alguna, pero 

en el caso de no estar asesorados en juicio, la junta solicitara la intervención de la 

Procuradurla de la Defensa del Trabajo les designará un representante'. 

La praxis laboral no presenta muchos asuntos en que intervengan 

menores de 16 anos y para el caso de que se presente una situación de esta 

naturaleza se le designará representante. Tampoco es común, que los 

postulantes acrediten personerfa, pues el común es denominarle personalidad y 

acreditarla como tal, como tampoco hacer valer la falta de legitimación aunque 

si llega a oponerse, generalmenle se abren incidenles de falla de personalidad, 

pero no los de falta de legitimación aunque. insisto, no quiere decir que no se 

hagan valer los mismos. 

1.7. Toorfa dol acto y hechos jurldlcos. 

Antes de abordar el presente tema cabe hacer el siguiente señalamiento, 

es necesario partir de una base primordial, quizás muy elemental pero desde 

luego necesaria, esto es, debemos sel\alar que para conocer el acto jurídico es 

necesario establecer que en la realización de estos actos, primero partimos de 

la existencia do nonnas jurldicas, cual reglas de comportamiento que imponen 

deberes y derechos, el supuesto jurldico que no es mas que la hipótesis de 

cuya realización dependen las consecuencias 1urldicas establecidas en las 

nonnos y por último las consecu1mcias jurfdicas que son las situaciones que se 

presentan cuando se realizan uno o varios supuestos y que pueden consistir en 

la creación, modificación, transmisión y extinción de derechos y obligaciones. 

Las fonnas de realización do los supuestos jurídicos son a través de los hechos 

y los actos jurfdicos cual fuente de las obligaciones 

Cabe hacer la aclaración que tanlo el acto jurídico como los hechos 

jurfdicos aquf sel\alados se engloban dentro del género llamado hecho jurfdico 
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en lato sensu que es 'toda conducta humana o ciertos fenómenos de la 

naturaleza, que el derecho considera para atribuirles consecuencias jurldicas'23 

Por lo tanto, et acto jurldico viene a ser la manifestación de la voluntad 

con la intención de producir consecuencias de derecho consistentes en la 

creación, transmisión, modificación o extinción de derechos y obligaciones, 

pueden ser unilaterales v.gr. Testamento o bilaterales como el convenio o los 

contratos, y los hechos jurldicos (estricto sons11) son aquellos acontecimientos 

del hombre o de la naturaleza que producen consecuencias jurldicas 

independientemente de la intención del hombre por lo que aquellas se pueden 

producir sin la voluntad de este, tenemos como ejemplo de la naturaleza el 

temblor, o del hombre que a su vez pueden ser involuntarios: conducta de un 

sonámbulo o voluntarios que pueden ser los actos jurldicos en sentido estricto: 

el contrato o bien hechos jurldicos en sentido estricto como los delitos. 

Se senala el acto jurldico en sentido estricto, por que la existencia de 

este, si requiere de la manifestación de voluntad, pero solo para crear o 

modificar derechos y obligaciones como el contrato. en cambio el acto jurldico 

lato sonsu no solo crea o modifica, sino que también transmite y extingue tos 

derechos y las obligaciones y reiteramos el ejemplo de los convenios. 

En consecuencia podemos senatar que el acto jurldico tiene dos 

elementos constitutivos o esenciales a saber: 

1) El elemento de carácter subjetivo, que es precisamente esa 

manifestación de voluntad para que exista este acto con la caracterlstica 

primordial de realizarse con una Intención. Si no existo voluntad et acto puede 

existir. 

13 GUTIÉRREZ Y GONZÁLEZ, Ernesto, Derecho de las Ob!igagQne$, séptima edición, 
Porrúa, México, 1990, pág. 155 
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2) El elemento de carácter objetivo: que viene a ser el objeto, es decir, 

crear, modificar, transmitir y extinguir derechos y obligaciones. 

La anterior referencia de carácter civilista se cita en virtud de que es 

menester saber el origen y la naturaleza de los convenios, por que si bien es 

cierto existen ramas autónomas en nuestro derecho, que hacen distinguir unas 
• 1 . 

de otras, no menos cierto es que el dere~ho esla mterrelac1onado en todas sus 

materias, volveremos pues en otro capllulo, sobre el tema de los convenios, 

analizando las caraclerlsticas de los que se celebran en materia laboral, asl 

como sus alcances y consecuencias. 

Debe por ende, comprenderse que no es la intención del presente trabajo 

agotar la tcorla de las obligaciones, ni el estudio de los contratos y convenios 

en particular, corno tampoco los requisitos tanto de validez ni los esenc'ihles o 

de existencia, es decir, no se pretende el análisis exhauslivo de estos tópicos 

por enconlrarse fuera de los alcances y objetivos de n~estro tema esencial. 

Por lo que ahora pasaremos al estudio de los convenios y los contratos 

propiamente dichos, desde luego estos como parte de los actos jurldicos 

bilaterales. 

1.8. Los Convonlos y los Contratos. 

Comenzarnos el estudio de estas figuras jurldicas senalando que los 

contratos tienen origen en el derecho romano, tornando en consideración de 

que en ese derecho se hablaba de contrato, de la conventio y el pactum. 

Faustino Gutiérrez-Alviz, refiere: 

'Contrato.- es el negocio jurldico, acuerdo de voluntades entre dos o mas 

partes, reconocido y amparado por el derecho objetivo, encaminado a crear una 

o mas relaciones jurldicas obligatorias. 
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Conventio.- convención, acuerdo de voluntades ente dos o mas partes; 

expresión equivalente a pactum convontum, de la que no se derivan por si sola 

obligaciones en el derecho romano. 

Pactum.-pacto, convención acuerdo de voluntades entre dos o mas 

personas, que por carecer de una causa civilis originariamente no engendra una 

obligación jurldica entre los que en el intervienen. Los que alcanzan validez sin 

transformarse en contratos se denominan por los autores como pactos vestidos, 

trente a los demás, denominados pactos desnudos. Originariamente pactum 

designa un acuerdo extintivo de una acción; son generadores de acción cuando 

se unen a un contrato principal, pacta adiecta, y genera obligaciones, 

Igualmente, cuando los ampara el derecho pretorio o imperial, pacta protoria y 

pacta Jogltima.'1~ 

De las anteriores definiciones derivadas del derecho romano se 

desprende que la única figura que tenla fuerza vinculatona eran los contratos, 

pues la convenlio y el pactum (utilizados como sinónimos) sólo tenlan fuerza 

de obligaloriedad cuando se adicionaban a un contrato "principal'. toda vez que 

habla dependencia de estos con relación a un contrato para que ese acuerdo 

de voluntades generara una obligación. o simplemente por si solos no podían 

crear o extinguir derechos y obl1gac1ones. Esta tue preosamente ta regla 

fundamental que aquel derecho les otorgó a los acuerdos de voluntades. 

Sin embargo con ta evolución de aquél derecho poco a poco la diferencia 

entre los pactum y los contratos tue desapam·ciendo hasta convertirse en 

nugatoria, ya que en cierto momento no hubo diferenciación alguna pues ambos 

términos se llegaron a utilizar ind1shntamente, tal es el caso de los pactos 

vestidos, senala Margadant • poco a poco en interés de la equidad y de la 

rapidez que exigla la intensa vida económica en Roma, rl>ob16 eficacia jurldica 

" GUTtERREZ AlvtZ, Faustino, OICClonang de Dere<;ho R~. Reus. Espana, 
t948, págs. 135, t39 y 450. 
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un número cada vez mayor de pactos .. ." los pactos vestidos , antes nudos, se 

dividieron en tres grupos: ndyoctos, pretorios y logltimos.25 

Pacto nudo: el negocio celebrado sin la debida forma y "produclan una 

obligación natural como el caso de pactos informales de pagar créditos, en los 

cuales el acreedor no recibe una acción para reclamar los intereses, pero 

tampoco está obligado a devolver los intereses pagados espontáneamente',los 

pactos vestidos, "se pareclan a los contratos, gozaban de eficacia procesal, ya 

por incorporarse a un auténtico contrato de buena fe, ya por intervención 

pretoria o en virtud de una decisión imperial, sin embargo, los juristas romanos 

no querlan clasificarlos como contratos .. ." lo que mas se utilizaba para generar 

vinculación eran los controctus que engendraban obligaciones que se 

sancionaban con una acción judicial. 

'En el derecho justineaneo, contrato es todo acuerdo capaz de constituir 

a una persona en deudora de otra. Refiérese el acuerdo a toda suerte de 

negocios, ya sea encaminen a ta constitución de obligaciones o de derechos 

reales, ya la modificación o extinción de cualquier relación jurídica. Queda asl 

superada la concepción propia del ius civ1/o, a tenor de la cual el contmct11s sólo 

puede producir obligaciones". " 

En el Código Napoleónico dentro del que se reconocen por la mayorla de 

los doctrinarios como verdaderas influencias en su creación a los juristas 

Pothier y Domat además de considerar a este ordenamiento como una de los 

máximos monumentos juridicos, bien, en tórmmos de Doma! no se contemplan 

expresamente a tos contratos como tales, mas bien se refiere a las 

convenciones y estas abarcan los pactos, los contratos y tratos y por los cuales 

se crean, modifican y extinguen obligae1ones 

21 MARGADANT. S Guillermo, El Derecho Pnvado Romano, vigCslmo pníl1Cla edtci6n, 
Esfirige, México, 1995, pAg 354. 
10 DOMINGUEZ MARTINEZ, Jorye Alfrndo, Convenio y Contrato, segunda edtci6n, 
Pomia, México, 1997, pAg 15. 
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"La palabra convención es una denominación general que comprende 

cualquier lorma de contratos, tratos y pactos de cualquier naturaleza" y "la 

convención es el acuerdo de dos o mas personas para crear entre ellas 

cualquier obligaclón o para modificar una obligación o para extinguirla" 

Por su parte Pothier afirma que el contrato es una especie de convención 

y al electo primero dilerencia lo que es una convención "Una convención o un 

pacto es el consentimiento de dos o mas personas para lormar entre ellas 

algún compromiso, o para resolver uno existente, o para modificarlo." 

"La especie de convención que tiene por objeto formar algún compromiso 

se denomina contrato", de lo anterior se desprende que en términos de este 

autor el contrato se toma como una especie de la convención, además hace 

notar cuales son los efectos de estas pues sostiene que "una convención por la 

cual las dos partes reclprocamente, o sólo una de las dos, prometen y se 

obligan para con ta otra a darle una cosa, o hacer o no hacer tal cosa', muy 

semejante es la redacción que el legislador frances insertó en el texto del 

Código Napoleónico, de donde se desprende la influencia antes mencionada de 

los autores que venimos mencionando, pero sin duda Pothier es el de mas 

predominio en dicho cuerpo de leyes, tenemos asl que en su articulo 1101 

define al contrato como "una convención por la cual una o mas personas se 

obligan hacia otra o varias mas a dar, a hacer o a no hacer alguna cosa."27 

Cabe hacer mención que entre los doctrinarios no existe consenso entre 

la diferenciación del convenio y el contrato en cuanto a relacionarlos como 

género y especie al analizar la disposición invocada en el anterior parrafo, pues 

unos sustentan argumentos a favor (Planiol, Ripert. Bonnecase) y otros en 

contra (Baudry Lacanlinene) 

71 lbidem, pág. 18 y s. 
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Bien, pasando a la doctrina mexicana tenemos que tanto los Códigos 

Civiles de 1870 y 1884 manejan a los contratos y los convenios en una relación 

de género y especie, pues según el articulo 1388 del C. Civ. de 70 que se 

reproduce en el textualmente en el articulo 1272 del C. Civ. de 84 ·contrato es 

un convenio por el que dos o mas personas se transfieren algún derecho o 

contraen alguna obligación'. 

Pasando a Nuestro actual Código Civil, en él se hace mención a las 

figuras objeto de estudio en este apartado de la siguiente manera: 

Articulo 1792.· Convenio es el acuerdo de dos o mas personas para crear, 

transferir, modificar, o extinguir obligaciones. y, 

Artlculo 1793.· Los convenios que producen o transfieren las obligaciones y 

derechos toman el nombre de contratos. 

Al respecto el maestro Rafael Rojina Villcgas señala: "dentro de la 

termlnologla jurldica se hn hecho una distinción entre contratos y convenios en 

sentido estricto: al contrato se le ha dejado la función positiva, es decir, el 

acuerdo de voluntades para crear o transmitir derecho y obligaciones, y al 

convenio en sentido estricto, le corresponde la función negativa de modificar o 

extinguir esos derechos y obligaciones'18
, en el mismo sentido Bejarano 

Sánchez señala que el contrato es una especie de convenio - alude a las 

definiciones legales- y finalmente refiere 'Por exclusión, los que modifican o 

extinguen derechos y obligaciones se llaman convenios en sentido estncto . ..ig 

El maestro Gutiérrez y Gonzillez -al hablar del Código Civil· considera 

que ·con el convenio se realiznn cuatro funciones jurldicas: crear, transferir, 

11 ROJINA VILLEGAS, Rafael, Comp<.'fldtO de Delccho Civil , Tomo IV, vigésimo sexta 
edición, Porrua México, 1999, pag 7 
29 BEJARANO sANCHEZ, Manuel, ºº1!!Jagoncs Civiles. cuarta edición, Oxlord 
Universrty Press, México, 1998, pag 31 
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modificar o extinguir. Sin embargo, considero que esa figura jurldica puede 

realizar y realiza una función mas: la de conservar derechos y obligaciones.'30 

Hay autores como Ramón Sánchez Medal que al referirse a la multicitada 

distinción en la relación de genero y especie entre los convenios y los contratos, 

la tacha de bizantina, pues, -según él- on nuestro derecho deja de tener 

importancia, "La mencionada distinción no es ya reconocida en la actualidad. 

pues el vigente Código Civil italiano la ha eliminado (articulo 1321) y nuestro 

mismo Código Civil hace desaparecer toda importancia de ella al establecer 

que los principios relativos a los contratos so aplican a todos los convenios 

(articulo 1859), lo cual hace en realidad resulte ya bizantina la diferencia entre 

convenio y contrato• y también menciona "Por otra parto, hay que tener 

presente que ol contrato, según la definición legal. no sólo puedo dar 

nacimiento a las obligaciones y a sus correlativos derechos de crédito, sino 

también puedo croar o transmitir derecho reales (1793 y 2014). corno ocurre en 

ol contrato do hipoteca y en el do compraventa, rospeclivamonto. Por ello, se 

indica que el contrato puedo tenor efectos obligatorios y electos reales.'31 

Cabe destacar el sentido critico dol Maestro Domlnguez Martlnez sobre 

el particular "Para abordar esta empresa -refiriéndose a las definiciones legales 

de convenio y contrato-tengamos presente en primera instancia, que lo 

croado, transferido, modificado o extinguido por un convenio. son ob/lgacio11es. 

por asl disponerte el citado articulo 1792, os decir. se trala !.lo relaciones 

jurldicas ni mas ni menos, o lo que es lo mismo. precisamente derechos de 

crédito, con exclusión, por un principio elemental según la tenninologla juridica, 

de los derechos rcales"31 y respecto a los contratos ~n relación a tas 

acepciones de "obligaciones y derechos· que en dicho precepto se mencionan­

sostiene que "según et articulo 1793 no sólo se crean y transmiten obligaciones, 

'° GUTIERREZ Y GONZALEZ. Ernesto, Op at pág 217 y s 
11 SÁNCHEZ MEDAL, Ramón, De los contratos CMles, déamo cuarta ed1C16n, Ponúa, 
México. t995, p¡\g. 4 y s. 
11 DOMINGUEZ MARTINEZ, Jorge Alfredo, Op. at p¡\g 57 y 58 
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esto es deudas y créditos, sino también se crean y transmiten derechos reales", 

"La realidad es que en ambos (artlculos 1792 y 1793) se alude a obligación 

como relación jurldica y en consecuencia, la referencia a "derechos· no es 

como los créditos integrantes de las relaciones jurldicas, sino como derechos 

reales."33 

De igual forma el multicitado maestro se plantea la uniformidad en 

diferentes preceptos del Código Civil vigente en cuanto a la forma en que sobre 

los mismos se utilizan los vocablos convenio y contrato, es decir, si en varios 

artlculos en los que se habla de estas figuras se respetan los términos con que 

el propio código refiere en los artlculos 1792 y 1793, y al respecto concluye • se 

desprende que prevalece el empleo del convenio para relacionarlo con efectos 

modificatorios de obligaciones y por lo demás, en mayor o menor medida, con 

referencia a acuerdos patrimoniales, extrapatrirnoniales y con naturaleza 

compleja. Vimos también que en alguna ocasión hace el uso contrario, es decir, 

alude al contrato cuando en realidad se trata de un convenio y viceversa."~ 

Finalmente en relación a la "conservación de derechos' a que alude 

Gutiérrez y González, el maestro Oomlnguez Martlnez critica dicha afirmación 

y menciona 'corno puede verse, el autor alude primero a derecho y obligaciones 

para la especie contrato; después se refiere a las obligacionos para el género 

convenio en sentido amplio, pues dice que éste 'las' crea, transfiere, modifica o 

extingue, esto es, se refiere a la creación, transmisión, modificación y extinción 

de las obligaciones. Para colmo, alude a "obligaciones o derechos' no a 

'obligaciones y derechos· para el convenio en sentido estricto No dudamos, por 

el contrario, reconocx.'ITios en el convenio la conservación de derechos en la 

medida que es plenamente factible que ello fije su fuente en un acuerdo de 

voluntades, pero como tal. es decir, como ejemplo del convenio en una 

definición legal que enumera efectos. lo único que hace es provocar pensar en 

l
11bldem, págs. 60 y 61. 

14 lbldem, pág. 66 
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la posibilidad de muchas otras manifestaciones de efectos que no han sido 

sel'laladas por el legislador, tal podrla ser el caso de la confinmación, 

esclarecimiento, reconocimiento, consolidación, administración, aclaración, 

resolución, interpretación, complementación, ejecución, y quien sabe cuantas 

mas manifestaciones en función de los derechos y de las obligaciones que son 

objeto de un convenio."35 

Todo lo anterior nos penmite senalar que se sigue de una u otra manera 

el criterio de considerar a los convenios con los contratos bajo una relación de 

género y especie, aun cuando para algunos autores es Intrascendente esta 

distinción, lo impor1anle es considerar los alcances de unos y otros, pues 

finalmente como menciona Sánchez Medal el hecho de que el propio Código 

Civil vigente establezca que los principios relativos a los contratos se aplican a 

todos los convenios (articulo 1859), desde luego sin soslayar las 

consideraciones hechas por el maestro Domlnguez Martlnez antes transcritas, 

es decir, la literalidad de las definiciones legales y el empleo que en diferentes 

partes del articulado del Código Civil se hace de los convenios y los contratos. 

1.9, Acción. 

El Diccionario Jurldico Mexicano refiere que la palabra acción. proviene 

del latln aclio quo significa movimiento, actividad, acusación, y quo en dicho 

vocablo la más Importante de las acepciones jurldicas que tiene es la de 

carácter procesal. 

Generalmente se invoca por muchos tratadistas la clásica definición 

elaborada por Celso que dice 'osl aclio quam ius quod sidi dcbeatur iudicio 

porsequendt . acción, 'es el derecho de perseguir en 1u1cio lo que a uno se le 

debe', sin embargo muchos de los tratadistas refutan dicha definición, en virtud 

de que no contempla a los derechos reales, objeción que Savígny no compartla 

311bidem, P¡\g 92 y s. 
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pues sostenla que "si se introdujeron en el derecho romano algunas acciones in 

rom, a las que se les distingula con el nombre de politio" por tal razón en ta 

época de los glosadores se agrega a dicha definición, "lo que se nos debe o lo 

que nos pertenece."36 

Para Savigny la acción es "et derecho que nace de la violación de un 

derecho subjetivo y como ejercicio del derecho material mismo, al argumentar 

que si no existe un derecho sustancial no puede haber una violación y si no hay 

violación, el derecho no puede revestir la forma especial de una acción'37
, es de 

observarse, que esta ideo de la acción se encuentra superado, pues incurre en 

el error de equipar a la acción con el derecho material o sustantivo, no es de 

aceptarse pues, como veremos más adelante. una cosa es el derecho material 

contenido en una norma y otra cosa es el ejercicio de un derecho que se 

considera violado, que se concretiza en una demanda y sera el órgano 

jurisdiccional quien habrá de dclem1inar su procedencia o improcedencia, 

ademas Savigny en su definición no menciona ante quien se ejercita ese 

derecho material. 

Posteriomnente hicieron acto de presencia en las discusiones doctrinarias 

en lomo a las acciones, dos jurislas alemanes y nos referimos a Windscheid y 

Mulher, quienes sosluvicron una polémica entre si. enlomo a la actio en el 

doroc/Jo civil romano, mienlras que para el primero la acción no era mas que 

una prelensión, entendida como la titularidad de un derecho. "el ordenamienlo 

jurldico, es el ordenamiento de las pretensiones judicialmente perseguibles"ia, 

para el segundo no implicaba prclensión alguna. sino un derecho público "quien 

ha sido lesionado en su derecho tiene derecho a la asistencia estatal (derecho 

de accionar) ... los presupuestos de ese derecho son airo derecho y la lesión de 

"' DICCIONARIO JURIDICO MEXICANO INSTlllJTO DE INVESTIGACIONES 
JURIDICAS. A-CH, décima cd1et6n. PolTÚa. México. 1997 pág 31 
37 lbidcm, pág. JJ 
31 WtNDSCHEtD, Bemhard y ThcOOor MUTHER, ~~1 "Act19', Trad. 
Tomas A Banzhal, Ediciones Jurídicas Europa Améocd, Argentina. 1974, pág. 8 



éste último',39 la violación del derecho del lesionado no tiene una pretensión 

particular a la eliminación de esa violación, sino un derecho público para 

obtener una sentencia favorable. 

Para Windscheid la actio 'era el derecho material que con su violación 

adquiere una fase que es el Anspruch o pretensión, entendida como la 

afirmación de que uno es titular de un derecho. La acción significa tener una 

pretensión reconocida por el derecho, para este autor las acciones son 

pretensiones y no derechos como lo sostiene Savigny, o lo que es lo mismo, 

derecho material. Se incorpora el concepto de pretensión dentro del campo de 

la acción y Muther ya habla de un derecho do accionar (ante el estado) con 

base en un derecho (norma sustantiva) y la correlativa lesión de éste. Se 

diferencia a la acción del derecho sustancial. 

Con Giussepc Chiovenda se establece un concepto en donde se desliga 

el derecho material de la instancia que excita la actividad jurisdiccional, dándole 

un nuevo giro a la concepción que de aquella figura so tenla y refiere que es un 

derecho potestativo 'La acción es. pues, a mi entender un derecho potestativo 

(algunos tratadistas como Alcalá-Zamora'º y Rocco'1 no consideran adecuada 

la acepción de potestad, pues implica, en sus términos, la idea de un imperativo 

o de predominio), la catcgorla de los derechos potestativos se ha agrupado en 

tomo a la caracterlstica común, esto es, a la tendencia de producir un estado 

jurldico y la liberación de la obligación propia (como en las impugnaciones del 

derecho de desistir) ... _.2 

39 lbidem, pág. 248. 
•O ALCALA·ZAMORA y CASTILLO, N1ccto, E$1udlOS de T~_~e H1$\01i? del 
¡roccso 1945-1972, Tomo 1 Números 1·11, UNAM, México, 1974, pág 348 

1 ROCCO, Ugo, Teorla Gene<al del Pr~. Trad. Felipe de J. Tena, Pomía, 
México, 1959, pág. 205 
" MEDINA LIMA, Ignacio, !lleve Antoloqla Procesal. Universidad Nacional Autónoma 
de México, México, 1986, pág 194 



Carnelulli considera a la acción como "derecho público subjetivo· 

. también distinto del derecho material, pero con el cual no sólo se pone en 

marcha el órgano jurisdiccional sino que Implica el colaborar en el trámite 

(procesal) independientemente de que tenga o no fundamento su exigencia • La 

acción no se agota con la demanda inicial, sino que se está accionando 

constantemente y ese accionar motiva precisamente el ejercicio de la 

jurisdicción""3
, para el maestro italiano la acción se encuentra inmersa durante 

todo el proceso, existiendo colaboración de las partes con el juez que 

personaliza al órgano jurisdiccional, y alude a los principios de acción y 

contradicción, pues no sólo se acciona por el actor sino también por el 

demandado. 

Calarnandrei al hablar de la acción alude al concepto en términos 

semejantes a Chiovenda, esto es, la concibe como un derecho potestativo, y 

asigna a la acción las siguientes funciones • es la condición para el ejercicio de 

la jurisdicción, en virtud de que, en la acción se configura la propuesta que hace 

el actor de lo que debe ser la sentencia, de tal manera que ésta tiene corno 

marco y limite lo que se reclama en la acción; de ahl se deriva el principio de 

congruencia en la sentencia y lo que se demanda, precisamente porque el 

órgano jurisdiccional no puede ir mas allá de lo que se pide. Por otra parte, no 

hay jurisdicción sin acción, no hay actividad jurisdiccional de oficio; tiene que 

promoverse el ejercicio de la actividad jurisdiccional, el planteamienlo de la 

acción.~ 

Ugo Rocco4~ para finalizar nuestro análisis del tema, al hablar de 

la acción y definirla parle de algunas premisas tales como: 

43 CARNELUITI, Francesco, Op. cit. pág 61. 
« CLIMENT. Juan. B, Op. cit. pág. 32. 
° Cfr. ROCCO, Ugo, Teor!a General del Proceso Civil, Op. cit. Pégs. 181a196. 



-El derecho de jurisdicción del Estado frente al ciudadano con la 

correlativa obligación jurldlca de ejercitar y prestar la jurisdicción. 

-Para prestar su actividad jurisdiccional el Estado, no puede ejercitarla 

sin una especial declaración de voluntad, por lo que el ciudadano debe formular 

su demanda (sólo asl, la obligación genérica de jurisdicción se individualiza), y 

para dictar sentencia de fondo requiere que se cumplan las formalidades y 

presupuestos establecidos en el derecho procesal objetivo, sin que implique el 

ejercitar la acción formalidad alguna (sólo en la sentencia de fondo). 

-El Estado está obligado a cumplir con la actividad jurisdiccional, y ésta a 

su vez tiene un carácter de unidad, por la unidad del fin: la realización del 

derecho. 

-La pretensión individual tiene el carácter de derecho público, pues tiene 

una determinada actividad del Estado, en cuyo desarrollo éste obra e interviene 

como soberano, la relación jurldica entre actor y Estado (soberano y súbdito) es 

una relación de derecho público. 

-El derecho del actor de pretender la actividad jurisdiccional es 

Independiente del derecho substancial (es un derocho abstrocto, por que se 

abstrae de la razón o sinrazón del reclamo y por que por su generalidad 

compete a todo sujeto de derechos). 

-La Indeterminación de sujetos que pueden encuadrar en la hipótesis 

procesal objetiva y la genérica obligación del Estado de prestar ta actividad 

jurisdiccional, se determina y concretiza en la demanda que, dicho sea de paso, 

Individualiza la pretensión jurldica abstracta. 

Concluye asl con la siguiente definición de acción, ·es el derecho de 

pretender la intervención del Estado y la prestación de la actividad 

jurisdiccional, para la declaración o la realización coactiva de los intereses 
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(materiales o procesales) protegidos en abstracto por las normas de derecho 

objetivo . ..c6 

la evolución conceptual de la acción se detuvo por largo tiempo, pues la 

definición acunada por Celso se llegó a convertir en un dogma por varios siglos, 

en el derecho romano la aclio significaba lo mismo que un derecho, siguió de 

cierta manera la idea de la igualdad entre acción y derecho, (pretensión para 

Windscheid), no es sino con Mulher, con quien se abre un nuevo camino al 

concepto en cuestión, sin soslayar las aportaciones de Chiovenda, al distinguir 

a la acción como algo diferente del derecho sustantivo; de Jo antes ser'lalado 

podemos deducir algunas generalidades para entender el concepto, no sin 

antes anadir que en relación a su origen Alcala-Zamora afirma "La acción nace 

históricamente corno una supresión de la violencia privada sustituida por la 

colectividad organizada" y sostiene que se e¡ercita frente al Estado siendo su 

único destinatario porque • al prohibir la autodefensa e implantar a su favor el 

monopolio jurisdiccional, contrae de rechazo la obligación de proveer a las 

reclamaciones que eleven ante él los justiciables"''. ahora si, veamos lo que en 

nuestro concepto, podrlamos manejar corno generalidades posibles para 

identifit:ar la noción de acción: 

-Se parte de una idea de 'facultad, posibilidad o un derecho subjetivo público.' 

• que se ejercita frente al órgano jurisdiccional (previo al nacimiento de un 

connicto). 

-distinta al derecho sustancial, (algunos autores mencionan un derecho 

abstracto de obrar, porque se puede promover demanda aun sin derecho, sin 

confundir con pretensión, aunque Ugo Rocco refiera a la 'pretensión 

individual.') 

16 ROCCO, Ugo, Ieorla General del Proceso Civil, Op. cit, pág. 198. 
"ALCALA·ZAMORA Y CASTILLO, Nicelo, Esl\Jdios de Teorla General e Historia de! 
Proceso, Op. cit. pag. 333. 
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-para que resuelva una controversia, determinando la existencia o no de aquel 

mediante sentencia de fondo. 

Asl, siguiendo las lineas anteriores podemos definir a la acción de la 

siguiente manera: La acción os una facultad que se ojorcita fronte al órgano 

jurisdiccional (provio al nacimiento do un conflicto} distinta del deroc/10 

sustancial, para que so 1esuelva une controversia dotem1ine11do la existencie o 

110 do ésto, mediante una sontoncie de fondo. Se hacen esas observaciones 

generales por que además de que nadie posee la verdad absoluta, aún las 

eminencias del derecho procesal no han podido dele1minar una noción unita1ia 

del concepto aqul analizado, pe10 creemos importante crearnos una idea que 

más o menos nos permita entende1 la evolución y concepción actual que de ella 

se tiene, sin olvidamos que la evolución p1opia de las instituciones jurldicas por 

el desarrollo de las relaciones entre los individuos en cada época, produce la 

necesidad de adecuar conceptos sin soslayar ralees doctrinarias como tampoco 

la práctica cotidiana anle los Tribunales 

Por último y antes de concluir con el tema, mencionaremos, brevemente, 

la distinción entre una acción y una pretensión. 

La acción implica en términos concretos, una facultad o derecho 

abstracto de obrar de un sujeto, para que se resuelva su petición, mientras que 

la pretensión, dice Carnelutt~1 es "el derecho material contenido en una acción, 

o sea, las prestaciones que se reclaman'; sólo a manera de exposición. veamos 

una opinión distinta, la pretensión es "la autoatribución de un derecho por parte 

de un sujeto que, invocándolo pide concretamente que se haga electrva a su 

respecto la tutela jurldica.~9 Según se desprende de lo anterior, mientras que 

para uno es el derecho mismo (material) para el otro es una 'autoatnbución' de 

un derecho, creemos que asl lo refiere porque sólo al órgano 1urisdiccional le 

'' CARNELUTTI, Francesco, Sistema de Derecho PrQCllsal Civil. Op. et! pág 7 y s. 
"ALCALA·ZAMORA Y CASTILLO. N1ceto. Op cit pág 72 
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órgano jurisdiccional le corresponde establecer si lo que se hace valer en el 

juicio, corresponde o no a un derecho, es decir, calificarlo como tal. 

1.10; Jurisdicción y Compotoncla. 

1.10. 1. Jurisdicción. 

El tema de la Jurisdicción y la competencia ha sido objeto de estudio por 

varios juristas mexicanos y extranjeros, desde luego en esta úHima existen 

diversos trabajos al respecto, siendo los franceses y los italianos los más 

prolijos con relación al tema quo nos ocupa, sin que exista una idea unifom10 en 

cuanto a su significación, ya que ambos conceptos y sobre todo el de la 

jurisdicción ha sido materia de debate y análisis entre los más estacados 

doctrinarios, objetándose unos y otros las definiciones y conceplualizaciones 

que sustentan bajo diversos criterios y puntos de vista sin que, insisto, se llegue 

a la concepción unánime, pero lo que si es un hecho es que permea en general. 

la idea de que la jurisdicción es una función propia del estado para resolver una 

controversia aplicando la ley y la competencia es digamos su medida, ya que un 

juez aún teniendo 1urisdicción es imposible que conozca de cualquier 

controversia o causa, por que la competencia por naturaleza propia se tiene que 

dividir en varias partes, esto es, hay una materia. un monto, un territo1io, una 

cuantla y una designación o tumo en relación a los conflictos. sobre el particular 

volveremos mas adelante, y toda vez que. como hemos se~alado, es vasta la 

literatura jurldica al respecto, y no siendo materia de la presente el analizar a 

fondo estos temas, haremos mención somera sobre lo que algunos autores de 

destacada solvencia jurldica han senalado al respecto y se procederá a su 

aterrizaje al plano del derecho del trabajo para c¡earnos un panorama general 

que pueda orientamos acerca do los conceptos que en este apartado nos 

ocupan, veamos al respecto. 
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El Diccionario Jurldico Mexicano sel\ala ·su raigambre latina proviene de 

jurisdictio- onls poder o autoridad que se tiene para gobernar o poner en 

ejecución las leyes, o para aplicarlas en un juicio, o bien, si se aliende a las 

voces latinas jus, derecho, recto, dicore, proclamar, declarar, decir, significa 

proclamar el derecho. 

De manera vulgar se entiende por jurisdicción el campo de esfera 

de acción o de eficacia de los actos de la autoridad, y aun, con exagerada 

amplitud, de un particular."50 

Siguiendo a Ulloa Ortiz refiere que la jurisdicción es un término univoco y 

tiene varias acepciones y menciona las siguientes • a) En un sentido muy 

amplio se identifica con soberania; asl por ejemplo se dice que tal asunto cae 

bajo la jurisdicción del Estado o de la Iglesia; b) Coincidente con el anterior 

significado, se torna el término jurisdicción como la esfera de atribuciones de un 

ente, autoridad o funcionarios, y en ese senltdo se habla, por ejemplo, de la 

jurisdicción del municipio, de la jurisdicción del alcalde o de la jurisdicción de la 

secretaria de Hacienda; c) Existe otra acepción de carácter territorial y en ese 

sentido equivale al término demarcación, esto es. el espacio sobre el cual 

ejerce su jurisdicción un pals. un juzgador, un funcionario; d) En sentido 

procesal y grosso modo, significa la función jurisdiccional, esto es, la actividad 

destinada a la resolución de controversias y de represión de delitos, que el 

Estado lleva a cabo a través de diversos órganos, que generalmente, aunque 

no siempre, son judiciales."~ 1 

El maestro Chiovenda entre otros autores sostienen que la 

jurisdicción "es la actividad del Estado dirigida a la actuación del derecho 

objetivo mediante la aplicación de la norma general al caso concreto y mediante 

!IO DICCIONARIO JURIDICO MEXICANO, Op. cit pág 1884 
si Jurisdicción eclesiástica y jurisdicción ci1il Rev. Fac de Derecho, MéJico, julio­
sepliembre 1953, pág 55 y s 
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la realización forzosa de la norma general misma• por su parte Rocco señala y 

objeta al autor, sosteniendo que 'desde luego, la actuación del derecho, en 

cuanto es aplicación de la norma, no es en modo alguno una caracterlstica de 

la actividad jurisdiccional, toda vez que asl el individuo, como el Estado, en 

cuanto están sometidos al derecho, debe, para conlormar su acción con la 

norma, en cualquier momento de su actividad, aplicar la norma al caso 

concrelo." si 

Chiovenda al relerirse a la jurisdicción añade que es 'la substitución de 

la actividad de los órganos públicos a la actividad individual, sea para afirmar la 

existencia de una voluntad legal, sea para ejecutarla ulteriormente'~ y al 

respecto Hugo Alsina sostiene en un sentido similar a las criticas expuestas por 

Rocco, 'pertenece esta doctrina a la concepción objetiva de la jurisdicción ... si 

bien es evidente que por la jurisdicción se obtiene la actuación de la nonna y 

que ello importa, en electo, una substitución de la actividad ajena, en cuanto el 

juicio lógico que corresponde al obligado lo formula el juez (periodo de 

conocimiento) y éste en su caso toma bienes del deudor para con su importe 

desinteresar al acreedor (periodo de ejecución), la actuación de la ley no es una 

!unción especifica de la jurisdicción, porque también hay actuación cuando el 

particular ajusta su conducta a la prescripción de la norma.· ~ 

El jurista italiano Piero Calamadreiss al hablar do la jurisdicción desglosa 

su concepción de la jurisdicción atendiendo a 'garantlas' que son los medios de 

tutela del Estado y que se configuran previendo varios supuestos en que el 

sz ROCCO, Ugo, Derecho Procesal Civil, Ponúa Hnos y Cía D1stribuldores, trad Felipe 
de J. Tena, México, 1939, pag 10 y s 
!>l ALSINA, Hugo, Tratado Teórico Prédica de Derecho Procesal Civil y Comercial, 
segunda edición, Tomo 11, Ediar edrtores. Argentina. 1957. p¡\g 417 
~Ibídem. 
is Cfr. CALAMANDREI, P1ero, Instituciones de Derecho Procesal Civil. VoU Trad. 
Santiago Seniles Melando, Ediciones Jurldicas Europa Amética, Argentina, 1962, p¡lg 
161 y s 



individuo puede incurrir con sus conductas sean activas u omisivas. buscando 

la función jurisdiccional corno fin último la actuación del derecho habiendo o no 

controversias entre dichos individuos, para el lo mas importante es la 

declaración de certeza concreta de las condiciones de hecho de las cuales la 

ley hace depender la producción de aquellos efectos (consecuencias jurldicas). 

por ejemplo, en la nulidad del matrimonio deseada por los córJ,'Uges. necesitan 

la declaración de certeza que de la misma haga el juez. 

Por su parte el maestro Atsina -basándose en Goldschmidt- sostiene con 

relación a la jurisdicción, que es 'la potestad conferida por el Eslado a 

determinados órganos para resolver mediante la sentencia las cuestiones 

litigiosas que le sean sometidas y hacer cumplir sus propias resoluciones.' 56 

Ugo Rocco setlala 'La satisfacción de este interés -aquel que el derecho 

prolege- que es uno de los fines esenciales del Estado, es objeto de una de sus 

funciones esenciales. La actividad con que el Estado provee a esa satislacción, 

es justamente la actividad jurisdiccional o jurisdicción. • y concluye diciendo 

que- la función jurisdiccional o judicial es, pues, la actividad con que el Estado, 

interviniendo a instancia de los particulares, procura la realización de los 

intereses protegidos por el derecho. que han quedado insatisfechos por la falta 

de actuación de la norma jurldica que los arnpara."17 

Eduardo J. Coulure sostiene que la Jurisdicción es • la función pública 

realizada por órganos cornpelenles del Estado, con las formas requeridas por la 

ley, en virtud de la cual. por acto de juicio. se detenrnna el derecho de las 

partes, con el objeto de dirimir sus conflictos y controversias de relevancia 

jurldica. mediante decisiones con autoridad de cosa juzgada. eventualmente 

factibles de ejecución"!>!! senala este autor que lo correcto al hablar de 

"' ALSINA. Hugo, Op e&I pág 418 
'

7 ROCCO. ligo, Derecho Procesal CIVIi, Op. Ctl. pág 29 
"' COUTURE J Eduardo. Fundamenlos del Derecho Procesal CMI, tercera edición, 
Roque Depalma Editor, Argenlina. 1958. pág. 40 
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jurisdicción es, concibiéndola como una función, por que abarca no sólo un 

conjunto de poderes o facultades sino también un conjunto de deberes de los 

órg~nos del poder público, haciendo especial critica a aquellos que la definen 

como una potestad (siendo el caso de Alsina), pues, dice, es sólo uno de los 

aspectos de la jurisdicción. 

Y toda vez, que no es uniforme ni mucho menos la teorla de la división 

de poderes que ideara Montesquieu, esto es, ni la función legislativa se reduce 

al Poder Legislativo, ni la función ejecutiva se reduce al gobierno, ni la judicial a 

los Tribunales, luego entonces es importante distinguir los actos 

jurisdiccionales, de los legislativos y administrativos. 

Veamos, la función jurisdiccional y la legislativa son paralelas y 

actúan en concordancia, lomando en cuenta que ambas funciones tienen como 

elemento conceptual común que es la tutela de intereses, "La diferencia estriba 

en los !Imites y en las formas de tutela. Efectivamente, mientras en la 

legislación el Estado determina los limites de la tutela que quiere conceder a 

determinadas categorlas de intereses y actúa esa tutela estableciendo normas 

generales de conducta, en la jurisdicción procura directamente la satisfacción 

de aquellos intereses, en abstracto protegidos. dentro de los limites 

establecidos por el derecho objetivo, cuando este no sea o no pueda ser 

espontáneamente actuado"!>') mientras la legislación es una forma de tutela 

abstracta y general, la jurisdicción es una lomm de tutela concreta y particular. 

En términos generales podemos sei'lalar que un acto jurisdiccional tiene 

la caracterlstica de ser concreto y particular, en oposición al acto legislativo que 

de suyo presupone la existencia de un precepto general, abstracto e 

impersonal, es decir establece una norma abstracta que ha de regir una 

conducta, y el acto jurisdiccional juzga aquella conducta frente a esa disposición 

abstracta. 

19 ROCCO, Ugo, Derecho Procesal Civil, Op. Cit. pag. 30. 
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Por ejemplo, el legislador ejecuta un acto jurisdiccional en el supuesto del 

juicio pollllco de los funcionarios publicas y el Juez realiza un acto legislativo 

cuando dicta un reglamento interno para el funcionamiento del tribunal. 

La diferencia de los actos jurisdiccionales con los administrativos es que 

mientras los primcros, lienen el carácter de cosa juzgada, esto es, irrevocables, 

los segundos son revocables anle el propio órgano administrador, sobre el 

particular senala Alsina que • el acto administrativo es una actividad técnica, en 

el acto jurisdiccional es actividad jurldica, en el jurisdiccional se resuelve la 

cueslión de saber que regla de derecho es aplicable al caso concreto, y cuales 

son las consecuencias que derivan de su desconocimiento. En el acto 

administrativo, por el contrario, la cueslión de derecho es un medio, por que la 

actividad administrativa está reglada por la ley, pero no conslituye su fin."60 

Como se observa, no exislc un criterio general respecto al concepto de 

jurisdicción entre los lratadistas de derecho procesal, sin embargo existe el 

elemento común en el sentido de que esta función corresponde al Estado y se 

dirige a la aplicación de la nonma al caso en particular sea que haya 

controversia o no y a instancia de parte. otros más agregan el elemento 

ejecución para hacer efectiva esa tutela de la norma ¡urldica. existen 

clasificaciones. por ejemplo, en Jurisdicción ordinaria. especial, voluntaria. 

contenciosa etc., no obstante no las abordaremos, pues no es nuestra intención 

extendernos en demasla considerando que con lo asentado es suficiente para 

los efectos de nuestro trabajo. 

1.10.1.2. Jurisdicción del Trabajo. 

Finalmente (en materia de trabajo) siguiendo a Porras51 veamos las 

caracterlsticas de la jurisdicción del trabajo: os forma/monto administrativa; por 

"° ALSINA. Hugo, Op Cit pág. 420. 
81 Cfr. PORRAS Y LOPEZ, Armando, Derecho Procesal del Trabajo, Op. Cit. pág. 177 
y s. 



que los órganos encargados de encauzarla dependen del poder ejecutivo; la 

jurisdicción del trabajo lioflo 1ma finalidad eso11cialmen/o pública, en tanto que el 

lin de la jurisdicción civil importa sólo a las partes, pero un conflicto obrero­

patronal de especie colectiva, interesa a ta sociedad, cabe destacar que sólo en 

el ámbito colectivo: la siguiente caracterlstica es que se trata de una jurisdicción 

proteccionista do la e/aso dóbil, pues la ley debe ser interpretada en lorma tal 

que proteja al trabajador, pero sin atacar los derechos del patrón: en muchas 

ocasiones tiene caractorlsticas de oficiosidad, es decir, que no será necesaria la 

instancia de las partes, para que actúe la jurisdicción laboral, esto se debe a 

que la solución de los problemas obrero-patronales está hondamente 

interesada a la colectividad, se trata de un interés público, que en la experiencia 

de la época puramente liberal mostró que los conflictos de trabajo pueden llegar 

hasta a amenazar las estabilidad de las instituciones públicas. por todo ello los 

organismos encargados de resolver los conflictos entre el capital y el trabajo 

actúan con mucha frecuencia de oficio, tal como sucede en las huelgas 

calificadas ya sea de oficio o a petición de parte: y finalmente - continua el 

autor· la jurisdicción del trabajo so dolormina proforontomo11to por la naturoloza 

do los conflictos do trabajo, más que por la cuantla, dijéramos que es el 

carácter determinante de la competencia. 

1. 10.2. Compotoncla. 

Generalmente se senala por varios tratadistas que esta figura es la 

medida de la jurisdicción. Sobre el particular afirma Juan B. Climent que la 

jurisdicción y competencia son dos conceptos que suelen confundirse, senala 

que "la jurisdicción es la potestad de declarar el derecho por parte del órgano 

del Estado en los casos concretos que so te plantean para tutelar el interés 

jurldico lesionado y hacer efectiva la tutela mediante la e¡ecución y ta 

competencia es esa misma facultad junsd1cc1onat de que está investido el 

juzgador, pero referida a unos limites, limitada a la parcela de junsdicción que 
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se le conlla. Por eso se ha dicho que la competencia es la medida de la 

jurisdicción. "62 

Calarnandrei al respecto sel'lala 'La competencia es básicamente, una 

determinación de los poderes jurisdiccionales de cada uno de los jueces; esa 

limitación de poderes se manifiesta prácticamente en una limitación de las 

causas sobre las cuales puede ejercerlos cada juez ... comprendiéndose de tal 

modo por competencia de un juez el conj11nlo do cusas sobro las cuales puedo 

ojorcor, segun ley, su fracción do jurisdicción." 63 

Siguiendo al maestro AlsinarM, veamos como surge la división de la 

competencia. 

Es Imposible la existencia de un juez que tenga jurisdicción en un 

territorio cualquiera y que ladas las personas y cosas sean sometidas a su 

conocimiento en cualquier tipo de controversias, pues la diversidad de asuntos 

y la amplitud del terrilorio perturbarfan de manera grave la función de dicho juez 

ante la Imposibilidad humana de despacharlos y conocer de ellos con el debido 

cuidado y diligencia necesarios. tenemos asf que frente a un territorio 

detem1inado, y ante la extensión del mismo surge la necesidad de dividirlo en 

diferentes secciones o 'circuitos· asignando un ¡uez en cada uno de ellos y el 

cual dentro de esa circunscripción e¡ercerá plenamente su ¡urisdicción, 

partiendo asl de la división del traba¡o, habra entonces. ¡ueces con facultades 

jurisdiccionales semejantes pero con dislinla compclenc1a 

Pero la división del trabajo no termina ahf. pensemos en los casos en 

que hay una mayor diversidad de cuestiones a resolver, entonces se torna en 

cuenta la naturaleza del conflicto. y se conuenzan a separar las materias sobre 

'
1 CLIMENT Juan B. Op C1t pág 30 
'' CALAMANDREI, PH!lo, Derecho Procesal Civil, Obln comptlada y editada, Trad. 
Enrique Figueroa Alfonzo, Pedagógica, Espana. 1996. pág 114 

.. Cfr. ALSINA. Hugo, Op. cit pág. 511 y s 



todo aquellas que menos coincidan o tengan menos analogla, por ejemplo el 

civil del penal, surge asl la competencia en razón de materia. 

Ahora bien, también en estas separaciones existen litigios más pequer'los 

que otros, es decir hay unos que no requieren ser juzgados o resueltos con 

aquellas formalidades que las que se observan respecto de asuntos de mayor 
. . 

importancia, es decir, nace la idea de conocer los asuntos atendiendo al monto 

de la causa, surgiendo asl la competencia en razón de la cuanlla, también con 

la finalidad de facilitar la tarea judicial. 

Observamos que los sistemas judiciales generalmente admiten dos o 

más instancias para resolver las cuestiones que las partes planteen, de esta 

manera se divide la competencia en razón de grado, cuya misión estriba en 

revisar las actuaciones del órgano jurisdiccional inferior. tenemos asl, la 

segunda instancia en materia civil para las apelaciones, o el amparo en materia 

laboral entre otros, el sistema jurldico permite una diversidad de tribunales con 

funciones especificas en lodos ellos. 

Finalmente la división del trabajo jurisdiccional requiere de la asignación 

adecuada y proporcional de los asuntos de que conocerá cada órgano según 

sus atribuciones, en tal caso surge el llamado turno, que no es más que asignar 

a cada tribunal las causas do que habrá de conocer haciendo equitahva la 

distribución del trabajo y en la medida de que se ejerciten acciones por parte de 

los individuos, de esta manera so establecen los llmiles dentro de los cuales el 

juez podrá ejercer la función jurisdiccional 

1.10.2.1. Compotoncla on Matoria do Trabajo. 

Por último y por lo que toca a la materia laboral, la competencia en razón 

de materia (federal) se encuentra determinada en lo preceptuado por la fracción 

XXXI apartado A del articulo 123 constitucional que dispone· 
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'Articulo. 123.· ... 

XXXI. La aplicacl6n de las leyes del traba10 corresponde a tas autoridades de los Estados, en 

sus respectivas jurisdicciones. pero es de ta competencia exclusiva de las autoridades federales 

en los asuntos relativos a 

a) Ramas industriales y servicios· 
b) 1. Textil; 

2. Eléctrica; 

3. Cinematográfica; 

4. Hulera; 

5. Azucarera; 

6. Minora; 

1.· Metalürglca y siderúrgica, abarcando la explotacl6n de los minerales básicos, el 
beneficio y la fundición de los mismos, asl como la obtención de hierro metélico y acero 
a !odas sus formas y hgas y los productos laminados de los mismos: 

8. De Hidrocarburos. 

9. Petroqulmica, 

1 O. Cemontera; 

11.Calera; 

12. Automotriz, Incluyendo autopa~os mectinicas o eléctricas, 

13. Qulmica, Incluyendo la qulmica farmacéutica y medicamentos; 

14. De celulosa y papel, 

15. Do aceites y grasas vegelates. 

16. Productora de alimentos, abarcando excluwamenle ta fabricación de los que sean 
empacados, enlatados o envasados o que se destlllen a ello; 

17. Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas o que se destinall a ello; 

18. Ferrocamlera. 



19. Madera básica, que comprendo la producción de aserradero y la fabricación de 
lriplay o aglutinados de madera, 

20. Vidriera, exclusivamente por lo que loca a la fabricaci6n de vidrio· plano, liso o 
labrado, o de envases do vidrio; 

21. Tabacalera, que comprendo el beneficio o fabricación do productos de tabaco; y 

22. Servicios de banca y crédito 

b) Empresas 

1. Aquéllas que sean administradas en forma directa o descentralizadas por el Gobierno 
Federal; 

2. Aquéllas que achien en virtud de un contrato o concesión federal y tas industrias que 
les sean conexas, 

3. Aquéllas que ejecuten trabajos en zonas federales o quo se encuentren bajo 
¡urisdicción federal, en las aguas lemtonales o en las comprendidas en la zona económica 
exclusiva de ta Nación • 

También seré competencia exclusiva de las autoridades federales. la aplicación 

de tas disposiciones del traba¡o en los asuntos relativos a conflictos que afecten a dos 

o mas entidades federativas, contratos colectivos, que hayan sido declarados en 

obligatorios en más de una entidad federativa; obhgacmnes patronales en materia 

educativa, en tos ténninos do ley, y respecto a las obhgaoones de los patrones en 

materia de capacitación y adiestramiento de sus traba¡adores, asi como de segundad e 

higiene en tos centros da traba¡o, para to cual, tas aulondades lederales contaran con 

el auxilio de las estatales, cuando se trate de ramas o actividades de 1unsd1cción local. 

en los términos de la ley reglamentaria correspondiente • 

De acuerdo con los principios que animan al sistema federal mexicano. 

las facultades por regla general, y por lo que hace a la federación serán las que 

expresamente le sean conferidas y el resto serán para las entidades 

federativas, esto es, serán materia local todas aquellas facultades no 

comprendidas en las antes citadas 

En los mismos términos se expresan los numerales 527 y 528 de la ley 

reglamentaria del articulo 123 apartado A, contemplándose do igual fonma por 



exclusión la materia local en los articulas 529 y 698 de dicho ordenamiento, 

prevalece pues, la Idea de que: todo lo que no es local es federal. 

La competencia en razón de territorio (por lo demás la única prorrogable 

en materia de trabajo) se encuentra establecida en el articulo 700 de la Ley 

Federal del Trabajo y que a la letra dice: 

"La compelencia por razón de lerrilorio se rige por las normas siguientes: 

l. Si se trala de Juntas de Conciliación, la del lugar do prestación de servicios; 

11. Si se trata do Junlas do Conciliación y Arbitraje, el act01 puede escoger entre: 

a) La Junla del lugar de prestación do los serv1C10s; si estos se prestaron en varios 

lugares sera la Junta do cualquiera de ellos; 

b) La Junla del lugar de celebración del conlrato, 

c) La Junta del domicilio del demandado 

111. En los connictos colectivos do 1urisd1ct1ón federal, la Junta Federal de Conciliación y 

Arb1lraje, en los lérminos del articulo 606 de esta Ley. en los conflictos colectivos de 

jurisdicción local, la del lugar en que estó ubicada la empiesa o eslablecimiento; 

IV. Cuando se lrate de cancelación del registro de un sindicalo, la Junta del lugar donde 

so hizo: 

V. En los conmctos entre patrones o lrabajadOles entre si, la Junta del domicilio del 

demandado; y 

VI. Cuando el demandado sea un sind1Cato. la Junta del domieltio del mismo· 

A mayor abundamiento es conveniente invocar tas palabras de Porras 

y López 'En el derecho procesal civil para promover la incompetencia se usa la 

declinatoria y la inhibiloria, en la vigente ley del Trabajo sólo se aplica la 

primera, no obstante, es menester decir unas palabras de ambas para 
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comprender mejor la que aplica la Ley Federal del Trabajo. A decir verdad, 

recordando al procesalisla espanol Guasp, la estructura gramalical de los dos 

vocablos no resuelve el problema. La declinatoria de la incompetencia se debe 

interponer ante el Juez a quién se considere incompetente, pidiendo que se 

abstenga de. conocer del neg~io y se remitan· los autos al considerado 

competenle. 

En cambio, en la inhibiloria se hace valer ante la auloridad compelente 

para que ésta haga valer su competencia ante el Juez que el promovente ha 

considerado incompelente. "6S 

En lo tocante a esle punto la Ley Federal del Trabajo sel\ala en su 

articulo 703 lo siguiente: 'Las cuestiones de competencia. en materia de trabajo, 

sólo pueden promoverse por declinatoria. 

La declinatoria deberá oponerse al iniciarse el periodo de demanda y 

excepciones en la audiencia respectiva, acompanando los elementos en que se 

funde; en ese momento, la Junta después de olr a las partes y recibir las 

pruebas que estime convenientes, las que deberán referirse exclusivamenle a 

la cuestión de incompetencia dictará en el acto resolución' Pero la Junta 

también puede declararse de oficio incompetente articulo 701 del mismo 

ordenamiento. 

De lo anterior se desprende claramente que la (mica manera de 

promover la incompetencia es por la vla de la declinatoria, esto es, ante la 

propia Junta, y podrá hacerse valer por la vla incidental en la etapa de demanda 

y excepciones, y toda vez que se trata de incidente de previo y especial 

pronunciamiento, se senala dla y hora para audiencia incidental, y finalmente 

resolver sobre la procedencia o no de la misma, en caso de ser procedente se 

remttirá la Junta que estime competente, no obstante, si ésta Junta a su vez se 

a\ PORRAS Y LOPEZ, Annando, Op. Crt. pág. 186 
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declara Incompetente se procederá en términos del articulo 705 de la Ley 

Federal del Trabajo que dispone: 

'los competencias so decidirán: 

Por el pleno de las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, cuando se trale 

de: 

a) Juntas do Conciliación de la misma Entidad Federativa y; 

b) Las diversas Juntas especiales de la Junta de Conc1liación y Arbitraje de la 

misma Entidad Federa~va 

11. Por el pleno de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, cuando se lrale de 

las Juntas federales de Conc111aciOn y de las Especiales de la misma; ente si 

reclprocamenlo. 

111. Por la Cuarta Sala (ahora Segunda sala) de la Suprema Corte de Juslicla de la 

Nación cuando se susctle entre 

o) Juntas Locales o Federales do Conc1hactón y Arbrtra¡o y el Tribunal Federal 

de Conc1hación y Arbltra¡e 

b) Juntas locales y Junlas Federales do Conc1hactón y Arbltra¡e. 

c) Juntas Locales de Conc1hactón y Arbllra¡e de diversas Entidades 

Federalivas 

d) Juntas Locales o Federales de Conc11tación y Arbrtraje y otro órgano 

jurisdtCCional.' 

Ahora bien, cabe senalar que la competencia en razón de grado en 

materia de trabajo no es muy marcada como lo es en la materia civil por 

ejemplo, ya que mientras en aquella existe un Tribunal de Alzada revisor del 

juez de la causa, para conocer entre otras cuestiones del recurso de apelación 

contra resoluciones inlor1ocutorias o definitivas do dicho juez natural. además 

de que existe la revisión del asunto por la Justicia Federal. estableciéndose de 

esta manera una pluralidad de órganos con competencia en razón de grado 

para estudiar el asunto nacido ante el Juez común, cosa que no sucede en la 

malaria laboral puesto que el único órgano revisor de las resoluciones de las 

Juntas de Conciliación y Arbttraje lo es un Juez o Magistrado federal o bien en 

última instancia por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (por ejemplo en 



tratándose de resolver un conflicto competencia! o bien haciendo uso de la 

facultad de atracción), ya sea que haya violaciones procedimentales o de fondo, 

lo anterior consideramos en aras de la justicia pronta y expedita en el derecho 

del trabajo, de esta manera en el reexamen de las cuestiones resueltas por la 

Junta no concurren muchas instancias sino que sólo se encuentra por encima la 

Justicia federal en la vla de amparo o de los recursos procedentes según se 

trate del caso en concreto. 

El aspecto de la cuantla es intrascendente e irrelevante en materia de 

trabajo, toda vez que la misma no se toma en cuenta para decidir que Junta 

especial será la que deba conocer del asunto, por lo que al no dividirse la causa 

en razón del monto corno sucede en la materia civil (v.gr. La Justicia de Paz en 

relación con el Juez de Primera Instancia) las misma no tiene mayor 

significación en el derecho laboral. 

Con respecto al Turno, en este rubro todos los escritos o demandas 

presentados ante ta Oficialla de Partes Común de las Junta de Conciliación y 

Arbitraje por los trabajadores o patrones, se rigen distribuyéndolos 

equitativamente a cada Junta Especial. tornando en cuenta la competencia por 

materia que cada Junta Especial en particular tiene conferida y por la carga de 

trabajo de las mismas. 

1.11. Órganos Jurisdiccionales y Órganos Administrativos. 

Una vez analizados los conceptos de Jurisdicción y competencia, toca 

tumo de hacer la distinción entre un órgano jurisdiccional y otro que es el 

administrativo, ya estudiadas algunas diferencias de los actos jurisdiccionales y 

de los administrativos, de cualquier fonna es compleja por lo tanto. hacer la 

distinción referida, esto es asl, en virtud de que como veremos durante del 

desarrollo del tema, ambos tipos de entes tienen diferencias ri1uy espectricas en 

cuanto a las funciones y atribuciones que cada uno posee, veamos. 



1.11.1. Órganos administrativos. 

Entrar en estos temas y reliriéndonos a los órganos administrativos. (que 

atañe al derecho administrativo), es menester antes que nada hablar de la 

!unción administrativa del Estado, por que como sabernos, también existen 

!unciones legislativas y funciones jurisdiccionales como atribuciones de aquel 

para cumplir con su cometido de vetar por los intereses de la colectividad y 

garantizar la paz social. 

Al respecto se hace necesario invocar de nueva cuenta al igual que en 

apartado anterior, la división de poderes que ideara el barón de Montesquieu, lo 

anterior en razón de que en el mundo láctico no era ni es posible el ideal de que 

cada uno de los poderes se aboque a una sola lunc1ó11, esto es, que el Poder 

Legislativo realice la !unción legislativa, el Poder Judicial realice la judicial y et 

Poder Ejecutivo la administrativa, para entender en rigor estas !unciones surge 

la necesidad de atender a su naturaleza y no en razón del órgano que las 

realiza, pues bien puede darse et caso de que et poder legislativo ejecute actos 

o realice !unciones que materialmente sean administrativas o judiciales aunque 

lormatmente se lleven a cabo por este poder y la misma combinación darse 

respecto de los otros dos poderes. 

Asl el maestro Gabino Fraga clasifica las !unciones del Estado en dos 

categorlas • a) Desde el punto de vista del órgano que la realiza. es decir. 

adoptando un criterio formal, subjetivo u orgánico que prescinde de la 

naturaleza de la actividad, las funciones son lormalmente legislativas, 

administrativas o judiciales, según estén atribuidas al Poder legislativo, al 

Ejecutivo y judicial. y 

b) Desde el punto de vista de la naturaleza intrlnseca de la !unción, es 

decir, partiendo do un criterio objetivo, material. que prescmde del órgano al 

cual están atribuidas, las funciones son materialmente legislativas. 



administrativas o judiciales segun tengan los caracteres que la teorla jurldica ha 

llegado a atribuir a cada uno de esos grupos. offl 

Alude el citado maestro, que de manera normal estas funciones 

concuerdan y asl las funciones que materialmente son judiciales, legislativas o 

administrativas son realizadas por los poderes judicial, legislativo o ejecutivo 

respectivamente, pero como esta relación no es una regla g!!lleral, luego 

entonces bien puede caber que el legislativo, verbigracia, realice o ejecute 

materialmente funciones administrativas o ¡udiciales o bien el judicial haciendo 

funciones administrativas y asl sucesivamente y senala que la eficacia de estas 

se regula por el criterio formal, esto es, por el órgano que tas realiza y por el 

material segun exista disposición expresa, es decir, -aclara- para que un poder 

realice funciones cuya naturaleza sea diferente en sustancia de las que 

normalmente le son atribuidas, debe existir una excepción expresa en el texto 

constitucional. 

Más adelante nos scnala las caracteristicas de cada una de las funciones 

aqul referidas. Asl, la función legislativa se manifiesta a través de la ley, cual 

aclo jurldico consistente en la manifestación de voluntad (del congreso) 

encaminada a producir efectos jurldicos generales constituye la esencia de la 

función legislativa corno ·garantla contra la arbitrariedad de los gobernantes·. 

En síntesis la esencia de la función legislativa no es otra que la de la 

elaboración de las leyes. aunque como se viene mencionando tiene muchas 

otras funciones corno lo es la ejecución de actos materialmente diversos, por 

ejemplo, el juicio político, aunque su esencia nace de su función para la cual fue 

ideado: crear la norma general. abstracta y permanente, la ley 

La función jurisdiccional, volviendo a la clasificación formal y material de 

las funciones, la función jurisdiccional en sentido formal corresponde al Poder 

60 FRAGA, Gabino, Derecho Admimstiativo. trig(lsimo octava edición, Pornia, México, 
1996, pág. 29 



Judicial, en cuanto a la naturaleza de los actos o la función, se ha sellalado que 

las resoluciones de ese órgano no pueden constituir o mejor dicho no pueden 

modificar el orden jurldico, es decir que no existe un acto de voluntad ni crea 

una situación jurldica (acto jurldico), se afirma que la sentencia sólo tiene 

electos declarativos por que se limita a fijar el derecho, la objeción a estas 

manifestaciones se hacen en el sentido de que es falso que las 

determinaciones jurisdiccionales sean declarativas, por que si bien es cierto que 

basado en ta ley el órgano resuelve, no menos cierto es que existe un acto de 

voluntad que produce electos de derecho al concrelizar la garantla jurldica, 

reconoce que un acto viola la ley y toma una decisión para que éste deje de 

tener electos "de donde se desprende que si el acto viciado venia produciendo 

consecuencia jurldicas y deja de producirlas en virtud de una scnlencia, ésta es 

una modificación en el orden jurldico existente." 67 No sólo se reconoce un 

derecho (al particular) sino que lo hace electivo y sanciona (v. gr. el pago de 

dallos y perjuicios). 

La función jurisdiccional "sólo puede caracterizarse por su motivo y fin" 68 

tenemos un conflicto como presupuesto, una conlroversia entre partes, 

segundo, la declaración de esa pugna y el carácter ¡urld1co viene en el tercer 

elemento ·1a sentencia", aqul se presenta o/ acto ¡unsd1cc1onal, ya no sólo como 

simple declaración, sino ya como productora de un electo jurldico. Asimismo, 

cuando se han agotado los recursos que contra esta pudiesen proceder se 

establece la presunción de absoluta verdad (cosa juzgada) 

Finalmente la función administrativa, es el otro elemento a determinar 

para establecer sus caracterlsticas. configurando asi fa esfera de atribuciones 

en que desenvuelve la actividad del Estado, matenahzadas por medio de sus 

funciones: ejecutiva o administratrva. Judicial o legislativa 

•
1 FRAGA, Gabino, Derecho Adrnirnstratrvo, Op. crt. pag 48 

61 lbidem. pág 51. 
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Concluyendo con estas funciones y siguiendo igualmente al jurista 

Fraga, debemos sel'lalar que éste después de hacer una amplia exposición 

acerca do las principales teorlas que tratan de explicar la naturaleza intrlnseca 

de lo que constituye la función administrativa, es decir, aquellas que tratan de 

explicar ésta tomando en cuenta una serie de elementos. encontrarnos 

fundamentalmente y a manera de síntesis las siguientes: 

a) Aquellas que refieren que la función administrativa es la que se realiza 

mediante la ejecución de las leyes siempre partiendo de una nonma legislativa o 

que aquella función es la que se realiza bajo un orden jurídico, es decir, los 

actos administrativos suponen para la producción de sus efectos el realizarlos 

o efectuarlos dentro de una norma de derecho objetivo, pero el jurista en cita 

senala que este elemento no es suficiente para determinar la esencia o la 

diferencia especifica de la función administrativa en relación con las otras 

funciones del Estado, es asl que tanto la función legislativa como la judicial para 

el ejercicio o realización de sus actos forzosamente deben partir de un orden 

jurídico preestablecido, el legislativo necesariamente debe emitir las leyes con 

base en una disposición que le es fundamento (la Constitución). el judicial 

también necesita del supuesto 1urldico contenido en las normas para que con 

base en éste pueda actuar y resolver, asl el hecho de que a la función 

administrativa se le quiera caracterizar o definir en relación a que su actuación 

sea conforme a un orden jurídico es insuficiente aunque si forma parte de lo 

que constituirla su definición. 

b) Tenemos también, aquellas que tratan de explicar la diferencia 

especifica de la función administrativa en otro elemento que le es constante y 

se refiere a la limitación de los efectos que producen los actos administrativos, 

senatando sus partidarios que mientras los actos del poder legislativos siempre 

van a crear normas generales, abstractas e imperwnales, los actos 

administrativos a diferencia de estos crean situaciones concretas e 

individualizadas, esto sin aludir a la función jurisdiccional e invocan la existencia 
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de actos que no son esencialmente jurídicos, señalan que al lado de los actos 

jurldicos también existen otros actos necesarios para et desenvolvimiento de la 

función administrativa llamados actos materiales (que son aquellos que no 

producen consecuencias de derecho sino de hecho, v. gr. cuando el Estado 

construye carreteras u obras en general, planifica, transporta mercanclas, 

ejecuta actos enseñanza o de asistencia etc., esta realizando actos materiales) 

que llegan a considerarse actos administrativos, y sostienen que 'la función 

administrativa aunque siendo a la vez jurldica y práctica es aún más practica 

que jurldica, por que supone la satisfacción de una necesidad practica ,;;g Con 

base a estos elementos el Maestro Fraga nos define a la función administrativa. 

La función administrativa desde el punto de vista de su naturaleza 

intrlnseca ·os la que o/ Estado realiza bajo un orden jurldico, y que consisto en 

la ejecución do actos malaria/os o do actos que dolorminan siluacionos jurldicas 

para casos individua/os' y luego distingue tornando esta definición de las otras 

funciones del Estado sosteniendo que ·con la legislación se realiza la diferencia, 

ya que por virtud de esta no se realizan nunca actos materiales, ni se 

determinan situaciones jurldicas para casos 1nd1v1dualcs. La esencia del acto 

legislativo es, como se recordará, la creación de situaciones jurldteas generales, 

abstractas e impersonales, -Oc ta función 1urisd1cc1onal se distingue porque- la 

función administrativa no supone una situación preexistente de conflicto, ni 

interviene con el fin de resolver una controversia para dar estabilidad al orden 

jurldico. La función administrativa es una actividad ininterrumpida que puede 

prevenir conftictos por medidas de policla; pero e;uando et conflicto ha surgido, 

se entra al dominio de la función jurisdiccional Si la funcl6n administrativa llega 

en algún caso a definir una s1tuae1ón de derecho, lo hace, no como finnlidad, 

sino como medio para poder realizar otros actos administrativos ' 70 

et FRAGA, Gabino, Op. cit. p3g. 62 
7%1dem, pág. 63 
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Es importante sel'lalar que según venimos desglosando las funciones del 

Estado atendiendo a su aspecto formal y material, es de hacer notar, y por 

definición, que la función administrativa desde el punto de vista formal es 

aquella que se lleva a cabo por la Administración Pública, esto es, por el 

Ejecutivo Federal, lo anterior se manifiesta a efecto de no dejar inconclusa la 

manera en que se venlan exponiendo aquellas. 

Una vez aclaradas las funciones del Estado y tomando en cuenta sobre 

todo la naturaleza de las mismas, podemos arribar, ahora si, al tema de los 

órganos que se encargan de realizar propiamente dichas funciones, es decir, a 

los órganos administrativos y los jurisdiccionales, dejamos de lado al legislativo 

por que no es objeto del presente trabajo. 

Tenemos asl que la palabra órgano tiene una "connotación biológica, que 

fue concebida para explicar el funcionamiento de diveraos elementos que fonma 

parte de un todo: de esta forma se explica como el hombre, para poder 

funcionar debidamente, requiere del funcionamiento de todas sus partes vitales. 

En el campo jurldico ha sido necesario explicar y fundamentar de qué 

forma los entes, a quienes el derecho les reconoce personalidad, pueden 

actuar, obligarse y ejercer sus facultades, asl, el Código Civil en su articulo 27 

establece que 'Las personas morales obran y se obligan por medio de los 

órganos que las representan, sea por disposición de la ley o conforme a las 

disposiciones relativas de sus escnturas constitutivas y de sus estatutos', por lo 

que el Eslado como persona moral Ourldica colediva), actúa a través de los 

órganos que la Constitución y las leyes que de ella emanan, establecen.· 71 

Se menciona que tanto la administración Pública como el Poder Ejecutivo 

no tienen peraonalidad sino son un conduelo para manifestar la personalidad 

11 DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto y Manuel LllCelo Es¡>1nosa, ~ 
de Derecllo Administrativo, Primer Curso, Pomia, México, 1999, pág 77 
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del Estado, tomando en cuenta además del articulo antes citado, que el articulo 

25 del Código Civil senala quienes son personas morales, entre ellas se alude 

al Estado y el articulo 26 que "las personas morales pueden ejercitar todos los 

derechos que sean necesarios para reallzar el objeto de sus institución", se coligue 

que el Estado al poder ejercitar derechos tiene capacidad y se le reconoce asl 

la personalidad. 

Para responder acerca de que si los derechos y obligaciones del Estado 

corresponden al campo del derecho privado o del derecho público, surgen asl 

las leerlas sobre la personalidad del Eslado que se resumen en dos: La de la 

doble personalidad del Estado o la de la Personalidad única, la primera sostiene 

que cuando el Estado actúa como ente soberano lo hace en el campo del 

derecho público y cuando establece relación al mismo nivel que los particulares 

enlonces actúa bajo normas de derecho privado (que es la admitida por la 

legislación y jurisprudencia) es decir, su cualidad para ser hlular de derechos y 

obligaciones se desarrolla en dos campos el público y el privado, y la segunda 

que sosliene que el Estado desarrolla una sola achv1dad imponiendo sus 

delerminaciones y asl alguna vez lo hará en un plano de superiondad y en otras 

en una relación de coordinación. Entre el Eslado y sus órganos no existe una 

relación jurldica toda vez que si existiera tal, tanto uno como otro gozarlan de 

personalidad jurldica lo que no ocurre. pues los órganos no consMuyen sino 

una parte de la personalidad jurld1ca del Estado y que son esferas de 

competencia, cuyo conjunto forma la competencia del Estado. 

Los órganos son parte de una unidad en que la personalidad es del 

Estado, sin embrago si tienen una competencia en matena administrativa (que 

constituye el cúmulo de atribuciones y facultades), que dicho sea de paso le es 

atribuida por la propia ley aún en los casos de delegación de facultades. 
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Los órganos administrativos pueden clasificarse siguiendo a Luis H. 

Delgadillo Gutiérrez72 en: 

1) Aquellos que se encuentran integrados por un sujeto, titular, llamados 

unipersonales, y aquellos en que se forma con la concurrencia de sus 

integrantes que se encuentran en un mismo nivel llamados pluripersonales, 

realizan la misma función y deciden por deliberación, en ocasiones por votación 

2) Aquellos que se analizan desde el punto do vista de su función, 

tenemos asl a los órganos activos: que son los que emiten la voluntad de la 

administración, creando situaciones jurídicas concretas e individualizadas, 

órganos consultivos, que son los que emiten declaraciones de juicio, de 

asesoría y de opinión, pero no deciden ni ejecutan, ya que su dictamen sólo 

sirve para reforzar u orientar el criterio de los órganos activos y por último, /os 

órganos do control que son los que tienen como finalidad comprobar la debida 

actuación de los demlls órganos administrativos y la de sus servidores públicos. 

La competencia de los órganos administrativos se divide en tres tipos, a 

saber: 

a) La competencia en razón de territorio, este tipo de competencia se 

refiere a la circunscripción territorial donde el órganos puede actuar, o el 

espacio dentro del cual pueden ejercer sus facultades, es decir, hay órganos 

federales y órganos locales, por ejemplo el Ejecutivo Federal que tiene 

competencia en toda la república o el Jefe de Gobierno del Distrito Federal y 

los Gobernadores en sus respectivas entidades 

b) t.a competencia en razón de la materia, surge a ralz de la división del 

trabajo y especialización do la función administrativa para determinados 

r: Cfr. DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto, Op. Cit. pag 79. 
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corno ejemplos, los fiscales, de educación, comercio, 

transporte etc. y: 

c) La competencia en razón de grado, que tiene relación con la jerarqula 

que Implica la subordinación y dependencia de unos órganos con otros, ya que 

los asuntos adrninislralivos son resuellos de manera escalonada, siendo asl 

que lo órganos menores serán quienes decidirán primero del asunto de que se 

trate, no obslanle, se sigue una secuencia de fases hasta llegar al órgano 

superior que decidirá en definitiva. 

Esa relación jerárquica se da siempre y cuando exista la misma 

cornpelencia de los órganos que se encuenlren subordinados en razón de 

grado y no asl por materia, por ejemplo no existe jerarqula entre las Secretarlas 

de Estado, aunado a lo anlerior se requiere que la voluntad del superior 

prevalezca sobre la del Inferior, por configurarse en definitiva esa relación de 

mando y obediencia. 

En maleria federal, la administración pública se encuentra soportada en 

la propia Constilución General de la República, pues su articulo 90 indica que 

"La administración pública federal será centralizada y paraestatal conforme a la Ley 

orgánica que expida el Congreso qua determinara los ncgOCtOs del orden 

administrativo de la Federación que estarán a cargo de las Secretarlas de Estado y 

Departamentos Adm1n1strat1vos y definirá las bases generales de etcaoón de las 

entidades paraestatales y la intervención del Ejecutivo Federal en su operaoón'. 

Asl tenemos que la materia administrativa federal será centralizada y 

paraestalal, estando senaladas sus facultades, alnbuciones y funoonamiento 

de cada uno de los órganos que la integran en la Ley Orgámca de la 

Administración Pública Federal y la Ley Federal de Entidades Paraestatales, y 

en tratándose de las materias locales es su Constitución local en el caso de la 
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entidades federativas y en los Estatutos del Distrito Federal, donde se 

fundamenta aquella división de la administración pero en su materia. 

1.11.2. Órganos Jurlsdlcclonalos. 

Respecto a los órganos jurisdiccionales, el Maestro José Becerra 

Bautista sostiene que "el poder judicial está jerarquizado, es decir, constituido 

en forma tal que sus miembros dependan de un órgano superior, 

estableciéndose una relación jurldica que ligue a todos, incluyendo a los de 

lnfima categorla. A las autoridades superiores está reservada, desde el punto 

de vista administrativo, la facultad de nombrar a los inferiores, de vigilarlos, de 

sancionarlos y desde el punto de vista jurisdiccional, de conocer de recursos 

que tienden a modificar o revocar sus determinaciones· 73 

Por nuestra parte creemos que se diferencian los órganos 

jurisdiccionales de tos organismos administrativos en que en estos no existe 

una relación de subordinación propiamente dicha, pues cada ente, emite sus 

resoluciones con absoluta independencia, sólo existe si, ta revisión de las 

resoluciones, pero que no implican en modo alguno estado de subordinación, 

aunque desde el punto de vista admtnistrat1vo, efectivamente se encuentran los 

órganos jurisdiccionales. mspcccionados y vigilados por un ente que forma 

parte del mismo poder judicial, léase Conse10 de la Judicatura federal o los 

locales y del Distrito Federal respectivamente, y en materia k1boral las Juntas 

de Conciliación y Arbitraje por medio de su contralorla interna, pero únicamente 

por la vla administrativa y no jurisdiccional. 

11 BECERRA BAUTISTA, José, El Proceso Civil en México. décimo quinta edlCióo. 
Porrúa, México, 1996, pág. 9. 



Apoyándonos en Luis Mattirolo,7~ veamos algunas caracterlsticas de los 

órganos jurisdiccionales: 

Necesariamente tienen actividad siempre y cuando el particular provoque 

la instancia, es decir, éstos órganos carecen de iniciativa propia y tienen como 

principal oficio el de proveer a la declaración y restauración de los derechos 

desconocidos o violados; 

Conocen de cuestiones particulares y los efectos son de la misma 

naturaleza (salvo, cuando la Suprema Corte conoce de medios de control 

constitucional) esto es, los efectos surten solo con relación a las personas que 

intervienen en el asunto a resolver; 

Sus resoluciones cuando son firmes adquieren el carácter y fuerza de 

absolutas, son irrevocables y tienen imperio para hacer cumplir sus 

determinaciones. 

En suma, los órganos jurisdiccionales, son los entes del Estado que, 

actuando a instancia de los particulares, ejercen la función jurisdiccional, es 

decir, van a resolver una controversia aplicando la norma objetiva al caso 

concreto, pudiendo emp/oar ta ejecución forzosa para el caso de 

incumplimiento. 

Se diferencian los órganos administrativos de los jurisdiccionales por 

que: los primeros tienen iniciativa propia, o sea su actuar es incesante siempre 

y cuando lo exijan las necesidades e intereses sociales a los cuales debe 

proveer, dan ordinariamente disposiciones generales que extienden su eficacia 

todas las personas y cosas a que atiende su disposición, sus resoluciones son 

modificables cuando lo exigen las necesidades, e1ercicndo en suma, la función 

administrativa. 

14 Cfr. MATIIROLO, Luis, Tratado de Derecho Judicial C1v1I, Tomo 1, Trad Eduardo 
Ovejero y Maury, Rcus, Espaf\a, 1930, Págs. 2 y 3 
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Nuestro sistema jurldico contempla una gran variedad de órganos 

jurisdiccionales, cuyo senatamlento comienza desde el propio texto 

constitucional, asl por ejemplo podemos mencionar en el orden federal, a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunales Colegiados de Circuito, los 

Tribunales Unitarios de Circuito y los Juzgados de Distrito, (fuera del poder 

judicial federal, la Junta Federal y Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, el 

Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, Tribunal Superior Agrario. 

En el orden local entre otros, tenemos, a los jueces de paz, a los del 

orden común (en sus diversas malerias), las Salas Civiles, Penales y 

Familiares, el Tribunal de lo Contencioso y Administrativo, las Juntas Locales de 

Conciliación y Arbitraje. 

También tienen los órganos jurisdiccionales una división de 

competencias, sobre el particular nos remttimos a lo senalado en el tema de 

competencia en el presente capitulo. 

Es momento de pasar al aparatado de los antecedentes de la 

Procuradurla de la Defensa del Trabajo, por lo que es necesario en primer 

lérmino estudiar la figura de la procura y del procurador a través de diversas 

etapas de la historia principalmente en Roma. la Edad Media y en nuestro pals, 

para luego conocer como fue que surgió y se estructuró la citada Procuradurla y 

posteriormente como se encuentra integrada y organizada en la actualidad, eslo 

último en el capitulo subsecuente. 
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CAPITULO 11. ANTECEDENTES DE LA PROCURADURIA DE LA 

DEFENSA DEL TRABAJO. 

2.1. Roma. 

En la antigua Grecia se ignoró el instiluto de la procura, no se admitla la 

representación toda vez que lodos los aclt>s jurldicos eran realizados de 

manera personallsima, por consiguiente tenemos que buscar sus orlgenes en 

Roma, asl tenemos que en un primer momento los actos representativos 

corrieron a cargo del Cognitor, para posteriormente recaer en la figura del 

Procura/ar, siendo ambas instituciones producto del cambio en las relaciones y 

necesidades sociales de los ciudadanos romanos. veamos el desenvolvimiento 

de ambas figuras cuyo origen es indiscutiblemente representativo. 

La aparición del Cognitor fue dificultosa pues tanto entre los romanos 

corno en Grecia al principio no se admitla la representación de las personas 

puesto que cualquiera que quisiese hacer valer un derecho debla hacerlo de 

manera personal y refiriéndonos tanto en et campo procesal como en el 

sustantivo, desde luego la realidad social apremiaba, las ciudades y colonias 

romanas creclan. los negocios, el comercio se expandlan y surgla la necesidad 

de que por ciertas circunstancias y considerando a cierto tipo de personas 

hubiera alguna manera de que fueran representadas en el terreno jurldico. 

Fue en las inslilutas de Justiniano donde se senalaron algunos casos en 

los que se permitla la representación sobre todo por razones de carácter 

práctico. 

"En primer lugar, nos encontrarnos con las acciones pro populo, es decir 

cuando el perjudicado no era un particular sino el pueblo en general. Debido a 

la Imposibilidad de acudir todos en masa al proceso. lógicamente era una sola 

la persona que actuaba representando a todos ejercitando la acción quo en 
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cada caso correspondiera . 

. El segundo supuesto, eran las acciones pro libertato. Debido a la 

prohibición que pesaba sobre los esclavos, respecto del ejercicio de acciones 

que les impedla iniciar por si mismos cualquier tipo de proceso, para reivindicar 

su libertad necesitaban valerse de una especie de represenlante, y éste era el 

llamado odsortor libortolis. 

En tercer lugar, se encontraban las acciones pro tutela. En esle caso, 

tampoco los pupilos sometidos a la tutela pcxllan acudir a juicio y era su tutor el 

que ejercitaba las acciones en su nombre. 

El cuarto y último supuesto fueron las acciones ox lago Hostilio. Los 

casos que amparaban este supuesto de representación fueron también 

especificados por Justiniano en las Instituciones. As/. actuaban representantes 

en lugar del que se encontraba ausente, debido a que habla sido enviado a una 

misión oficial de la civitos y además habla sido objeto de un furtum, y también 

en nombre del cautivo, que se hallaba en poder de enemigos, cuando también 

vela disminuido su patrimonio a causa de robo.' 7~ 

Con el tiempo se ampliaron los supuestos, pero es aqul en donde se le 

va a dar cabida en el mundo procesal al Cognilor. 

Diez Riaza define al Cognitor como "el primitivo representante procesal 

de las partes, en el Derecho Romano, que actuaba en el litigio, bien como 

demandante, bien como demandado, nombrado solemnemente (cerlis vorbis), 

en presencia del adversario (cornm odvorsano). obligado a prestar caución de 

ratificación, cuando actuaba como demandado, para garantizar el cumplimiento 

de lo dictado en el juicio a travt'!s de la sentencia 

75. DIEZ RIAZA, Sara. la Prrxuradyrla, Universidad Pontificia Comillas, Espa"ª· 1998, 
Págs 10 y 11. 
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El procurator en cambio, tuvo origen en el i~stitut~ ;de la ~usencÍa, es 

decir se encargaba de la administración de patrimonios ajenos (Procurotor 

omnium bonorum)." 76 

Bonfante senala 'El Procuralor era un agente jurldico y estable, un 

encargado de negocios de un modo permanente. En su origen el verdadero 

Procurator era solamente el Procumtor omnium bonorum, ad res 

adminislmndas dalus, o sea el administrador de un patrimonio, de ordinario en 

ausencia del dominus.'77 

La Maestra Diez. a su vez sostiene "No se trata de una figura 

especllicamente procesal en su origen, pero como entre las facultades que se 

le concedlan por el hecho de admmistrar palnmonios ajenos. estaba la del 

ejercicio de acciones, entra asl en el ámbito de la representación procesal)78 y 

abunda "los textos latinos no regulan la figura del Procurator desde el inicio, ya 

que al principio estas srtuaciones no se encontraban en gran número. Los 

lextos prejustinianeos se refieren al Cognilory al Procuralorsimultáneamente, a 

diferencia del Corpus iLuis civilis que sólo recoge la figura del Procura/ar aunque 

diferenciando distintas clases."79 

Surge asl, además del Procurnloromnium bononim: 

"El Procurator unius roí, que era un representante o persona a quien se le 

encomienda un determinado asunto fruto de una relación de mandato existente 

entre ambos, y que se extingula cuando ese negocio para el cual habla sido 

contratado era cumplido" y; 

'El Procurador ad litem (figura que encarna de una manera especifica la 

70 Ibídem, pág 16 
11 BONFANTE, Pedro, Instituciones de Dc!ocho Romano, Trad Luis Bucci, quinta 
edición, instrtución Reus, Espana 1979, pag 502. 
71 DIEZ RIAZA, Sara, Op. crt. Pág. 13. 
71 lbidem. pág 14 
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representación procesal) que es la persona nombrada por el dominus o 

representado para que acuda al proceso en su nombre ejercitando las acciones 

que corresponda, y ocupando si no plenamente, si en ciertos aspectos el lugar 

de ta persona que le ha conferido el encargo." 80 

A diferencia del Cognitor, el Procumtor no tenla una designación 

solemne ni corom adversario, y pira diferencia la constttuye que en el primero la 

representación era directa (los efectos del acto recaen en la persona del 

representado), con el Procumlor la representación era indirecta pues los efectos 

de su actuación no se daban en contra o a favor de él. 

La definición de Procurator la proporciona Cicerón como 'aquel que era 

nombrado legltimamenle para todas las cosas de aquel, que por causa de la 

República, no se encontraba en Roma . ..a1 

2.2. Edad Modla. 

Durante la Edad Media siguió predominando el derecho romano aunado 

al derecho canónico, algunas veces aliados y otras veces en abierta 

contraposición como lo fue la prohibición de la ense~anza del derecho romano 

en la Universidad Episcopal de Paris en el Mo de 1219, el derecho romano 

tenla en ciertas ocasiones que imponerse al tradicionalismo de las relaciones 

feudales. Tal influencia romanisla la encontramos por ejemplo en España. con 

las Siete Partidas de Alfonso X 'el Sabio', pues los 1unslas de la época hubieron 

de inspirarse en el Coipus iuris civilis juslineaneo y de los analisis hechos por la 

escuela de los glosadores y de los posglosadores, para desarrollar sus obras 

legislativas 82 

1
• DIEZ RIAZA, Sara, Op. cit. Pég 14. 
" lbidem, pllg. 16. 
11 Cfr. MARGADANT S. Guillemlo, Introducción a la H1$1ona del Derecho Mexicano. 
décimo cuarta edición, Esfinge, México, 1997, pllg 42 y s. 
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Bien pronto las relaciones feudales hablan de transformarse por un 

poderlo cada vez mayor del Monarca, pues los sellores feudales se convertirlan 

en funcionarios asalariados, la burguesla siempre alerta también ganarla 

terreno, sus conquistas de clase se producian a pasos agigantados, pero por 

supuesto no serla en la Edad Media donde habrlan de dar el gran paso en 

todos los ámbitos de la vida, en tanto, el poder de mando era de los monarcas y 

a estos correspondió la expedición de los monumentos jurldicos como las 

citadas Siete Partidas, posteriormente se dictarlan otras como el Ordenamiento 

de Alcalá de Henares (1346) que contenla un intento de jerarquización de tas 

disposiciones medievales "primero debla aplicarse este ordenamiento mismo - y 

el derecho de las cortes-, luego los fueros real y locales (considerándose 

probablemente el Fuero Juzgo como supletorio de los locales) y, finalmente las 

Siete Partidas, en silencio de las demás fuentes . ..al Mas adelante se aplicarlan 

otras disposiciones como las Leyes de Toro de 1505, de las cuales su ley 

primera prohibla la aplicación del derecho romano. 

"Este caótico derecho espanol llegó a tener vigencia en las posesiones 

de ultramar de la corona espanota, como el derecho supletorio de las normas 

especiales -las dictadas para las indias-... y en conveniencia con otras normas 

expedidas para ciertas regiones de dichas posesiones (por ejemplo la Nueva 

Espana) por las autoridades establecidas· 

'El estudio universitario del derecho espanol en todo el imperio espat\ol­

también por lo tanto en la Nueva Espana- se limitaba a los dos derechos, o sea 

et romano y el canónico, el derecho espanot o et indiano ya se aprenderlan en 

la práctica . ..iM 

Es importante destacar que si bien el gobernante medieval llegó a 

designar al que fuese el 'procurador' en asuntos de éste, no quiere decir que 

ll lbidem, ¡mg. 43. 
" MARGADANT S. Guillermo, Op, cit. Pág. 45. 
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sólo existió el instituto para esos fines, pues en el ámbito de las relaciones de 

los individuos comunes (particulares) subsistió como figura de representación 

procesal, aunque se le llegó a cambiar la denominación, asl en el Fuero Real en 

su Libro 1 Titulo X se regulaba la figura del Personero, 'se recogió en él la 

posibilidad de designar a otras personas, denominadas personeros, como 

representantes en el proecso para ocupar el lugar do aquél que era el dueño de 

la acción, bien por que era su voluntad no acudir al pleito bien porque existiera 

causa que se lo impidiera. 

Se admitió la personerla tanto para el que demandaba como para el que 

querla demandar, pero esto se demostrará bien a través de testigos o de 

escrito valedero. El nombramiento do Personero no era irrevocable, pues podla 

ser cambiado por el duer'lo de la voz, ya porque quisiere o por su culpa la 

pidiere . ..a5 

En la Ley 1 (Siete Partidas) se hace referencia al personero y lo define 

como "aquel que recabda o faze algunos pleytos o cosas agenas por mandado 

del duel'lo dellas. E ha nome Personero, porque que paresce, o este en juicio, o 

fuera del, en lugar de la persona de otrri" (L.I. t't V, pág 3) es decir, se refiere a 

los Personeros como representantes de las personas que no podlan o no 

querlan acudir por si mismas a juicio, el poder otorgado al personero se harla a 

través de la llamada carta do porsonorta que debla sor ralificada por el duel\o 

del pleito pues de lo contrario serla el representante quien responderla con sus 

propios bienes. 

El nombre de procurador habrla do volver (y desdo entonces quedar 

establecido este nombre hasta nuestros dlas) a partir del ordenamiento de 

Alcalá que en su tllulo VII hace mención expresa del Procurador. De aqul en 

delante en los demAs ordenamientos jurldicos espanoles (Leyes de Toro, 

Nueva y Novlsima Recopilación etc .. ) se contemplarla la figura del procurador y 

as DIEZ RIAZA, Sara, Op. cit. Pag 40 
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con las caracteristicas ya establecidas en las siete partidas o el fuero real, y 

agregándose algunas otras caracterlsticas como la retribución que deberla 

dársele al Procurador según dispuso la Novlsima Recopilación, pero con el 

común denominador en esas legislaciones y que determinó su función; la de ser 

un representante procesal. 

2.3. Móxico Prehispánico y Colonial. 

Las culturas prehispánicas lenian cada una su particular régimen jurldico, 

exisllan funcionarios encargados de impartir justicia, todos los aspectos de su 

vida estaban sustentados en sus propias costumbres, algunos de estos pueblos 

fueron muy avanzados en el conocimiento de las ciencias como la astrologia, 

astronomla, agricultura ele .. entre las cuales destacaron la cultura maya, 

mexica. tolteca entre otras. Sin embargo, volviendo al terreno jurídico y como 

señala Margadant. desgraciadamente, en general ni los historiadores indlgenas, 

ni los frailes esparloles eran juristas. y a menudo sus descnpciones del derecho 

indlgena se fijan demasiado en aspectos pintorescos 

Del México prehispánico, el jesuita Francisco Javier Clavijero nos hace 

referencia de la forma en que se administraba ¡usticia en aquella época, asl 

senala que "tenlan los mexicanos varios tribunales y jueces. En la corte y en 

otros lugares grandes del reino habla un supremo magistrado nombrado por el 

Rey al cual llamaban ci/Juacoatl .. a el tocaba nombrar los jueces subalternos y 

tenla intendencia sobre las rentas reales de su jurisdicción. Inferior a éste era el 

tribunal Uacatocatl que era una especie de audiencia compuesta de tres jueces. 

del Uacatocatl. que era el presidente y de quien tomaba el nombre el tribunal y 

otros dos que llamaban quauhlenochtli y tlailotlac',86 no hace mención expresa 

a la figura de la procuradurla 

116 CLAVIJERO, Francisco Javier, t11$loria Antigua de Mexi@, Tomo 11 Pomia, México. 
1945, pág 233 y s 
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Por el contrario Fray Bernardino de Sahagún señala, en el ámbito de los 

Tribunales menores urbanos, la existencia de los que él llama trampistas: 

procuradores y solicttadores, a quienes coloca entre brujos, hechiceros, 

astrólogos y nigrománticos, 'El procurador favorece a la banda de los 

pleiteantes, por quien es su negocio, vuelve mucho y apela, teniendo poder y 

llevando salario por ello ... El solicitador nunca para, anda siempre solicito y 

listo ... muchas veces deja de comer y de dormir, y anda de casa en casa 

solicitando los negocios, los cuales trata de buena tinta, y con temor o recelo, 

de que por su descuido no tengan mal suceso los ncgocios':a7 

En un principio estuvo prohibido en la Nueva España el establecimiento 

de abogados y procuradores, expidiendo los Reyes Católicos algunas Cédulas 

prohibiendo el oficio, pues los conquistadores aduclan que la existencia de 

abogados y procuradores en las nuevas tierras servia únicamente para 

'fomentar pleitos y quitar sosiego y hacienda a los vecinos y moradores de 

ella . ..aa 

La consagración de la opinión del conquistador la harla Solórzano y 

Pereyra89 que señala ·se tuvo por conveniente, que ni se dexasen pasar 

Abogados ni procuradores a ellas ... que pudiesen ocasionar plcytos, y los 

gastos y molestias que de ellos se siguen .. : por lo que en las colonias se tuvo 

que pasar por una etapa en que la justicia no se realizaba con base en el 

procedimiento romano-canónico que dominaba al derecho en Espal'm sino que 

se administraba breve y sumariamente, el sentir de los conquistadores y de la 

población en general era de rechazo pues "los antiguos privilegios que el 

derecho romano y las Siete Par1idas hablan concedido a los Maestros de las 

11 SAHAGÚN. Frny Bemmd1no de, t-11s1ona General de las Cosas <!e N~.11 Espana T 
111, segunda cd106n. Bibltolcca Pornia. Móxico, 1969, p3g 118 
"DEL ARENAL, FENOCHIO, Jaime, De los Abogados y Leyes de los Reinos de Indias 
hasta la Recopilación de 1680. Recopilación de las Leyes de los Reinos de Indias, 
Estudios Histórico- Jurldicos, Miguel Ál.gcl Pomia Editor, MCXJCO, 1987, pag 184. 
" SOLÓRZANO Y PEREYRA, Juan, Polilica lndJana Libro V. Cap 111 No 1 
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leyes y que durante la baja Edad Media se hablan ido asignando también a los 

abogados como conocedores y estudiosos de tas leyes, de los fueros y de tas 

costumbres, equiparándolos incluso a los condes, no se tomaban ya en cuenta 

ni se justificaban en et sentir de los habitantes de ta Metrópoli" y por ende en ta 

Nueva Espal\a,00 sin embargo las circunstancias de la vida de las poblaciones y 

de la defensa do intereses de las personas exigió la presencia letrada 

(abogados y procuradores), además de que durante los siglos XVI, XVII, y XVIII 

se expedirla una detallada reglamentación para controlar el ejercicio de la 

profesión de abogado y levantar su prestigio. 

Ahora bien, es importante hacer et siguiente distingo, "en la Nueva 

Espal\a el derecho espanol era el común y el dictado para las indias o la Nueva 

Espana, el especial. El primero tenla carácter supletorio y para este fin se 

seg u la la prelación contenida en las Leyes del Toro de 1505 que ratificaron el 

ordenamiento de Alcalá de 1348 -cuya forma de aplicación ya vimos en párrafos 

anteriores- alrededor de 1567 se aplicó La Nueva Recopilación y entre 1805 y 

1821 la Novisima Recop1lac1ón, las Leyes de Indias no eran generales, sino 

para cada virreinato, no obstante lo anterior, excepoonalmente se expidieron 

algunas disposiciones para todas las colonias. tal es el caso de la Recopilación 

de 1680"9', asi uno de los ordenamientos mas importantes que habrlan de 

aplicarse y regir la vida jurldica en la Nueva Espal'la lo fue la citada 

Recopilación de las Leyes do los Reinos de Indias de 1680 iniciada bajo el 

reinado de Felipe 11 y concluida con Carlos ti, y en cuyas disposiciones 

encontramos la figura del procurador. 

Es el titulo XXVIII del libro 2° el que ·se encarga de las disposiciones que 

regularon las relaciooos entre los abogados y los procuradores quienes no 

90 DEL ARENAL, FENOCHIO, Jaime, Op. cil. Pag. 196 
" ROJAS CABALLERO, Ariel Alberto, Visión Panoramica del Derecho Mexicano. 
Centro Universitario México, División de Estudios Supciiorcs. A C. México, 1996. pág. 
56. 



pudieron jurldicamente confundirse en la misma persona· 92 pues • Asl parece 

indicarlo la distinta y detallada reglamentación de cada actividad y su diferente 

ubicación tanto en las colecciones de leyes desde las Partidas, hasta la 

Novlsima Recopilación" y siguiendo a Del arenal, cabe acotar que en la época 

virreinal, abogados eran los que cumpllan con un titulo universitario y los 

Procuradores estuvieron facultados para intervenir en los pleitos y 

procedimientos judiciales, pero 'no requerlan conocer de leyes, ni derechos, 

cuyo oficio fue reglamentado por la Recopilación de 1680.' 

También el lltulo 11 del Libro IV refiere a disposiciones para los 

procuradores en las villas y poblaciones de las Indias. 

A pesar de las disposiciones emitidas para las indias y sin menoscabo de 

su valor jurldico tenlan como limitante su efectiva aplicación, ya que su eficacia 

era discutible. 

Lorenzo de Zavala a propósito de la legislación colonial afirmaba 

"aunque aparece como un baluarte de protección a favor de los indlgenas, no 

fue más que un sistema de esclavitud, un método de dominación opresora que 

otorgaba garantlas por gracia y no por justicia y que tomaba toda clase de 

precauciones para que los protegidos no entrasen jamás en el mundo racional, 

en la esfera moral en que viven los demás hombres. •9l 

Después del periodo colonial, nuestro pals habrla de pasar por una etapa 

de transición como también sucederla en Espana. pues los institutos coloniales 

no eran ya concordantes con la realidad e ideas imperantes de la época, se 

iniciaba pues, la sustitución del orden jurldico colonial 

11 DEL ARENAL FENOCHIO, Jaime, Op. cit. pág. 192. 
11 DE BUEN LOZANO, Néstor, Oeiecho del Trabal2. Op. cit. P;lg. 293. 
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2.4. Móxlco Independiente. 

La Espana del siglo XIX sufrió grandes transformaciones, los franceses 

habrlan de invadirla y se darla la abdicación de Fernando VII trayendo como 

consecuencia el arribo al trono de José Bonaparte, este hecho trajo como 

resultado la expedición de la Constitución Gaditana el 28 de marzo de 1812, 

misma que habrla de lener vigencia en La Nueva Espana inclusive 

posleriorrnente a la independencia. En México aprovechando la situación 

espanola y ya en plena lucha independentista lturbide lograrla adherir a los 

factores de poder de la época junto con Guerrero a través del plan de Iguala de 

24 de febrero de 1821, docurnenfo que, junto con los Tratados de Córdova de 

24 de Agosto de 1821 firmados entre el Jefe Polltico Superior Juan o·oonoju y 

Aguslln de lturblde, darlan paso a la entrada triunfante del ejército trigarante a 

la Ciudad de México con la consecuente consumación de la Independencia de 

México. 

Estos tratados encargaron a lturbide el gobierno provisional debiéndose 

preparar un Congreso Constituyente, el cual ya instalado lo nombrarla 

emperador. 

El segundo Congreso Constituyente ( 1823-1824) encabezado por Ramos 

Arizpe, dirimió la controversia entre federalismo y centralismo. decidiendo la 

Implantación del primer sistema y expidiendo la Constitución Federal de 1824. 

Las luchas pollticas no pararlan en el México del siglo XIX, lograda la 

Independencia, y en medio de hostilidades entre federalistas y centralislas y 

eslando Santa Anna a la cabeza, éste abroga la Carta Magna del 24 mediante 

la promulgación del Plan de Cuernavaca, instalándose asi un Congreso 

Constituyente en fonna arbitraria por parte de la VI Legislatura reunida en 1835 

y promulgando las Siete Leyes Conslitucionales el 30 de diciembre del ano 

siguiente, texto de carácter centralista y en el que destaca el establecimiento 
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del Supremo Poder Conservador.9< Este supremo Poder Conservador habrla 

de desaparecer y en general las leyes constitucionales, mediante la Instalación 

de una Junta Nacional Legislativa debido a necesidad de resolver la conflictiva 

etapa por la que atravesaba et pals, dicha Junta elaborarla un nuevo proyecto y 

promulgarla las llamadas Bases Orgánicas en el al\o de 1643, después do la 

desafortunada presencia de Maximiliano de Habsburgo y la llegada en definitiva 

de Juárez a la Presidencia de la República, se instala un nuevo Constiluyenle a 

partir de febrero de 1856 que darla origen a la Constitución Liberal de 1857 y a 

las adiciones a la misma con las Leyes de Reforma después de la muerte de 

Juárez en 1874, estableciendo de esta manera las bases, las instituciones y la 

forma de gobierno que habrla de regir a la nación mexicana ya completamente 

independiente.!11 

Es importante sel\alar que durante esta dificil etapa de la historia de 

México, no se desprenden ordenamientos diferentes a los coloniales que 

regulen todas las actividades de los individuos, las preocupaciones fueron la 

estabilidad del pals y la consolidación de las instituciones, poco hubo acerca de 

las normas dirigidas a los particulares, por lal circunstancia no pudieron haber 

nuevos cuerpos legislativos que regulasen la figura del Procurador, pues ·en el 

articulado de constituciones y códigos hablan de estar presentes la división de 

poderes, la igualdad de lodos ante la ley, et respeto a la propiedad individual, ta 

seguridad do los individuos y las diversas libertades que podlan ejercerse: de 

prensa, de circulación, de comercio, de industria y de cutto·00 como 

preocupaciones para la conformación de nuestra nación. 

Según se observa en México la mayor parte del siglo XIX se ocupó de 

M Cfr. ROJAS CABALLERO, Ariet, Op. al. pags 236·242 
"' Para una detallada información sobre ~15 los tex1os constllucionales en el 51910 XIX, 
consular la obra de Felipo Tena Ramlrcz en sus Leyes Fundamentales de México 
1608· 1997, vigésima ediClón, Pooúa, México, 1997 
"6 GONZALEZ, Maria del Refúgio, Memoria del IV Collgreso ele H1stona del Derecl!o 
Mexicano, T. 1, segunda cdici6n, UNAM, México, 1966, pág. 437 
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establecer las bases constitucionales y la sustitución de los demás 

disposiciones jurldicas coloniales como sellala la maestra Maria del Refugio 

González ·se inicia inmediatamente después de la independencia, pero no era 

posible que tomara su perfil definitivo mientras no se definieran con claridad los 

marcos dentro de los que lenlan que operar. Esos marcos sólo quedaron claros 

después de la derrota de Maximiliano; asl pues, el proceso de sustitución lomó 

su perfil definitivo con la expedición del Código Civil para el Distrito Federal y 

Territorios Federales en 1871, y pudo considerarse concluido en la primera 

década del siglo XX, ya que es hasta 1909 cuando se expidieron los Códigos 

Federal de Procedimientos Civiles y Federal de Procedimientos Penales, con 

los cuales quedó completa la suslitución del orden iurldico colonial. aunado a la 

Constitución de 1857 y sus adiciones con las Leyes de Reforma de 1873 ... •97 

Ahora bien los únicos textos nacionales que aluden a la institución de la 

Procuradurla son los Códigos Civiles de 1870 y 1873 en los que se equipara a 

la figura de la procuración con el mandato judicial, asl, entre otras 

disposiciones, el primero de los códigos referidos dispone. 

"Articulo 2474. El mandato o p¡ocuración es un acto por el cual una persona da a otra la 

facuHad de hacer en su nombte alguna cosa 

Articulo 2475 Este contrato no so pel1ecciona sino por la aceptación del mandatario. 

Articulo 24 77.·EI mandato puede ser esenio o verbal .. .' 

El Capitulo V se denomina "Del Mandato Judicial' y entre otras 

disposiciones sellala: 

'Articulo 2514 No pueden ser p1ocurad01os en j\licicr 

1' los menores· 

97 GONZALEZ, Maria del Refugio, Historia del Derecho Mexicano. lntroducc;lón al 
Derecho Mexicano, UNAM, México, 1981, pág. 58 y s 
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2° Las mujeres 11 no ser por su marido, ascendientes o descendientes, estando 
Impedidos 6 ausentes 

3° Los jueces en ejercicio dentro de los llmrtes de su jurisdicción: 

4° Los secretarios, los escnbanos y to domas empleados de justicia en sus respectivos 
juzgados: 

5° Los empicados de la hacienda publica, en cualquiera causa en que puedan intervenir 
de oficio, denlro de los limites de sus respectivos distritos· 

6° Los hiJOS, padres ó hermanos del juez' 

En dicho Código Civil se establecen en forma general las obligaciones y 

derechos de mandante y mandatario; el establecimiento del contrato mediante 

escritura pública o en escrito privado; si éste va a ser general o especial, es 

decir, los requisitos para su celebración; las causas de terminación del 

mandato; la responsabilidad en el pago de daños y perjuicios del procurador y 

el impedimento entre otras disposiciones. 

En el Código Civil para el Distrito Federal y Territorio de la Baja California 

de 1883 no es muy diferente el tratamiento. contempla disposiciones similares a 

las del anterior Código. Sólo hace un poco mas do hincapié en algunas 

obligaciones procesales del procurador. 

'Articulo 2388 El p¡ocurador aceptado el poder, está obligado 

L· A seguu el JUICIO en todas sus mstanc1as, mientras no haya cesado en su encargo por 
alguna de las causas expresadas en el articulo 2397 (causas de terminación del mandato 
reVOC<1Ci6n, renunc~1 del mandatario, por mUCfto de uno u otro. etc ) 

11 ·A pagar los gastos que causen a su instancia. salvo lo dispuesto por el articulo 2372 

111 · A procticar baJO ta responsabdld.'ld que este Código le impone al manda!Dno, cuanto 
sea necesario para la dclensa do su poderdante. nrrcg~~ndose. a lo que euian la naturaleza e 
lndotc del libgio • 

Mandato judicial y procuración son lo mismo en los 01denamientos civiles 

·del siglo antepasado, por lo que la reprc!>enlación procesal subsiste, ahora bajo 

el nacimiento de !XJdigos nacionales, inspirados en la legislación francesa, toda 
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vez que las disposiciones coloniales no habrlan más de aplicarse en nuestro 

territorio. 'El derecho Espal'lol estuvo vigente hasta la entrada en vigor de los 

Códigos nacionales."98 

2.5. La lnclplonto Loglslaclón del Trabajo. 

Ya en el siglo XX se habrla de expedir un nuevo Código Civil en el ano 

de 1926 en donde de igual forma, en el capitulo dedicado al Mandato, se 

establece la normalivldad del Procurador en el Mandato Judicial y asl es hasta 

nuestros dlas. 

Ciertamente es en dicho siglo en el cual habrla de surgir el derecho del 

trabajo, por lo que ahora podemos entrar a su estudio histórico y buscar el 

origen del lnslilulo de la Procuradurla, en tal virtud encontramos que son dos 

Leyes del Trabajo expedidas con anterioridad a la expedición de la Constitución 

de 1g17, las que por su trascendencia e innovación sobresalen en materia de 

trabajo, y nos referimos a las Leyes de Veracruz y de Yucatán. 

2.5.1. Loy do Voracruz. 

La Ley del Trabajo de Veracruz expedida el 19 de octubre de 1914 por el 

entonces gobernador Cándido Aguilar, fue de gran importancia en el mundo del 

Derecho Laboral, el Maestro De la Cueva ser'lala ·su resonancia fue muy 

grande en toda la república: jornada máxima de nueve horas, descanso 

semanal, salario mlnimo, !corla del nesgo profesional, escuelas primanas 

sostenidas por lo empresarios, inspección del trabajo, reorganización de la 

justicia obrera." llll 

De igual forma trató algunas cuestiones relatrvas a los dlas de fiesta 

te ROJAS CABALLERO, Ariel, Op. cit. Pég. 252 
911 DE LA CUEVA. Mario, Nuevo Derecho Mexicano del TralJ<!¡Q, Tomo 1, dócimo octava 
edición, Porrúa, México, 2001, pág.45 

11 



nacional en donde nadie deberla trabajar salvo algunas excepciones 'como 

sucesos o imprevistos que demanden la acción inmediata y apremiantes del 

hombre como la recolección de cosechas ante la amenaza de pérdida 

inevitable ... ·los casos fortuitos o de fuerza mayor etc.,' también tiene 

disposiciones muy importantes en torno a la asistencia médica y medicinas . 
para obreros enfermos, asi como proveer a la subsistencia y curación de los 

que hubiesen sufrido accidentes de trabajo, disfrutando los mismos del jornal, 

sueldo o salario que tuvieren asignado mientras durara el impedimento. 

Para los duenos de las negociaciones estableció la obligatoriedad de 

mantener hospitales y enfermerias para atender a sus trabajadores y de crear 

escuelas primarias laicas si no hubiere escuela publica de los obreros menor a 

dos kilómetros de residencia de los mismos y finalmente para dirimir las 

diferencias entre los obreros y los patrones estableció las Juntas de 

Administración Civil, oyendo a los representantes de los gremios y sociedades y 

en caso necesario al Inspector de Gobierno, además de la facultad de éstas de 

expedir bandos de pohcia y buen gobierno para lijar la apertura y cierre de 

expendios de bebidas alcohólicas, cales, restauranles, etc 

Pero no seria ésta la unica Ley veracruzana importante, el Gobernador 

Aguiiar expedirla una nueva legislación para el Estado el dla 14 de enero de 

1918, cuyo contenido normativo era más amplio, contiene disposiciones 

relativas al contrato de trabajo, do las obligaciones de los trabajadores y 

patrones, algunos trabajos en particular corno el agrlcola, del servicio 

doméstico, empleados, aprendices, de ninos y mujeres etc, sobresale el 

Capitulo Primero del Titulo Séptimo en donde se contemplan las Juntas de 

Conciliación y arbitraje ·para la solución de todos tos conflictos y diferencias que 

surjan entre los patrones y los trabajadores con motivo del contrato de trabajo y 

aplicación de esta Ley.' 

Tenemos en este ordenamiento las Juntas Municipales de Conciliación 
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•que no funcionarán permanentemente, sino que se integrarán y funcionarán 

cada vez que sea necesario y en la forma que fija esta Ley• y la Central de 

Conciliación y Arbitraje del Estado que será permanente y se integrará con 

representantes de patrones, trabajadores y del gobierno, ast como el 

procedimiento que ha de llevarse ante las mismas, y finalmente un apartado de 

Huelgas. 

Encontramos que existe mayor preocupación por normar las relaciones 

entre patrones y obreros, desde luego ya con el antecedente de los debates 

consliluyentes y la correspondiente expedición de la Constitución Federal del 

17. En esta etapa diflcilmente se pensarla en la creación de una institución 

administrativa para la defensa del interés obrero. 

2.5.2. Lay da Yucatán. 

La Ley del 11 de diciembre de 1916 del Estado de Yucatán promulgada 

por el General Salvador Alvarado serla una de las mas adelantadas ya en los 

albores de la Carta Magna aún no vigente, producto de la pugna revolucionaria, 

pues a decir de Néstor de Buen, "Yucatán fue cuna del socialismo mexicano - y 

es en éste- dónde se han manifestado con mayor lmpetu, las tesis 

progresistas.· 

Son dos leyes promulgadas por el General Alvarado para el Estado. La 

primera de 14 do Mayo de 1915, creó el Consejo de Conciliación y el Tribunal 

de Arbitraje. La segunda, de 11 de diciembre de mismo ano. es la Ley del 

Trabajo. Las leyes Agraria, de Hacienda, del Catastro. del Municipio Libre y del 

Trabajo han sido conocidas como las cinco hennanas por perseguir todas un 

mismo propósito: contribuir a la transformactón del régimen económico." 100 

Por su parte el ilustre Do la Cueva a propósito de esta ley menciona que 

100 DE BUEN LOZANO, Néstor, Op. Cit. pág. 332. 



"reconoció y declaró algunos de los principios básicos que más tarde lntegrarlan 

el Articulo 123 de la Constitución: el derecho del trabajo está destinado a dar 

salislacción a los derechos de una clase social; el lrabajo no puede ser 

considerado como una mercancla; las normas contenidas en la ley sirven para 

racilitar la acción de los trabajadores organizados en su lucha contra los 

empresarios; las normas legales contienen únicamenle los beneficios mlnimos 

de que deben dislrutar los trabajadores y se desarrollarán y completarán en los 

contratos colectivos y en los laudos del tribunal de arbitraje."1º1 

La exposición de motivos de esta ley prevé aspectos muy interesantes, 

destacaremos algunos, con motivo del triunfo revolucionario y tomando en 

cuenta las condiciones de vida de la época, dicha exposición menciona "Para 

este efecto, precisa establecer un régimen económico protector del obrero, que 

garantice el beneficio común, evitando el fenómeno que ha prevalecido desde la 

conquista hasta hoy, del enriquecimiento inmoderado de las clases altas con 

detrimento del bienestar a que tienen derecho tos demás y es necesaria la 

intervención del Estado para evitar el abuso de los acaudalados." 

Respecto a las autoridades laborales, refiere únicamente -dicha 

exposición de motivos- a los tribunales dol trabajo "para este efecto se expidió 

el decreto número 59 de catorce de mayo del ar'lo en curso, creando un 

Consejo de Conciliación y Tribunal de Arbitraje, que desde que se instituyó ha 

venido funcionando regularmente solucionando con prontitud y eficacia todos 

los confliclos surgidos. Por esta causa experimentada la bondad de esta 

instttución, se lleva a la Ley del Trabajo que ahora se expide. perfeccionando su 

funcionamiento. dándote atribuciones para resolver todos los conflictos obreros 

que se susatan, eslablec1endo un proccd1micn\o que se caracteriza por su 

brevedad y prontrtud, porque la naturaleza de las cuestiones que han de 

ventilarse y la vigencia que para el obrero tiene la solución de sus conflictos, asl 

101 DE LA CUEVA, Mario, Nuevo De!echo Mexicano del Traba10. Op at. pág. 46. 



lo reclaman', la ley en comenlo eslableció de esla manera un Tribunal de 

Arbilraje y las Junlas de Conciliación y dentro de ésta se establecieron 

Inspectores en los dislrilos inélustrialos "para informar a eslas Juntas, en of caso 

de cualquier disputa y normalmente produciran informes sobre la situación de la 

induslria y de los trabajadores en general' y habrán de 'ilustrar 

conslanlemente a los trabajadores respecto al esplritu de esla Ley, explicando 

el significada do los convenios y propaganda constanlemonfo la conveniencia 

do quo todas los trabajadores ostórr ligadas por convenio escrito con sus 

patronos", esta alude a los convenios, pero del contenido del loxto legal se 

desprendo la referencia a la materia colectiva ·convenios industriales', no 

obslanle no se aleja de la palabra contrato, pues en su articulo 63 por ejemplo, 

establece las hipótesis de torrninación del contralo. Se observa, pues, que 

tampoco en esta avanzada legislación existe mención o sef\alamiento alguno a 

la institución do la Procuradurla, sin embargo se va preparando el lerreno para 

su surgimiento; habrla que esperar algunos lustros. 

2,6, Loy Fodoral dol Trabajo do 1931. 

El surgimiento de la Ley Federal del Trabajo de 1931 tiene un alto 

conlenido histórico, son muchas las circunstancias y sucesos que propiciaron la 

federalización de legislación laboral, los anteriores ordenamientos fueron 

insuficienles y muy local1stas por razones obvias. pues tomaban en cuenta las 

circunslancias particulares do los trabajadores de sus Estados, y para hacer 

eficaz el derecho del trabajo era menester hacer federal la matona, no sin antes 

refonnar la nonna fundamental expedida algunos años atrás, veremos de 

manera general la historia del surgimiento de este importante ordenamiento del 

trabajo. 

En lugares de control polltico concreto, talos como el estado de Jalisco. o 

el de Veracruz, generales carrancistas legislan sobro malerias tan variadas 

como, el descanso dominical, jornada maxima do traba¡o, salano mlnimo. 
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vacaciones, servicios sociales, protección a la familia del trabajador, tribunales 

del trabajo, inspección del trabajo etc. 

Pese a lo avanzado de dichas legislaciones, se trata de esfuerzos 

locales, no coordinados nacionalmente, pero que de alguna manera toman en 

cuenta las caracterlsticas peculiares de los trabajadores en dichos estados. 

Desde entonces comienza el proceso de regionalización como respuesta a las 

demandas obreras; solución peculiar a las relaciones obrero patronales que 

persistiré hasta 1931. 

En el Congreso Constituyente de 1917 se busca trascender la mera 

perspectiva social de grupos o de clases. A los constituyentes se les plantean 

dos proyectos de nación, de un lado, el tradicional Estado Liberal, del otro un 

proyecto de Estado moderno y socialmente responsable. 

El electo del articulo 123 se hace sentir de inmediato. Se refuerza la 

tendencia al legislar regionalmente, en un proceso que hace crisis al momento 

de una demanda obrera que trasciende los marcos locales y se evidencia como 

algo nacional. 102 

Entre la expedición de la Carta Magna y ta Ley del Trabajo de 31, se 

expande de gran manera la unión y aglomeración de los trabajadores, el 

movimiento obrero crece de manera importante, sobre todo se va buscando 

pugnar por centrales de carácter nacional y no limitarse a la regionales, es asl 

que de la Casa del Obrero Mundial so pasaba a la confederación obrera 

Mexicana (CROM) encabezada por Luis N. Morones y a la Confederación 

General de Trabajadores (CGT) con Rafael Quintero. Heron Proa! y Luis Araiza 

al frente 

'
01 SUAREZ GAONA, Enrique, La Lev Federal del traba10 de 1931 contcxlo h1stónco, 

Revista Mexicana del Trabajo, T. IV Núm. 2, octava epoca, ABRIL·JUNIO, México, 
1981, págs 22·23. 



Pero en esta etapa también tendrla lugar a la organización de la clase 

patronal mexicana, pues, era menester para ellos defender y proteger sus 

intereses ante la emancipación del movimiento obrero, asl surgen la 

Confederación Nacional de Cámaras de Comercio (CONCANACO) y la Cámara 

Americana de Comercio, ambas en el allo de 1917. En 1918 se crea la 

Confederación de Cámaras Industriales (CONCAMIN) y para el año de 1928 se 

crearla la Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX). 

Otro suceso trascendente anterior a la promulgación de la legislación de 

31 y para que se diese la federalización la materia laboral, lo constituyó el 

conflicto de los ferrocarrileros, con el que vino a hacer crisis la regionalización, 

"el conflicto se extendla, por regla general, a dos o más Estados y no era, por 

tanto, posible, que ninguna de las Juntas locales lo resolviera, a menos que 

todas intervinieran, con el peligro evidente de que se dictarán resoluciones 

contradictorias. 

Por tales razones, en 28 de abril de 1926 se giró una circular por la 

Secretarla de Industria, Comercio y Trabajo, previniendo a los Gobernadores 

de los Estados que cuando surgiera algún conflicto ferrocarrilero, debla 

remitirse el asunto al Departamento del Trabajo de la Secretarla - se 

extenderlan circulares también para conflictos de la industria minera, a la 

industria textil en 1927-. La situación creada con motivo de estas circulares 

determinó al Ejecutivo a expedir, en 1917 de septiembre de 1927, un decreto 

creando la Junta Federal de Conciliación y Arbttraje •103 

El Presidente Calles terminó su periodo el 31 de noviembre de 1928; al 

dla siguiente, por muerte del presidente electo, fue designado presidente 

interino el Lic. Emilio Portes Gil. Pero antes de esa fecha el gobierno tenla 

planeada la reforma de los articules 73 fracción X y 123 de la Constrtución. (el 

103 DE LA CUEVA, Mario, Pelecho Mexicano del Trabare, segunda edición, L1brcrla 
Porrúa y Hnos Cia. México, 1943, Págs 134·135. 
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primer intento de dar facultades para legislar en la materia al Congreso fue el 

que en su momento presentara el Primer Jefe en un . anteproyecto que 

finalmente fue rechazado). Denlro de ese propósito y aun antes de enviar la 

iniciativa de reforma constitucional, la Secretarla de Gobernación convocó a 

una Asamblea obrero-patronal que se reunió en la ciudad de México el 15 de 

noviembre de 1928 y le presentó para su estudio un proyecto de código federal 

del trabajo. '04 

El proyecto de Código Federal del Trabajo fue redactado por una 

comisión Integrada por Enrique Delhumeau, Práxedis Balboa y Alfredo lllarritu, 

por encargo de Portes Gil. 

Lo mas importante -señala De la Cueva- del proyecto de Portes Gil es 

que se consigno al arbitraje como obligatorio, en materia de huelga era 

obligatorio el arbitraje y la Junta podla conocer y decidir del fondo del asunto, 

salvo ta libertad a trabajadores y patrones de no someterse al arbitraje en 

conniclos individuales de trabajo, y en todo caso la Junta debla proceder 

confom1e a la fracción XXI del articulo 123, esto es, dar por terminados los 

contratos de trnbajo y si la negativa proccdla del patrono. a condenarle el pago 

de las respectivas indemnizaciones '~ Sin embargo dicho proyecto no 

prosperó, pues la oposición de las agrupaciones obreras, fundada no solo en 

los errores que presentaba el Proyecto en materia sindical y de huelga, sino 

también en la antipatla hacia Portes Gil, detennin6 que fuera rechazado. 

En el año de 1929 se hacia sentir la necesidad de uniformar la legislación 

del trabajo, las circunstancias eran apremiantes, ya que por una lado se 

encontraban disyuntivas en los conflictos de trabajo cuando afectaban a dos o 

mas entidades federativas toda vez que no exislian los mecanismos adecuados 

para su solución, pues las autondades del orden local no podian resolverlos, 

'°' lbidem, pág 54 
'°'Ibídem. pág 143. 
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además de que el nacimiento de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje se 

habla realizado sin un fundamento constitucional, asl • el 6 de septiembre de 

1929 se publicó la reforma constitucional a los articulas 73 fracción X y 123, en 

su párrafo introductivo. Desde esta fecha, 'corresponde· al Congreso Federal 

expedir la ley del trabajo: .. se dividió la aplicación de la ley, con la sola salvedad 
• de las materias que se senalaron en la fracción X del articulo 73 y las cuales 

quedaron como competencia exclusiva de las autoridades federales, lo que 

significa que la competencia de estas últimas es limitada, si bien le 

correspondió el conocimiento de los problemas que afectaban a las más 

Importantes lndustrias."100 

El segundo proyecto, que ya no ltevaria el nombre de "Código" sino de 

Ley, fue formulado siendo secretario de Industria Comercio y Trabajo el 

licenciado Aarón Sáenz. La comisión redactora la integraron los licenciados 

Eduardo Suárez, Aquiles Cruz y Cayetano Ruiz Garcla, quienes tuvieron en 

consideración las conclusiones de una convención organizada por la propia 

secretarla de Industria para su elaboración La ley fue promulgada por el 

presidente Pascual Ort1z Rubio el 18 de agosto de 1931. En el articulo 14 

transitorio se declararon abrogadas todas las leyes y decretos expedidos con 

anterioridad por las legislaturas de los Estados y por el Congreso de la Unión en 

materia de trabajo 107 

2.7. El surgimiento do la Procuraduria do la Dofonsa dol Trabajo. 

En lo que respecta al surgimiento de la Procuradurla de la Defensa del 

Traba jo, cabe mencionar que el antecedente que más se le aproxima anterior a 

la ley de 31, se encuentra en el anteproyecto de reformas a la Constitución que 

presentara al Congreso de la Unión el Pnmer Jefe de la Revolución. en dicho 

anteproyecto se establecen en el capitulo VI las Juntas Centrales y las 

1
"" DE IJ\ CUEVA, Mano, ()e!echo MQxicano del Trj1ba10, Op cit pág 141 
'º' DE BUEN LOZANO, Néstor, Op. cit. pág 370 
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Comisiones Especiales de Conciliación y Arbitraje, que si bien es cierto 

constituyen propiamente el antecedente de las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje, no obsta para negar que pueden ser, sobre todo las Comisiones 

Especiales, y por las !unciones que se les atribulan, un remoto antecedente de 

la Procuradurla de la Defensa del Trabajo. 

Dicho anteproyecto llevó por titulo el de 'Ley Reglamentaria del Articulo 

123 de la Constilución Federar'08 y en él se consignan disposiciones relativas a 

la integración, facultades y funcionamiento de las Juntas Centrales y 

Comisiones Especiales anles aludidas, y respecto de las atribuidas a las 

Comisiones Especiales, por ejemplo en el articulo 63 se sel'\alan entre otras 

facultades las siguientes fracciones: 

'111.· Intervenir como conciliadores para solucionar las desavenencias que se susciten 

entre patronos y trabajadores. con motivo de sus respectivos contratos, o de la interpcetac16n o 

aphcación do algún pcecepto legal 

VII Vigilar por el exacto cumphmiento de esta ley y de sus reglamentos. dando aviso 

oportuno a la Junta Central de Conciliación y Arbitraje de las infracciones que descuboeren sin 

perjuicio de hacer las consignaciones respectrvas, en el caso de que las infracciones 

constituyan un hecho punible ' 

Análogas atribuciones fueron las que posteriormente se le asignarlan a la 

Procuradurla Federal de la Defensa del Trabajo creada mediante Reglamento 

publicado el 11 de septiembre de 1933, pues segun se desprende de sus 

articulas del 15 al 18, esta institución como amigable componodom, tenla 

facultades para avenir a las partes. librando citatorios para que las mismas 

comparecieran y atendiendo a sus razonamientos podla proponer soluciones 

amistosas para el arreglo de las drtcrencias o conflictos y si la proposición 

'"'Revista Mexicana dcl Trabajo, publlCOCIÓO de la Seaetarla del TrabaJO y Previsl6n 
Social, Marzo de 1965, Pags. 137-201 

90 



conciliatoria era aceptada por los interesados se daba por concluido el asunto. 

De las lineas anteriores claramente se desprende que la Procuradurla nació 

como una institución primordialmente conciliadora. 

También en los artlculos del 27 al 30 del citado ordenamiento se observa 

que a la Procuradurla se le fijaron atribuciones para observar constantt:!n¡e~e la 

organización y funcionamiento de los Tribunales Federales del Trabajo y si sus 

miembros incurrlan en responsabilidad, de acuerdo a los preceptos relallvos de 

la Ley Federal del Traba jo, los hechos serian puestos en conocimienlo de la 

autoridad competente, desde luego; estas facullades operaban siempre 

partiendo de la base de que se tratasen de asuntos en los que esta institución 

interviniera. 

En lo que respecta a la fuente primordial del nacimiento de la institución 

de la Procuradurla, sin duda alguna la constituye la Ley Federal del Trabajo de 

1931, pues es en este Importante cuerpo de nonmas en donde se consigna por 

voz primera dentro de su articulado y a partir del cual &urge a la vida 

institucional y jurldica del pals. Sin embargo en un principio no se estableció 

expresamente como autoridad del trabajo, poro dentro de la ley se le dio el 

tratamiento de tal en los artlculos del 407 al 413, posterionmente se reformarla y 

se le incluirla dentro del Titulo Octavo Capitulo 1, denominado "De las 

Autoridades del Traba jo y de su Competencia' y ospeclficamente en el articulo 

334 de dicha ley. 

Sin embargo es importante observar que dentro de la exposición de 

motivos de la Ley de 1931 ninguna alusión se hace respecto de la Procuradurla 

de la Defensa del Trabajo, pues de su lectura se desprende que los legisladores 

ocuparon la justificación de dicha ley en otros temas corno el contrato de 

trabajo, la huelga, los accidentes de traba10 entre otros. pero no hacen 

referencia expresa de dicha Procuraduria, sin embargo si se le reguló y es 

indudable que es este ordenamiento el que le dio las bases juridicas para su 
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institucionalización dentro del campo del Derecho Laboral, aunque desde luego, 

tampoco existen antecedentes de quo el Constituyente se haya ocupado de 

esta institución, pues era lógica y apremiante la necesidad de tomar en primer 

término y por las circunstancias en que habla quedado después de ta justa 

revolucionaria, las decisiones funda.r¡ientales para institucionalizar al pals, 

finalmente en las legislaciones de to~ Estados expedidas con anterioridad a la 

Constitución de 1917 tampoco se hacen consideraciones de la citada 

Procuraduría. 

Finalmente se le regularla con más detalle y técnica en el primer 

Reglamento que se expidió en 1933. 

2.8. Aspectos Generales do la Roglamontaclón do la Procuradurla do la 

Defensa dol Trabajo do 1933 y 1945.109 

El primer reglamento se publicó según se dijo el 11 de septiembre de 

1933 siendo presidente constitucional substituto Abelardo L. Rodríguez, para 

desarrollar las disposiciones de la Ley del Trabajo de 1931 en lo concerniente a 

esta autoridad, este primer reglamento regularla a la Procuradurla Federal de la 

Defensa del Trabajo, pues se habla creado con anterioridad la Junta F<ideral de 

Conciliación y Arbitraje, además de que ya cxistla el fundamento legal para tal 

efecto, aunque cabe aclarar que la ley de 31 crea la Procuradurla de la Defensa 

del Trabajo, sin distinguir los ámbitos local o federal, pues además del Ejecutivo 

de la Unión, dejó campo abierto a los Gobernadores de los Estados para que 

expidiesen su correspondiente reglamentación. Finalmente se dieron las 

condiciones para que primero surgiera la reglamentación a nivel federal. 

A la Procuradurln se le instituyó para la nsesorla y representación do los 

trabajadores y sus sindicatos por las dderencias y conflictos con los patronos 

-------------
'
09 Reglamento de la Procuradurla Federal de la Defensa del Traba¡o de 1933 y 
Reglamento do la Procuradurla de la Detensa del Traba10 del Dtstnto Federal do 1945. 
Publicaciones del Diario Oficial de la Federación 
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derivados del conlralo de trabajo, asl como para interponer los recursos 

ordinarios o extraordinarios procedentes para la defensa del trabajador, velar 

por la pronta y expedita lmpartición de justicia; su intervención siempre tendrla 

como presupuesto la previa solicitud del trabajador o del sindicato y desde 

luego sus servicios gratuitos. Se compuso de un Procurador General, su 

substituto y los Procuradores Auxiliares, Procuradores Auxiliares Foráneos 

además de Médicos y del personal administrativo necesario 

Se determinó la facultad de rechazar la solicitud del servicio de la 

Procuradurla, si previo estudio del asunto correspondiente por parte del 

Procurador Auxiliar y con la aprobación del Procurador General, era 

legalmente improcedente o'inmoral" dejándole a salvo sus derechos al 

trabajador para hacerlos valer como mejor le conviniere, con una contradicción 

en la reglamentación, pues, en su articulo 11 se dispuso que 'pero, en todo 

caso, la Procuradurla asistiré a las audiencias o diligencias urgentes, 

promoviendo lo que proceda', tampoco actuarla si el trabajador era 

representado por 'asesores particulares.· 

Uno de los pilares fundamentales de esta autoridad lo es la conciliación, 

desde su origen asl se determinó, instituyéndola como ·Amigable 

Componedora', al respecto cabe scl\alar con apoyo en el Jurista Ignacio 

Medina Lima que la amigable composición es "una forma de solucionar 

conflictos de intereses entre las partes por obra de terceros (amigos de 

ambas), sin sujetar sus procedimientos a normas de derecho preestablecidas 

y sin apegarse para la decisión mas que a la equidad y buena fe "º De esta 

manera su actuación para avenir a las partes también se incluyó en el 

reglamento en comento, previo citatorio y comparecencia, para el caso de 

llegar a acuerdos en el acta respectiva se asentarla y se concluirla el asunto, 

según se dijo. En caso de no haber arreglo se entablarla la correspondiente 

"º DICCIONARIO JURIDICO MEXICANO A·CH Op C1t Pag 150 
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demanda, dando pauta a otro de sus objetivos que es el asesoramiento y la 

representación. 

Otra disposición importante (mencionada con anterioridad) es la relativa 

a la facultad de la Procuradurla de observar el funcionamiento del Tribunal del 

Trabajo, pues en el caso de que se incurriese en responsabilidad habla que 

dar parte a la autoridad competente. El personal técnico y administrativo lo 

designarla el Departamento del Trabajo. 

Respecto de los requisitos para ser Procurador General figuraron los 

siguientes: ser mexicano por nacimiento en pleno goce de sus derechos 

civiles, tener veinticinco anos cumplidos, ser licenciado en derecho y no haber 

sido condenado por "delitos infamantes"; para el Procurador Auxiliar, ser 

mexicano por nacimiento, tener veintiún años cumplidos, no haber sido 

condenado y ser abogado o pasante en derecho. finalmente para los 

Procuradores Foráneos eran los mismos requisitos que para el Auxiliar con la 

salvedad de que se le dispensaba el de ser licenciado en derecho o pasante. 

Al Procurador General le correspondla la representación oficial del 

órgano, proponer medidas económicas y administrativas para el adecuado 

funcionamiento do la Procuradurla y el mejor luncionamiento de "las Juntas 

Federales de Conciliación y la Federal de Conciliación y Arbitra¡o·, practicar 

visitas por orden expresa del Jefe del Departamento a ambas Juntas 

Federales, intervenir y resolver los conflicios que se le presentasen, designar 

los asuntos a los Procuradores Auxiliares, vigilar el cumplimiento de la ley, 

reglamentos y demás disposiciones, asl como calificar excusas y cooceder 

licencias. 

El Subprocurador tendrla que dictaminar sobre las excusas, sustituir al 

Procurador, atender la sección de amparos y ·asistir a las audiencias ante los 

Juzgados de Distrito respectivos y ante la Suprema Corte de Justicia de la 



Nación", comunicar al Interesado una vez dictado el laudo respectivo la 

interposición o no del ·recurso de amparo· o bien si la parte contraria lo 

Interpuso. 

Existe en este reglamento una figura muy importante que es el 

·secretario do la Procuradurla" quien según se desprende de las facultades 

conferidas, es el fedatario público, pues dicho funcionario autorizaría "las 

actas, convenios, acuerdos y demas actuaciones que tengan lugar en la 

procuradurfa", expedirla 'las certificaciones que se soliciten', le correspondla 

también, formar la documentación de la institución, hacer la revisión de las 

cuentas de caja, llevar 'los libros de registro de los negocios, Indices y demás 

que sean necesarios para su funcionamiento y ordenar, previo acuerdo con el 

Procurador General, el archivo de los expedientes concluidos.' 

A los Procuradores Auxiliares les correspondla el estudio y tramitación 

de los asuntos, el cuidado de los d1ctamenes médicos, la formulación de los 

diclámenes de improcedencia de los mismos, rendir informes de labores 

mensuales al Procurador General, dar aviso inmediato a la Sección de 

Amparos en caso de existir un laudo contrario en un negocio patrocinado por 

la Procuradurla proporcionándole los datos necesarios, llevar el hbro de los 

asuntos encomendados, 'sustituir al Secretario en sus faltas temporales" y 

desempel'lar las comisiones ordenadas por su superior y a los Foráneos, les 

correspondla dar cuenta al Procurador General de los negocios en que 

interviniesen y cumplir con las obhgac1ones impuestas por los Procuradores 

Auxiliares, cabe referir que estos Procuradores Foraneos eran 'los 

Procuradores Auxiliares adscritos a las Juntas Federales Permanentes de 

Conciliación', los comis10nados ante las Oficinas del Traba jo y los designados 

con el caracter de permanentes en el seno de los grandes conglomerados 

obreros para asesorarlos. 

Los módicos por su parte deblan dictaminar sobre puntos médico-
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legales de los accidentes y enfermedades de trabajo, asl como rendir informe 

mensual al Procurador General. Finalmente la regtamentacion contempla un 

apartado de responsabilidades y sanciones de amonestación, multa y 

suspensión para el personal. 

El nuevo reglamento se expidió el 7 de Fefirero de 1945 siendo 

presidente el General Manuel Avila Camacho, esta regulación es similar en 

términos generales a la anterior, por lo que senalaremos, en consecuencia, las 

diferencias y nuevas aportaciones que en el mismo se hayan consignado. Sin 

embargo es pertinente aclarar que esta nueva normatividad serla aplicable en 

el ámbito local del Distrito Federal, lo que implica el surgimiento y creación de 

la Procuradurla de la Defensa del Trabajo del Distrito Federal, 

En este ordenamiento se establece la conciliación como objeto 

especifico do la Procuraduria, cosa que no sucede con el reglamento federal 

aunque si se le contemplo, proponiendo soluciones amistosas "haciendo 

constar, en todo caso, los resultados obtenidos en actas autorizadas por el 

Procurador que intervenga y por el Secretario. : . el Procurador General rec1bi6 

el nombre de Procurador del Traba jo que dependeria del Jefe del 

Departamento del Distrito Federal, por conducto del Director del Trabajo del 

propio Distrito Federal, se establece que el Procurador del Trabajo podrá 

hacer uso de la vla de apremio para hacer cumplir los acuerdos que dicte, ya 

no sólo para disciplinar al personal, como en la anterior reglamentación, sino 

para los amplios efectos antes senalados. la des¡gnación de asuntos se daba 

por riiguroso tumo, el informe se rendla al Director y las visitas obviamente 

serian a la Junta Central de Conc11iación del Distrito Federal, para vigilar et 

cumplimiento de la ley, y a los Procuradores Auxiliares concernla poner en 

conocimiento del Procurador del Trab.1¡0 por esenio "lodos aquellos hechos 

que por su naturaleza traigan como consecuencia responsab1hdades de 

cualquier género para los miembros de la Junta Central" y en caso de tener 

conocimiento y no hacerlo saber se les sancionaba 



Se dispuso que la sección técnica la lntegrarlan el Procurador del 

Trabajo, un Secretario, Procuradores Auxiliares y 'el Personal Técnico que le 

sea adscrito' que dicho sea de paso era el encargado de practicar 'las 

investigaciones y diligencias que acuerde el Procurador del Trabajo',y por 

supuesto una sección administrativa con el número de empleados que 

autorizara el presupuesto de egresos. pero a diferencia del reglamento de 33 

no se prevén ni Procuradores Foráneos ni Médicos, los servicios médicos se 

solicitarlan del Departamento del D1strrlo Federal aunque se consigna que el 

Procurador podrla 'ordenar al médico adscrito a la Procuradurla la práctica de 

reconocimientos médicos"o en caso de demandas por riesgo se hacia 

necesaria la opinión del 'médico comisionado de la Procuradurla', no obstante 

no se consigna a los médicos expresamente como parte de la integración de 

la Institución. 

Se ar'laden en esla normatividad facultades al Secretario tales como 

atribuirle la Jefatura del Personal de la Procuradurla, sustituir al Procurador del 

Trabajo en sus faltas temporales, cumplir y hacer cumplir las disposiciones 

que dicte éste en el ejercicio de sus funciones y de recibir bajo su estricta 

responsabilidad los depósitos en dinero efectivo "que ocasionalmente haya 

necesidad de hacerle' mediante los correspondientes recibos. Se consignó 

para lodo el personal la prohibición expresa de "lrtigar por cuenta propia en 

asuntos de trabajo.' 

Se estableció también la situación de la negativa de la Procuradurla 

para conocer de un negocio por improcedencia y a no interponer arnpato en el 

mismo supuesto, se especificaron los requisitos de las actas que se levantaren 

en la misma; existe en esto reglamenlo una disposioón interesante en relación 

a los convenios de las partes que llegaban a un arreglo en la concihación. que 

reza en su articulo 22 ·cuando por la naturaleza del convenio o avenrm1ento, 

queden prestaciones pendientes de cumphmentar, sera obligatorio ralificar sus 

acuerdos ante la Junta Central de Conc1hac16n y Arb1tra1e del D1strrto Federal, 
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para los electos legales a que se contraen los artlculos 516 y 585 de la Ley 

Federal del Trabajo; al efecto el Procurador del Trabajo enviará el original del 

convenio a la Junta Cenlral de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal." 

En este punto cabe hacer algunas consideraciones, en el articulo 15 de 

la Ley Federal del Trabajo de 1931 consigna el supuesto jurldico de la 

irrenunciabilidad de 'las disposiciones de esta ley que favorezcan a los 

trabajadores', por su parte en el articulo 516 se dispone "El acta en que 

consta el arreglo convenido, deberá ser entregada en copia a las partes, y el 

convenio, con aprobación de la Junta, tendrá todos los efectos jurldicos 

inherentes a un laudo, debiendo llevarse a efecto por los trámites de la 

ejecución del mismo, previo mandamienlo del Presidente de la Junta"; el 

articulo 585 (insertado en el capitulo de la ejecución de los laudos) por su 

parte senala "Todo lo que en este Capitulo se dispone respecto a la ejecución 

de los laudos, comprende las transacciones relativas al traba¡o, siempre que 

se celebren en autos ante las Juntas o en convenios ratificados ante las 

mismas por los interesados, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 98", 

finalmente este ultimo dispositivo legal reza que "Todo acto de compensación, 

liquidación, transacción o convenio celebrado entre el obrero y el patrón, para 

que tenga validez deberá hacerse ante las autoridades del traba¡o 

correspondientes", correlacionando los artlculos citados, se infiere por un lado 

que la ley acepta los convenios celebrados ·ante las autoridades del trabajo", 

sin embargo a la Procuradurla se le limita en su actuar, puesto que en 

determinadas circunstancias, cuando ·queden prestaciones pendientes de 

cumplimentar, será obligatorio ratificar ante la Junta', y por otro lado dispone 

el ordenamiento legal de 31 la rahficac1ón de tos convenios ante la Junta 

Cenlral para darles ejecutabilidad a los mismos. Sobre estas consideraciones 

volveremos más adelanle en el último capitulo de este traba¡o 

Finalmonle el reglamenlo de 45 le confirió a la sección administrativa, 

la expedición de citalorios y su anotación en los libros correspondientes, asl 
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como del archivo, la correspondencia y la estadlstica, las responsabilidades de 

los funcionarios de la procuradurla y las sanciones tanto det propio personal, 

como las relativas para hacer efectivas las medidas tomadas por el Procurador 

y /Jacer cumplir sus detem1inaciones y para tal circunstancia autoriza la ley a 

· ordenar la comparecencia de las personas cuya presencia es necesaria, 

imponer mullas y el arresto hasta por treinta y seis horas. Cuestión muy 

positiva para darle mayor 'fuerza· a las determinaciones de la Procuradurla. 

2.9. Loy Fodoral dol Trabajo do 1970. 

Esta ley tuvo dos anteproyectos elaborados durante los periodos 

presidenciales de Adolfo López Matees y Gustavo Dlaz Ordaz, el primero to 

elaboró una comisión integrada por el entonces Secretario del Trabajo, 

Salomón González Blanco, Maria Cristina Salmarán de Tamayo, Ramiro 

Lozano y el maestro Mario de la Cueva (pilar fundamental en la creación de la 

ley) en 1960 y el segundo de 1967, elaborado por las mismas personas 

además de Alfonso López Aparicio, este último anteproyecto fue sometido a 

observaciones de la clase trabajadora, la patronal y otros sectores, cabe 

senalar que por parte de la ciase patronal hubo un amplio rechazo del 

mencionado anteproyecto, inclusive planteó el restablec1m1ento del contrato de 

aprendizaje y la introducción del conlralo a prueba, posteriormente fue 

enviado al Congreso de la Unión como 1nicialiva de 1111ova loy federo/ del 

trabajo, y finalmente con algunas mod1ficac1ones el Congreso de la Unión 

expidió la Ley Federal del Traba10 el 1° de mayo de 1970 

En la misma se contemplaron d1spos1c1ones sustanciales no previstas 

en la legislación anterior, asl entre muchas otras. se 1ntrodu10 el concepto de 

la relación de trabajo a dilerencia de la anterior ley que sólo contemplaba el 

contrato de trabajo, se reguló la prima domrnical, la prima vacacional, el 

aguinaldo, la prima de antigüedad, las invenciones de los trabajadores, de 

manera distinta la jornada de trabajo. el tiempo extraordinario, los dlas de 
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descanso, el salario Integrado, el derecho de huelga, la libertad sindical, el 

contrato ley y por supuesto las procesales.111 

Ahora bien, con respecto a la Procuradurla de la Defensa del Trabajo, 

en la exposición de motivos de dicha ley, su apartado XLIV refiere que "La 

Procuradurla de la Defensa del Trabajo tiene como misión asistir a la clase 

trabajadora, facilitando la defensa de sus intereses colectivos e individuales 

ante cualquier autoridad en las cuestiones que se relacionen con la aplicación 

de las normas do trabajo. Su intervención depende necesariamente de la 

voluntad de los lrabajadores. 

Los articulas del Proyeclo eslablecen los requisitos que deben 

satisfacer los miembros de la Procuradurla, y en el articulo 536 se dice que los 

reglamentos detenninarén las alribuciones, la forma de su ejercicio y los 

deberes de la Procuradurla de la Defensa del Trabajo.· 

Se Introdujeron en la Ley Federal del Trabajo en comento los requisitos 

a cumplir por parte del Procurador General que son: 

'Articulo 532. l. Ser mex1eano, ma)'OI do edad y en pkmo e¡erCJCio do sus derech0& 

ll.· Tener Ululo legalmente expedido de hcenc1ado en derecho y una piactica 
prolesional no menor de tres anos, 

111.· Haberse distinguido en estudlOS de derecho del traba¡o y de la S09Uridad social, 

IV.· No pertenecer al estado eclesiástico. y 

V. No haber sido condenado por dcli1o intencional snncionaóo con pena cotpoml ' 

Para el Procurador Auxiliar establece los requisitos de las fracciones 1, 

IV y V además de haber terminado los estudios correspondientes al tercer ano 

o al sexto semestre de la carrera de licenciado en derecho. por lo menos, de 

esta manera la nueva ley sólo al'ladirla con respecto a la anterior los requisrtos 

111 Cfr. DE lJ\ CUEVA, MARIO, El Nuevo Derecho Mexicano óel Traba10, Op cit Pag. 
55y S. 
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antes citados y ya sin sei\alar expresamente a que autoridad corresponde la 

expedición de los reglamentos de la Procuradurla, pues la ley del 31 aludla al 

'Ejecutivo de la Unión, Gobernadores de los Estados y Territorios y Jefe del 

Departamento del Distrito Federal'. La innovación de la nueva ley serla 

preponderantemente en otros apartados sustanciales como los indicados con 

anterioridad, además se introdujeron otras nuevas autoridades para la 

aplicación de la ley como las Secretarlas de Hacienda y Educación Pública, el 

Servicio Público de Empleo, ele, y las Juntas Centrales desapareccrian para 

adoptar el nombre de Juntas locales de Conciliación y Conciliación y Arbitraje 

y las Municipales por las Federales de Conciliación; en el aspecto procesal 

ninguna mención expresa se hace de la Procuradurla de la Defensa del 

Trabajo. 

2. 1 o. Aspectos Importantes dol Roglamonto do la Procuraduría do la 

Dofonsa dol Trabajo do 1975. 111 

Con la creación de la Ley Federal del Trabajo de 1970 se estableció un 

nuevo orden normativo en materia de trabajo que implicó la necesidad de ir 

perfeccionando otros instrumentos jurldicos, de esta manera el 2 de Junio de 

1975 se promulga un nuevo reglamento de la Procuradurla Federal de la 

Defensa del Trabajo, en el que se incluyen nuevas disposiciones y facultades 

utilizando a lo largo del texto mejor tl!cnica jurldica en su elaboración, veamos 

cuales son las nuevas aportaciones en esta reglamentación 

Los aspectos esenciales de la institución no cambian, pues es una 

institución primordialmente conciliatoria que propone soluciones amistosas 

para el arreglo de los conflictos y en caso de haberlo se 'hará constar en actas 

autorizadas con valor probatorio pleno', asl como de asesoramiento y 

representación contenciosa de los trabajadores y sus sindicatos, pero a partir 

"'Reglamento de la Procurndu1la Fedeml do la Defensa del Trabajo, Otario Oficial de 
la Fedl!fación de 2 do junio do 1975. 
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de este nuevo ordenamiento jurldico se le instituye a la Procuradurla como un 

organismo "desconcentrado" de la Secrelarla del Trabajo y Previsión Social y 

se le faculla para formular denuncias en diversos supuestos: en caso de 

violación de las normas laborales ante cualquier autoridad, en la vla 

adminislrativa o jurisdiccional por la falta o retención de pago de salarios 

mlnimos o reparto de ulilidades, anle el Pleno de la Junla Federal los criterios 

conlradiclorios en que hayan incurrido las Juntas Especiales al dictar sus 

laudos a efeclo de uniformar crilerios, anle el Presidente de la Junla Federal y 

Jurado de Responsabilidades el incumplimiento do deberes de los 

funcionarios encargados de impartir justicia; finalmente se le faculta para 

coordinar sus funciones con otras autoridades y las Procuradurlas que 

funcionan en los Eslados para establecer criterios comunes pudiendo para tal 

efecto celebrar convenios. 

La integran un Procurador Federal encargado do dirigir y coordinar la 

dependencia, asignando a os funcionarios sus áreas de responsabilidad; 

Un Secretario General que es el encargado de las tareas 

administrativas coordinando las oficinas de la dependencia y de denunciar y 

proponer al Procurador Federal la contradicción entre los laudos dictados por 

la Junla Federal de Conciliación y Arbitraje, y coordinar el Centro de 

Información sobre Derechos del Trabajador; 

Dos Procuradores Auxiliares Generales, uno de Dcfensoria y Confüctos, 

quien tendrá a su cargo dirigir las funciones que desempel'len los 

Procuradores Auxiliares y la alención desahogo y lrám1tc de los conflictos que 

se planleen a la Procuradurla Federal y; olro de Asesoría, Conciliación y 

Quejas al que lo correspondera proporcionar asistencia jurídica a los 

lrabajadores y a sus sindicalos, intervenir en sus conc1hac1ones y atender sus 

quejas, asl como dar el tramite de las peticiones que le formulen cuando 

competa a otra autoridad resolver et asunto. teniendo a su cargo el número de 
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Procuradores Auxiliares necesario; 

Procuradores Auxiliares que asumirán la defensa de los trabajadores 

en los conflictos laborales;, estudiando y tramitando oportunamente los 

asuntos designados, haciendo las peticiones, gestiones y trámites necesarios 

ante las autoridades jurisdiccionales, dictar la correspondencia relacionada 

con los negocios a su cargo y rindiendo un informe mensual al Procurador 

Auxiliar General de Defensorla y Conflictos; 

Un Cuerpo de Pentos que se integra con expertos de diversas 

disciplinas técnicas y profesionales que dictaminarán sobre los puntos 

técnicos que les sean turnados, rindiendo oportunamente en los juicios en que 

se les requiera los dictámenes correspondientes, asl como informar al 

Procurador Federal cuando se les requiera sobre las labores realizadas; y 

Un Centro de Información sobre Derechos del Trabajador y las 

dependencias internas que se estimen necesarias. 

Los Procuradores deben satisfacer los requisitos establecidos en la Ley 

Federal del Trabajo y para el Secretario General son tos mismos que para et 

Procurador Federal, dispensándole únicamenle el de haberse distinguido en 

estudios de derecho del trabajo y de la seguridad social. 

La mecánica procedimental que emplea la Procuradurla es en la misma 

vertiente que las reglamentaciones anteriores, pues se llama a comparecer a 

las partes mediante citatorio con una anticipación mínima de 48 horas al en 

que se efectúe la diligencia, en caso de inasistencia injustificada del patrón se 

le podrá imponer ªla medida disciplinarla que estrme pertinenle, de acuerdo 

con ta gravedad de la falta." 

El die y hora senalados el Procurador al que corresponda conocer de la 

diligencia, propondrá soluciones amistosas para el arreglo de las dtterencias 
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'haciéndose constar los. resultados obtenidos en actas· autorizadas que al 

efecto se levanten." 

En caso de aceptarse la proposición conciliatoria se 'dará por concluido 

el asunto una vez cumplido el convenio respectivo, levantándose el acta 

autorizada correspondiente", en caso contrario vla Procurador Auxiliar General 

de Defensorla y Connictos se ejercitara la acción correspondiente. La 

Procuradurla puede interponer demanda de Amparo 'siempre que sea 

procedente" y podrá representar o asesorar a trabajadores y sindicatos 

cuando figuren como terceros perjudicados. Asimismo se incluye un capitulo 

de impedimentos y responsabilidades. 

Se destaca en este nuevo reglamento el hecho de que no hace 

mención expresa de las medidas de apremio o sanciones disciplinarias para 

hacer valer sus determinaciones la autoridad, como tampoco se senala quien 

será el fedatario público para autorizar las actas, convenios, acuerdos, copias 

certificadas etc., puesto que desaparece la figura del "Secretario de la 

Procuradurla' que si se contemplaba en los anteriores, ya que el Secretario 

General no tiene estas atribuciones. 

2.11. Reformas Procosatos do 1980. in 

Las reformas procesales se dieron sobre el Procedimiento de Huelga 

en los artlculos del 452 al 471 de la Ley Federal del Trabajo de 1970, asl 

corno en los Tltulos Catorce que se refiere a las disposiciones sobre el 

procedimiento del trabajo; Quince sobre el procedimiento de Ejecución; y 

Dieciséis que abarca los apartados de responsabilidades y sanciones y 

algunas adiciones al articulo 47 de diclm ley. 

Las reformas como su nombre lo indica fueron en el ámbito procesal del 

• •J Reformas Publicadas eo el Diario Oficial de la Federación el 4 de enero de t 980. 
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derecho del trabajo, con el propósito de darle mayor eficacia y celeridad a los 

conflictos obrero-patronales ante la autoridad jurisdiccional y cumplir con el 

mandamiento constitucional que ordena que la justicia debe ser pronta y 

expedita. Precisamente en una parte de la exposición de motivos se sei\ala 

que "Las normas que rigen al proceso para alcanzar la justicia deben obligar a 

la eficiencia. No basta con la posible aplicación de una norma, también es 

menester que ello se haga con juslicia; y es necesario que se norme con 

apego al derecho, con rectitud y que se haga con oportunidad, porque la 

misma experiencia histórica ha demostrado que la justicia que se retarda es 

justicia que se deniega. 

El esfuerzo debe concentrarse en evitar que los conflictos presentados 

ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje se rezaguen .. ." 

En estas nuevas reformas procesales se contemplan apartados en 

donde se le da intervención y mención expresa a la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo. de esta manera la exposición de motivos señala respecto 

del Titulo Catorce, Capitulo 11 y a propósito del trabajo de tos menores que 

"En congruencia con este esplritu. la iniciativa otorga en forma expresa a los 

menores trabajadores, capacidad para comparecer en ¡u1cio y establece que, 

en el caso de no estar asesorados, la Junta solicitará la intervención de la 

Procuradurla de la Defensa del Traba¡o para su asesoramiento, asegurándose 

con esta disposición una protección mayor para los derechos laborales del 

menor. 

En el Capitulo XI que norma lo relativo a la continuación del proceso y 

de la capacidad, en la citada exposición de motivos se sei\ala "En este 

Capitulo se da intervención expresa a la Procuraduría de la Defensa del 

Trabajo, para que en los juicios en que el trabajador o su representante legal 

dejen de promover por cualquier causa dentro del ténmino de tres meses, 

aquella comisione a un procurador auxiliar a efecto de que se continúe el 
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procedimiento. La Procuradurla puede realizar de este modo una de las más 

importantes atribuciones que le confirió et legislador, e Incrementar asl su 

participación en el buen funcionamiento de los tribunales laborales y en la 

defensa de los derechos de los trabajadores, que por insuficiente 

asesoramiento legal se encuentren expuestos a perder sus derechos 

adquiridos, o a obtener un reconocimiento tardlo de los mismos.' 

En consecuencia, es en los artlculos 691, 772, 774, 775 y 1005 de la 

Ley Federal del Trabajo, donde se ordena expresamente la intervención y 

responsabilidad de la Procuradurla y que a la letra dicen: 

'Ar11culo 691. Los menores trabajadores llenen capacidad para comparecer a Juicio sin 
nocos1dad de autorización alguna. poro en el caso do no estar asesorados on juicio, la Junta 
solicitará la intervención de la Procuradurla do la Defensa del Trabajo para tal efecto. 
Tratándose do menores d~ 16 anos, la Procuradurla do la Defensa del Trabajo los designara 
un repr~sentante 

Ar11culo 772 Cuando para continuar et trámite del juict0 en los términos del articulo 
que antecede. sea necesa11a prornoci6n del traba1ador. y este no ta baya electuado dentro de 
un lapso de tres meses. el Presidente de la Junta deberá ordenar se le requiera para que ta 
presente. apcrc1b1cndole de que de no hacerlo. operará la caducidad a que se refiere el 
articulo sigwente 

S1 el traba¡ador esta patrocinado por un ProcuradOI del T raba¡o. la Junta not1ficara el 
acuerdo de que se trata, a la Procuradurla de ta Defensa del T raba¡o, para los electos 
correspondientes S1 no estuvicra patrocinado por ta Procuradurla. so te hará saber a ésta el 
acuerdo, para el efecto de que intervenga ante el tr aba¡ador y le precise las consecuencias 
legales de la Jaita de promoción. asl como para que le brinde ascsorla legal en caso de que el 
trabaJador se la rcquicia 

Articulo 774 En caso de muerte del traba¡ador, mientras tanto comparecen a jwcio 
sus bcneficiart0s, la Junta harn la solicitud al ProcuradOI do la Oelensa del TrabaJO, en los 
términos y para tos efectos a que se rer1ere el ar11cuto 772 de esta Ley 

Articulo 775 El Procurador Auxiliar tendrá tas focultades y responsabilidades de un 
mandatano, deberá prcSl'fllar las prornocooes ncccsanas para ~1 conltnuaoón del 
proccd1rn1ento hasta su total term1naci6n ' 

Reunidos los requisitos a que se refieren los artlculos que anteceden, 

cesara la representación del procurador auxiliar en el juicio en que intervino; y 

'Articulo 1005 Al Procuradot de la Defensa del TrabaJO o al apoderado o 
representante del traba¡ador, se le 1mpondra sanción de seis meses a tms anos de pnsión y 
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mulla de ocho a ochenta veces el salario mlnimo general que rija en el lugar y tiempo de 
residencia de ta Junta en los casos siguientes· 

1 Cuando sin causa jushficada se abstengan de concurrir a dos o más audiencias; y 

11. Cuando sin causa ¡usllficada se abstenga de promover en et juicio durante un lapso 
de tres meses • 

Es asl que, con las reformas a la Ley Federal del Trabajo se vino a dar 

un nuevo impulso a la forma de actuar de las partes y del órgano jurisdiccional 

dentro del proceso del trabajo, con la idea de darle mayor celeridad a los 

juicios evitando dilaciones innecesarias e inútiles en pro de la justicia pronta y 

expedita, sin soslayar el carácter protector de la parte débil de la relación 

jurldica laboral, en tal virtud se le faculta a la Procuradurla de la Defensa del 

Trabajo para que inlervenga en los supuestos antes invocados en beneficio 

del trabajador vigilando sus intereses y evitando la indefensión del mismo 

dentro del juicio asl como el archivo de sus expedientes por falta del 

necesario impulso procesal. 

Conocidos los aspectos históricos de la institución en cita, observamos 

que desde su creación dicho órgano administrativo tuvo esa función 

conciliatoria y de representación en caso do no llegar a un acuerdo entre 

obreros y patrones, al ser su fundamento dichas atribuciones desde luego se 

conservan actualmente, por lo que la celebración de convenios ante la 

Procuradurla de la Defensa del Trabajo pemianece, aunque se propondrá un 

distinto tratamiento con respecto a dichos acuerdos, revisemos enseguida, 

como se encuentra estructurada y organizada en la actualidad, tanto a nivel 

federal como local del Distrito Federal de acuerdo a los reglamentos vigentes. 
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CAPITULO 111 ESTRUCTURA Y FUNCIONAMIENTO DE LA 

PROCURADURIA DE LA DEFENSA DEL TRABAJO. 

3.1. Procuradurias Local y Federal do la Defensa del Trabajo. 

Organización, principales funciones y atribuciones que realizan bajo sus 

reglamentos vigentes. 

Las autoridades establecidas con la expedición de la Constitución de 

1917 y la Ley Federal del Trabajo de 1931 y ampliadas en la del 70, han 

permitido el desarrollo del Derecho del Trabajo, por supuesto sin detrimento de 

su necesaria actualización y adecuación con los nuevos tiempos, el surgimiento 

de la Procuraduria de la Defensa del Trabajo fue un gran paso en el derecho 

laboral, con ella se ha ido fomentando el animo y la actitud conciliatorios entre 

los obreros y los patrones a efecto de solucionar sus desacuerdos derivados de 

las relaciones de trabajo y caso contrario, de no poder llegar a un arreglo 

mediante su intervención, la misma incluye facultades de representación ante 

otras autoridades para la defensa de la clase trabajadora y sus sindicatos que, 

tomando en cuenta la desigualdad entre los desiguales, viene a robustecer una 

obligación del Estado que es mantener el equilibrio y la armenia entre el capital 

y el trabajo, bajo la nueva óptica que vino a imprimir el Derecho Social en 

general y del Trabajo en especifico, esto es, la obligatoriedad estatal de 

proteger a las ciases débiles ante los detentadores del capital y una de las 

fomms es proporcionandoles autoridades que protejan sus intereses cuando la 

falta de recursos económicos les impide hacer valer sus derechos por cuenta 

propia. 

De esta manera la Procuraduria de la Defensa del Trabajo es una 

institución que complementa a las domas autoridades que forman parte 

integrante de la normatividad del trabajo, su campo de actuación es muy 

importante y como hemos visto ha evolucionado con el transcurso del tiempo, 

pues, se ha venido ampliando su cúmulo de facuttades en forma paulatina en 
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tanto institución protectora de la clase trabajadora y vigilante del cumplimiento 

de la legislación laboral. Por lo que es tiempo de analizar a esta autoridad en su 

contexto actual, tanto a nivel federal como local del Distrito Federal, con base 

en la reglamentación vigente. Comencemos con el ámbito local. 

3.1.1. Procuraduria Local do la Dofonsa del Trabajo. 

El Reglamenlo vigente de la Procuraduría Local de la Defensa del 

Trabajo, fue publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 1º de Junio del 

2000, con lo que se deroga la anterior reglamentación; queda adscrita a ta 

Subsecretaria del Traba jo y Previsión Social que depende de la Secretarla de 

Gobierno de este Distrilo Federal y no asl de la Dirección del Traba jo como 

anteriom1ente lo estuvo, se amplia de igual forma el cúmulo de funciones con la 

expedición de esta nueva normalividad. 

Se mantienen las funciones que constituyen el pilar fundamental de la 

Procuraduría, que son, asesorar a los trabajadores, sus beneficiarios y 

sindicatos, proponer a las partes interesadas soluciones conciliatorias para el 

arreglo de los conflictos. representar a los sujetos antes señalados, ante 

cualquier autoridad en conflictos surgidos con motivo de la aplicación de las 

normas de trabajo, inclusivo interponiendo los recursos ordinarios y 

extraordinarios que procedan, desde luego, consideramos, se complementan 

con las siguientes: poner en conocimiento el incumplimiento de obllgac1ones de 

los empleados de la Junta ante su prcs1denlc. ante las autoridades 

competentes las violaciones a las normas de traba10 y segundad social. y 

denunciar hechos que puedan ser constitutivos de ilic1tos penales, con esto se 

busca el debido cumplimiento de ta ley tanto de personas como de lunc1onarios 

y empleados, hacer valer las medidas de ap1em10 para hace1 cumph1 sus 

deleITTlinaciones, procumr ante el Pleno de la Junta Local la unificación de 

criterios de las Juntas Especiales. y como nuevas apo11aciones a su 

intervención están la de lacultarla para denunciar ante la Suprema Corte las 
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contradicciones de tesis que sustenten los Tribunales Colegiados siempre y 

cuando se trate de juicios en que esta haya intervenido, celebrar convenios con 

las Procuradurlas Federal y demás locales de la Defensa del Trabajo para 

establecer criterios comunes y con la Dirección del Trabajo para la práctica de 

inspecciones, peritajes y demás diligencias administrativas necesarias, la 

prolección del menor y las mujeres trabajadoras, intervenir en juicio para 

cumplir lo ordenado en las Reformas Procesales a la Ley Federal del Trabajo 

en 1980 que son las de hacer saber las cuesliones de caducidad por falta de 

promoción, el nombrar representante al menor en juicio e intervenir en casos de 

muerte del trabajador en tanto comparecen a juicio sus beneficiarios y 

finalmente se le faculta para proponer y ejecutar programas de prevención y 

protección en contra de prácticas de particulares que ofrecen asesorla legal de 

manera indebida, esto es, evitar y tratar de erradicar el llamado coyotaje, con tal 

propósito se establecieron en la propia Junla Local de Conciliación y Arbitraje 

del Dislrito Federal, oficinas de la Procuradurla visibles a los trabajadores, no 

obstante ni con mucho se ha podido poner fin a este mal. 

Se estipula el ejercicio de facultades amplias con un procedimiento y 

seguimiento especiales para los casos de falta o retención en el pago de 

salarios y reparto de utilidades y en los casos de hostigamiento sexual, 

violación, discriminación, despido por embarazo y actos de violencia en contra 

de la mujer trabajadora, inclusive la reglamentación refiere a la ·reparación del 

dano·, para estos efectos se han creado Subprocuradurlas, que veremos 

enseguida, con el propósito de darles atención exclusiva, esto desde luego 

conslituye una innovación en su campo de actuación 

La Procuradurla presta sus servicios gratuitamente y actúa como 

institución de buena fe pues lo hace atendiendo a la veracidad de los informes 

que le proporcionen los trabajadores o sus sindicatos. 
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El personal de la Procuradurla aumenta y en algunos casos se 

especializa, por supuesto subsiste para estos, la prohibición de litigar o 

intervenir por su cuenta en asuntos de trabajo, en cuanto hace a los requisitos 

de estos funcionarios se requiere para ser Procurador General (que en lo 

sucesivo se invocará como el Procurador) ser mexicano mayor de edad, tener 

titulo de Licenciado en Derecho y practica profesional superior a 4 anos, no 

pertenecer al estado eclesiástico y no haber sido sancionado con pena privativa 

de la libertad; para el Subprocurador son los mismos requisitos solo cambia en 

lo relativo a la experiencia profesional que es de 3 años; y para Procurador 

Auxiliar también los mismos requisitos pero se le dispensa el titulo profesional 

pues sólo se le exige haber concluido la carrera de Licenciado en Derecho. El 

Procurador acordará directamente con el Subsecretario (del Trabajo y Previsión 

Social), sin pe~uicio de hacerlo con el Secretario de Gobierno, ambos del 

Distrito Federal, este último será además, quien remueva o nombre a todo el 

personal subalterno del Procurador. 

El cúmulo de atribuciones del Procurador es amplio, pues es quien ejerce 

las funciones y representación de la Procuradurla, asl le corresponde el buen y 

debido funcionamiento de las unidades administrativas a su cargo y en su caso 

crearlas o modificarlas, recibir en acuerdo a sus subalternos asl como 

delegarles por escrito sus facultades, emitir los dictámenes e informes que le 

soliciten ya sea sus superiores o cualquier dependencia y calificar los 

dictámenes formulados por los Procuradores Auxiliares para decidir la 

procedencia o no de acciones asl como la interposición de recursos 

Le corresponde también, elaborar el anteproyecto de presupuesto y una 

voz aprobado ejercerlo, substanciar y resolver excusas y recusaciones. 

promover la excelencia y calidad del servicio que se presta cada una de sus 

unidades administrativas a través de planes. programas e inclusive se prevé la 

contratación de estudios y proyectos de investigación para su mejor 

funcionamiento, conceder audiencia a los traba¡adores. expedir copias 
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certificadas de documentos que obren en archivos de asuntos de su 

competencia, ejercer sus atribuciones en coordinación con otros órganos de la 

administración pública para el 'mejor desempeno de sus funciones. remitir a la 

autoridad correspondiente aquellos asuntos que no le competan, dictar tas 

medidas de apremio, girar citatorios relativos a los conílictos que se sometan a 

la Procuradurla, difundir los derechos de los trabajadores y finalmente, es 

quien propone y ejecuta los programas tendientes a evitar las prácticas de 

particulares que ofrecen asesorla legal de manera indebida. 

Las ausencias del Procurador se cubrirán por el Subprocurador de 

Conciliación y Defensorla o del de Atención de Mujeres en ausencia de este 

último. 

El Subprocurador de Conciliación y Defensorla es propiamente el 

fedatario público de la institución. es este funcionario quien vino a sustituir al 

antes llamado Secretario de la Procuradurla, ya que se le encomiendan las 

funciones realizadas por aquel, pues le corresponde autorizar tas actas, 

convenios, acuerdos, copias certificadas y demás documentos que obren en su 

archivo, llevar los libros de registro de asuntos, atender y dictar la 

correspondencia en los asuntos encomendados por el Procurador, vigilar el 

buen funcionamiento del archivo y dar archivo definillvo a los expedientes 

previo acuerdo con el Procurador, recabar del personal técnico a su cargo los 

informes do labores que deban rendir, recibir los depósitos que se efectúen con 

motivo de la intervención de la procuradurla mediante la expedición de los 

recibos correspondientes, cumplir y hacer cumplir las d1spos1c1ones dictadas por 

el Procurador, sustituirlo en sus funciones 

Se Je anaden de igual forma otras facultades como son, prestar especial 

importancia en los casos de falta o retención de pagos de salario, reparto de 

utilidades y Jos relativos al cumpl1mienlo de las normas protectoras de los 

menores, turnar los asuntos a los Procuradores Auxiliares, resolver sus 
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consultas y emitir dictamen sobre las excusas o recusaciones de éstos, atender 

las quejas que se hagan del personal subalterno por parte de los trabajadores, 

Informar al Procurador sobre denuncias de presuntas violaciones a la 

legislación laboral para que de parte a la Dirección del Traba jo y esta en su 

caso, practique las inspecciones, peritajes y demás diligencias administrativas 

conducentes, Incorporar como elemento de prueba los dictámenes psicológicos 

realizados a las mujeres trabajadoras en los casos de discriminación, 

hostigamiento sexual y actos de violencia, siendo estas últimas atribuciones las 

mas relacionadas con la defensorla, pues es de hacerse notar que en ninguna 

de sus atribuciones se alude expresamente a la conciliación. 

El Subprocurador de Atención a Mujeres es el funcionario encargado de 

analizar y atender las quejas presentadas por mujeres trabajadoras en asuntos 

relacionados con discriminación, violación, hostigamiento sexual, despido por 

embarazo y actos de violencia, prestando atención integral y asesorla 

especializada para en su caso ejercitar las acciones e interponer los recursos 

conducentes, debiéndo turnar a la Subprocuradurla de Conciliación y 

Defensorla los asuntos no relacionados con estos rubros, tiene intervención 

conciliatoria pues propone alternativas de solución a los conflictos, le 

corresponde difundir los derechos laborales de la mujer y llevar el control, 

archivo y estadlstica de los asuntos a su cargo, además de proponer al 

Procurador los lineamientos y criterios a seguir en su área. 

Se reiteran algunas facultades del Subprocurador de Conciliación y 

Defensorla en este de Atención a Mujeres, sólo que dentro de su área corno 

son, las de resolver las consultas y emitir dictámenes sobre las excusas o 

recusaciones de los Procuradores Auxiliares n su cargo, informa al Procurador 

sobre denuncias de presuntas violaciones a la leg1slac1ón laboral. incorporar 

corno elemento de prueba los dictámenes psicológicos realizados a las mujeres 

trabajadoras asl como la de autorizar las actas, convenios acuerdos etc., que 

obll!n en su archivo. pudiendo además, sohc11ai la miervenc1ón de pcnlos para 
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que emitan los dictámenes antes citados o de otra naturaleza siempre 

relacionados con el manejo de la problemática de las mujeres trabajadoras. 

El Procurador Auxiliar conseiva casi intactas las facultades expresadas 

en el anterior reglamento, se le exige probidad y respelo con los solicitantes de 

los servicios de la Procuradurla, la asislencia puntual a las citas, audiencias y 

diligencias programadas y turnadas y citar con oportunidad para esos electos a 

los trabajadores. 

Son eslos úllimos funcionarios los que están en mayor grado en contacto 

directo y pennanente con los trabajadores, a ellos corresponde proponer 

alternativas de solución antes que cualquier otra persona y deben 

representarlos ante las autoridades jurisdiccionales cuando una vez agotada la 

conciliación no se haya resuelto el conOicto, deben asimismo atender el asunto 

turnado, rendir informe de labores y del estado de los asuntos encomendados al 

Procurador, integrar debidamente de los expedientes, recabar todos los 

elementos probatorios para la tramitación de los asuntos y hacer del 

conocimienlo de su superior jerárquico los impedimentos que tengan para 

conocer de determinados asunlos. 

Se adiciona un nuevo funcionario que no exislla en la regulación anterior 

llamado Coordinador Adminislrativo y que se encarga de todo lo relacionado 

con la planeación y desarrollo de los recursos humanos (por ejemplo la 

promoción o el cambio de adscripción de personal), asl corno de proponer al 

Procurador las polllicas, normas y procedimientos para la administración de los 

recursos maleriales y de cualquier otra lndole adm1nistrahva para el adecuado 

funcionamiento de la Procuradurla y aquellas actrvidades tendientes a la 

asignación de recursos y al ejercicio del presupuesto autonzado, se encarga de 

igual forma de promover el seivicio social obhgatorio, controla y supeivisa los 

programas de Protección Civil, realiza eventos de carácter social, asl como de 

las comisiones que le encargue el Procurador. 
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La institución cuenta además, con un cuerpo de expertos para dictaminar 

sobre los asuntos en que interviene la Procuradurla, los cuales deben acudir a 

las audiencias en que sean requeridos y rendir bajo su estricta responsabilidad 

los peritajes correspondientes. 

El capitulo de impedimentos para los lunclonarlos de la Procuradurla 

contempla los siguientes: 

a) Con relación al patrón o su representante legal. 

El parentesco; ser o haber sido su apoderado o delensor en cualquier 

juicio o haber fungido como su perito; ser socio, arrendatario, empleado patrón 

o estar bajo su dependencia económica; ser o haber sido tutor o curador o 

haber estado bajo su tutela o su curatela; ser su deudor, acreedor, heredero o 

legalario y lener inlerés personal direclo o indirecto en el asunto. 

b) Con relación al trabajador. 

El ser acusado por el trabajador, su cónyuge, ascendientes o 

descendientes. como autor de un delito o falta; ser o haber sido denunciante o 

acusador del trabajador de un delito o falta; y tener connictos o juicios 

pendientes con los mismos. 

Los funcionarios de la Procuradurla deben excusarse cuando se 

encuentren en los supuestos antes Indicados o bien pueden solicitarla los 

interesados, todo el personal será calificado por los Subprocuradores, estos por 

el Procurador y este a su vez por el Subsecretario de Gobierno del Distrito 

Federal. 

El Procurador, los Subprocuradores y los Procuradores Auxillarns que se 

encuentren impedidos serán responsables: 
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Cuando Intervengan en asuntos para los que se encuenlren impedidos; 

cuando la redacción de actas, citalorios promociones, diligencias, informes o 

alegaciones, alleren subslancialmenle los hechos, pretensiones o declaraciones 

de las partes en conniclo; cuando declaren falsamente ante las autoridades; 

retarden indebidamente la tramitación de algún asunto; cuando dolosamente 

dictaminen que un asunto es improcedente; cuando directa o indirectamente 

reciban cualquier dádiva; cuando sin autorización intervengan en algún asunto 

que se tramite ante una junta especial dislinla a la de su adscripción; cuando 

injustificadamente falten a las audiencias o diligencias; cuando litiguen por su 

cuenta o por lnterpósita persona en asuntos de trabajo; y cuando fallen al 

cumplimiento de sus obligaciones que les impone la Ley Federal del Trabajo y 

la de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Por su parte los peritos, serán responsables cuando no emitan los 

dictámenes con la debida oportunidad, cuando intervengan estando impedidos 

y cuando no emitan dictamen ante la Junta o no lo ratifiquen siendo necesario 

hacerlo. 

El procedimiento conciliatorio que desarrolla la Procuradurla. lo realiza 

primeramente citando a las partes con un mlnimo de 48 horas de anticipación al 

dla en que deba efectuarse la diligencia, debiendo los comparecientes 

identificarse y en tratándose de apoderados o representantes del patrón, 

acreditar su personalidad. estando presentes las partes. expondrán sus 

razonamientos y en atención a los mismos el Procurador Auxiliar propondrás 

soluciones y se harán constar los resullados en actas autorizadas. si la 

propuesta es lesiva a los intereses de los trabajadores la institución la 

rechazará y procederá a demandar. 

Existe en el reglamento una disposición similar a la señalada en la Ley 

Federal del Trabajo que indica que en el periodo conciliatorio no se admitirá la 

presencia de abogados o gestores particulares de los trabajadores durante la 
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conciliación, lo lógico es pensar que ni durante la conciliación ni en ningún 

momento, debe admitirse la presencia de aquellos mientras intervenga la 

Procuradurla, de lo contrario la inlervención de esta autoridad no tendrla objeto 

alguno para intervenir, en el caso de la representación patronal es regla general 

que comparezcan sus abogados particulares. 

Ahora bien, si no se llega a ningún arreglo, la instilución entrara en sus 

funciones de defensorla pública de los trabajadores y en tal efecto ejercitara las 

acciones e interpondra los recursos que procedan para la defensa de sus 

derechos ante las autoridades laborales, administrativas y jurisdiccionales, 

inclusive la representación se podré realizar en los Juicios de Amparo en que 

aquellos figuren como terceros perjudicados. 

Se contempla, como desde la primera reglamentación, la facultad de 

abstenerse de representar a los trabajadores, si previo dictamen que emita el 

Procurador Auxiliar y apruebe en su caso el Procurador o Subprocurador 

respectivo, se determine que no procede el ejercicio de acción alguna, dándose 

por concluida la intervención de esta autoridad. 

Se especifican, desde luego, los supuestos para tal actitud de la 

institución y que son cuando, se proporcionen datos falsos. no se acuda a dos o 

mas de los citalorios, se nieguen a proporcionar información o elementos de 

prueba, desatiendan reiteradamente las indicaciones que se les hagan, 

intervengan abogados particulares o bien que habiendo revocado el poder a la 

Procuradurla pretendan que los vuelva a representar. 

Para hacer cumplir sus determinaciones esle órgano y por conducto del 

Procurador, se establecen la multa de hasta 50 veces el salario mlnimo general 

vigente, la presentación de la persona con aux1ho de la fuerza pública y el 

anesto hasta por 36 horas, como medidas de apremio, las mismas se 
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lrnpondrfm de plano y sin subslanClación alguna, pe.ro siempre debiendo estar 

fundadas y motivadas. 

Otra innovación de esta norrnalividad lo constituye el llamado Consejo 

Consultivo cuyo objeto es analizar las polllicas en materia de procuración de 

justiéla laboral, sugerir medidas para el mejoramiento de los servicios que 

presta la Procuradurla, opinar sobre los nombramientos de Procuradores 

Auxiliares y Peritos, establecer reglas de operación y las que le encomiende el 

Subsecretario de Gobierno del Distrito Federal. 

Lo integran dicho Subsecretario, el Procurador y los Subprocuradores, el 

Director del Trabajo en el Distrito Federal. asl corno dos representantes de las 

áreas de Inspección y Previsión Social de esa dirección, y a invitación del 

Subsecretario, siete representantes de organizaciones de trabajadores y 

Colegios o Academias de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 

3.1.2. La Procuradurla Fodoral do la Dolonsa dol Trabajo. 

La reglamentación vigente de la Procuradurla Federal de la Defensa del 

Trabajo fue expedida por Ernesto Zedilla abrogando la promulgada en 1975 y 

en la cual se contempla una nueva y más compleja regulación. Es pertinente 

aclarar que respecto de las atribuciones y funciones ya senaladas del 

reglamento de la Procuradurla de ta Defensa del Trabajo del Distrito Federal y 

que se repitan en este, no serán reiteradas y nos remitiremos a lo manifestado 

con anterioridad o bien aludiremos a lo no contemplado en aquél 

La Procuradurla Federal es un órgano desconcentrado de la Secretarla 

del Trabajo y Previsión Social. pues tiene autonomla técnica y administrativa. 

que dicho sea de paso y sin encontrarse expmsarnente en la norrnaltvtdad de la 

Procuradurla local del Distrito Federal, consideramos que también participa de 

esta caracterfstica como órgano de autoridad desde luego en su ámbito local, 
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ahora bien, la desconcenlración implica para el derecho administrativo, y 

siguiendo al maestro Serra Rojas quien cita a Sayagués Laso ·se llama 

desconcentración adminislrativa a la transferencia a un órgano inferior o agente 

de la administración central, de una competencia exclusiva, o un poder de 

trámite, de decisión, ejercicio por los órganos superiores, disminuyendo, 

relativamente, la relación de jerarqula y subordinación" y refiere las siguientes 

caracterlsticas de la desconcentración administrativa: 

"a) Es una forma que se sitúa dentro de la centralización administrativa. 

El organismo no se desliga de ese régimen. 

b) La relación jerárquica se acentúa, pero no se elimina para limitar su 

labor, pero el poder central se reserva amplias facultades de mando de 

decisión, de vigilancia y de competencia. No ocupan la cúspide de la jerarqula 

administrativa. 

c) No gozan de autonomla económica 

d) La autonomla técnica es la verdadera justificación de la 

desconcentraclón. 

e) La competencia se ejerce dentro de las facultades del Gobierno 

Federal, y se origina entre órganos superiores de la Administración Pública y 

órganos Inferiores que ven aumentada su competencia a costa de los 

anteriores. 

f) El órgano desconccntrado tiene su régimen por una ley, un Decreto, un 

Acuerdo del Ejecutivo Federal. o el régimen general de una Secretarla de 

Estado, aunque puede operarse en otras entidades •11
• 

1" SERRA ROJAS, Andrcs, Derl!Cho Administrativo, Pnme1 Curso viglls11110 primera 
edición, Pornia, México, 2000, pág. 543 y s 
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Cabe senalar que se integra con un Procurador General quien será el 

lilular de la misma, dependiente jerárquicamente del Secretario del Trabajo y 

Previsión Social (en lo sucesivo, Secretario) un Secretario General y por 

Procuradores Federales quienes son los titulares de las oficinas de la 

Procuradurla Federal de la Defensa del Trabajo en las entidades federativas. 

Las funciones de este ente público son orientar y asesorar. recibir quejas 

y representar a los trabajadores, formular denuncias ante las autoridades 

competentes por violaciones a la legislación laboral y ante el Ministerio Público 

Federal los hechos que puedan conslituir illcitos penales, proponer soluciones 

mediante la celebración de convenios fuera de juicio, llevar su contabilidad, la 

planeación, dirección, control y evaluación de sus actividades conforme a las 

normas aplicables y los lineamientos que emita el Secretario, coordinar sus 

actividades con las Procuradurlas de la Defensa del Trabajo de las entidades 

federativas. 

Se encuentra integrada además de los funcionarios ya sei\alados por tres 

Subprocuradores Generales, el de Conciliación y Defensorla, el de Asesorla y 

Apoyo Técnico y el de Asuntos Foráneos, todos nombrados por el Secretario, 

asl como Procuradores Auxiliares que serán nombrados por el Procurador 

General y Peritos. 

La representación y trámite de los asuntos reside en el Procurador 

General quien despachara los mismos acordando con el Secretario del cual 

depende jerárquicamente según se desprende de la naturaleza de los órganos 

desconcentrados y en el caso que nos ocupa por tratarse de un ente 

dependiente de la Secretarla del Trabajo y Previsión Social, asl al Secretario 

deberá ademas proponerle los anteproyectos de leyes y otras disposiciones 

jurldicas sobre asuntos de su competencia, los convenios de coordinación y 

colaboración administrativa, la creación, modificación y cancelación de 
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Procuradurlas Federales, la delegación de sus facultades en sus suballernos y 

desempenar las comisiones que este le encomiende. 

Sin la intervención del Secrelario, le corresponde denunciar ante la 

Suprema Corte las contradicciones de Tesis que sustenten los Tribunales 

Colegiados, turnar las quejas a la Contralorla Interna de la Secretaria, lo relativo 

a la planeación de la institución, aprobar la información oficial, denunciar ante la 

Junta Federal la contradicción de criterios sustentados en los laudos emitidos 

por las Juntas Especiales, etc .. , por lo demás las facullades son similares a las 

invocadas al hablar del Procurador Local del Distrito Federal a las cuales nos 

remitimos con la salvedad de que se refieren al ámbito Federal 

Las facullades genéricas de todos y cada uno de los Subprocuradores 

Generales son planear y dirigir las áreas a su cargo. proponer al Procurador 

General la celebración de los instrumentos jurldicos que sea conveniente 

suscribir, atender las quejas presentadas en contra de sus subalternos, hacer 

del conocimiento los criterio contrad1clorios de las Juntas Especiales Federales, 

suscribir los documentos de su competencia, delegar sus facultades a 

subalternos, proporcionar datos e información técnica, expedir las 

certificaciones de su competencia. aplicar la medida de apremio, rendir el 

informe mensual, desempenar las comisiones que el Procurador les asigne y 

someler los manuales a consideración de esle. 

De manera especifica al Subprocurador General de Conctliación y 

Defensorla le compete proponer al Procurador General las pollticas a seguir en 

materia de conciliación y de lo contencioso, atender las conciliaciones y en su 

caso representar a los trabajadores, sus sindicatos y beneficiarios, aulorizar los 

proyectos de demandas, los dictámenes de improcedencia del e¡ercicio de 

acciones y los casos en que no proceda representar en 1u1cio, aplicar la medida 

de apremio e informar al Procurador sobre las denuncias por presuntas 

violaciones a la ley para hacerlo del conocimiento a la Inspección Federal. 
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El Subprocurador General de Asesorla y Apoyo Técnico es el encargado 

de obviamente asesorar a los trabajadores sobre el alcance y contenido de las 

normas de trabajo y seguridad social, proponer las polilicas a seguir en este 

rubro, divulgar los lineamientos establecidos por las demás Subprocuradurlas, 

elaborar y presentar las denuncias por violaciones a la ley laboral que puedan 

ser constitutivas de illcitos penales, el análisis y compilación de las tesis en 

materia de trabajo, coordinar Peritos y asignarlos a los juicios, asl como difundir 

los servicios que presta la institución. 

Por su parte el Subprocurador General de Asuntos Foráneos se 

encuentra facultado para coordinar las funciones de asesorla, conciliación y lo 

contencioso que desarrollen las Procuradurlas Federales, vigilar y supervisar 

mediante visitas la actuación de las mismas, turnar los asuntos cuando los 

juicios deban tramitarse ante la Junta o Tribunales Federales en el Distrito 

Federal o bien remitirlos a la autoridad que corresponda cuando se declaren 

incompetentes las Juntas Especiales Federales, debe de coordinar también 

para los efectos de que las Procuradurlas Federales ejecuten los convenios de 

coordinación que se celebren y la planeación y presupuestación de dichas 

Procuradurlas. 

La Secretarla General Administrativa se encarga de todo lo relativo a la 

planeación y desarrollo de los recursos humanos, materiales y financieros, la 

afectación presupuesta!, hace la solicitud a la Secretaria del Trabajo para la 

gestión ante Hacienda a efecto de que autorice inversión en materia de 

adquisiciones, preside el comité de adquisiciones, promueve el servicio social 

obligatorio, turna las demandas de trabajadores o ex trabajadores de la 

Procuradurla a la Dirección General de Asuntos Jurldicos de la Secretarla y 

atiende los asuntos derivados de las relaciones entre el Sindicato de la 

Secretarla y la Procuradurla, además organiza eventos especiales y divulga 

programas y actividades de carácter social. 
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Los Procuradores Federales realizarán las funciones de la Procuradurla y 

representaran al Procurador General en actos, loros y eventos, debiendo 

coordinar sus actividades con las autoridades del trabajo, autorizan la 

improcedencia del ejercicio de acciones o interposición de recursos o la no 

procedencia de la representación en juicio, deben también elaborar 

diagnósticos acerca de ta problemática de su jurisdicción y promover los 

servicios que presta ta Procuradurla. 

A tos Procuradores Auxiliares les atane la asesorta, conciliación y 

defensa y a los perilos emitir los dictámenes correspondientes. 

Por último cuenta el órgano administrativo con un Comité Técnico 

Consultivo integrado con et Secretario y Subsecretario del Trabajo, el 

Procurador General y los tres Subprocuradores y seis representantes de 

organizaciones de trabajadores y do Colegios o Academias do Derecho del 

Trabajo, tos cargos son desdo luego honorlficos, et mismo tiene por objeto 

coadyuvar al mejor cumplimiento de los fines de la Procuradurla, analizando las 

pollticas en materia de procuración de la defensa del trabajo y sugiriendo 

medidas para optimizar el servicio, establece tas reglas de su operación y opina 

sobre los nombramientos de tos Procuradores Federales y Auxiliares. Et comitó 

sesiona cada tres meses. 

El Procedimiento de Conciliación, Defensorla y de Improcedencia para 

representar a tos trabajadores en juicio se rige en los mismos términos que 

sel'lalamos al hablar de la Procuraduria de la Defensa del Traba jo del Distrito 

Federal al cual nos remitimos en obvio de repeticiones innecesarias. 

El Procurador General será suplido en ese orden, por el Subprocurador 

de Conciliación y Delensoria, et de Asesoria y Apoyo Técnico, et do Asuntos 

Foráneos, en ausencia de estos por et Secretario General, éstos a su vez por 

los servidores públicos de ta jerarqula inmediata inferior. 
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Los impedimentos y excusas se rigen por lo previsto en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo. 

3.2. Colaboración ontro Procuradurías dol Trabajo y otras autoridados. 

Bien podrlamos pensar que como lo hacen algunas autoridades o entes 

públicos en materia fiscal, administrativa u otras, celebran convenios de 

colaboración para coordinar acciones, polllicas y procedimientos a seguir a 

electo de lograr un mejor desempeno y cumplir con el cometido que tengan 

encomendados por la ley, en materia de procuración de justicia laboral y 

especifica mente en la Procuradurla de la Delcnsa del Trabajo del Distrito 

Federal, esta efectivamente actúa colaborando con otras instituciones, 

autoridades y organizaciones a electo de coadyuvar y dar cumplimiento a la 

!unción que la ley le impone en beneficio de la clase trabajadora, siendo 

importante aclarar que no existen convenios suscritos, es decir, convenios 

como tales en los que consten los objetivos, normas y procedimientos sino que 

la práctica común de la institución es asistir a las actividades. eventos, 

ponencias, conferencias etc., en que la misma sea invitada para tratar los temas 

y la problematica derivada de la aplicación de las normas del trabajo y de la 

seguridad social en su caracter de autoridad conciliadora y defensora de los 

derechos de los trabajadores, estableciendo y aplicando posteriormente los 

nuevos lineamientos y acciones que estime la institución como convenientes. 

Con relación a la colaboración con otros autoridades lo hace por la vio de 

los oficios institucionales para que se coordinen autoridad con autoridad y 

puedan darle un mejor seguimiento y despacho a los asuntos en los cuales sea 

menester su intervención. 

Asl la Procuradurla Local de la Defensa del Trabajo se encuentra 

vinculada con un sin número de entes públicos y privados con los cuales 

colabora directamente para el mejor despacho de los asuntos de que conoce 

124 



inclusive a través de la instalación de comisiones especiales como la de justicia 

laboral o la de discriminación laboral donde intervienen la Subprocuradurla de 

Atención a Mujeres, un Juez Penal y diferentes secciones sindicales enfocadas 

a la problemática de la mujer trabajadora lodos coordinados por el Gobierno del 

Distrito Federal, y toda vez que serla prolijo mencionar todos y cada uno de los 

entes con los cuales tiene relaciones institucionales. a manera de ejemplo 

sei\alaremos que colabora y se coordina con el Tribunal Federal de 

Conciliación, Arbitraje y La Junta Local y Federal de Conciliación y Arbitraje , la 

Procuraduría General del Justicia del Distrito Federal, la Procuraduría Federal 

de la Defensa del Trabajo, la Dirección del Trabajo y Previsión Social, el 

Instituto de la Mujer, agrupaciones de sindicatos, organizaciones no 

gubernamentales, y en general con cualesquier organismos que se encuentren 

interesados en los problemas derivados de las relaciones de trabajo o de la 

aplicación de las normas laborales y de la seguridad social 

Por lo que respecta a la Procuradurla Federal de la Defensa del Trabajo, 

se encuentra en una situación similar a la Procuraduría local. pues tampoco 

celebra convenios corno tales sino que establece bases de colaboración con 

organismos que van mas enfocadas a la búsqueda de la solución y agilización 

de los asuntos en que intervienen tanto esta autoridad corno los órganos con 

los cuales se colabora, pero se persigue además no solo resolverlos lo mejor 

posible sino evitarlos y esto lo hace proponiendo medidas tendientes a evitar el 

nacimiento de los conflictos en los diversos centros de trabajo, asl tenernos que 

se encuentran celebradas dichas bases con el Instituto Mexicano del Seguro 

Social, Ferrocarriles Nacionales de México, Instituto de Segundad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado, SeMcio Postal Mexicano 

Comisión Federal de Electricidad y Petróleos Mexicanos. como se observa son 

menos los entes con los cuales llene una colaboración directa. quizás por que 

la Procuraduría local se encuentre mas interrelacionada por que por e1emplo en 
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ella . existe una Subprocuradurla de Atención a Mujeres y pues desde luego 

existen muchas organizaciones que velan por los derechos de la mujer. 

3.3. Análisis do la Profoco y do la Profodot. (Brovo ostudlo comparativo). 

Consideramos que es importante el análisis comparativo de la 

Procuradurla Federal del Consumidor con su similar de la del Trabajo, en virtud 

de que por un lado estamos ante la presencia de dos instituciones de carácter 

federal y que tienen polestad para celebrar convenios que pongan fin a una 

controversia en sus respectivos ámbitos de competencia y por otro lado no 

existe una Procuradurla Local del Consumidor ni su respectivo reglamento con 

lo que se deja fuera para estos efectos a la Local de la Defensa del Trabajo, es 

asf que juzgamos adecuado el parangón propuesto, en el enlendido de que 

nos avocaremos principalmenle a lo que dispone la ley acerca de dicho 

organismo en lo refc1enle a los convenios que ante ella se celebran y su 

tratamienlo, haciendo desde luego. una somera revisión a sus atribuciones y 

funcionamiento en general, por último en lo rcferenle a la eslrucluración y 

facultades de la Procuradurla Federal de la Defensa del Trabajo nos remitimos 

a las manifestaciones vertidas en el primer lema del presente capitulo en obvio 

de repeticiones innecesarias. 

La Ley Federal de Prolección al Consumidor publicada el 24 de 

diciembre de 1992 en el Diario Oficial de la Federación. de la cual haremos el 

análisis de la Procuradurla Federal del Consumidor, persigue la prolección de 

los derechos e intereses de los consumidores procurando la equidad y 

seguridad jurldica en sus relaciones con los proveedores especialmente en la 

adquisición de bienes y la prestación de seivicios. la relación jurldica se 

establece entre el consumidor y el proveedor. Las autoridades compelentes son 

la Secretarla de Economla (antes SECOFI) y la Procuradu1la Federal del 

Consumidor, a la primera le corresponde expedir las nomias oficiales 

mexicanas respecto de los productos y su contenido, substancias o 
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ingredientes, pesos, medidas, la forma de información de los mismos etc., y a la 

segunda vigilar el cumplimiento de la ley asl corno sancionar su incumplimiento. 

La Procuradurla Federal del Consumidor es una organismo 

descentralizado con personalidad jurldica y patrimonio propios, es una 

autoridad administrativa y se encarga de promover y proteger los derechos e 

intereses del consumidor y procurar la equidad y seguridad juridica en las 

relaciones entre proveedores y consumidores. su domicilio esta en ésta Ciudad 

de México y tiene delegaciones en toda la república para el despacho de los 

asuntos a su cargo. 

Le corresponden entre otras las siguientes atribuciones. las de proteger 

los derechos del consumidor, representar al consumidor el lo individual o en 

grupo mediante el ejercicio de acciones. de recursos, tramites o gestiones que 

procedan. ante las autoridades Jurisdiccionales. administrativas o ante los 

proveedores, proporcionar información para el mejor conocimiento del 

consumidor de los bienes y servicios que se ofrecen al mercado y sobre los 

propios derechos del consumidor, aclúa como pento y consultor en materia de 

calidad de bienes y servicios, celebra convenios con proveedores y 

consumidores y sus organizaciones para cumplir con los objetivos de la ley, 

vigila que se cumplan con los precios y tantas establecidos asl como con las 

normas oficiales mexicanas, registra contratos de adhesión cuando se pacten 

en térn1inos de ley, procura la solución de diferencias entre los sujetos de la 

relación conforme a los procedimientús establecidos por la propia ley, denuncia 

ante el Ministerio Público los hechos que puedan ser constitutivos de illcitos 

penales y aplica las sanciones establecidas en ta ley 

Las medidas de apremio que podrá aplicar la institución son: 

La multa hasta por el equivalente a doscientas veces el salario mtnimo 

general vigente en el Distrito Federal y; 
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El auxilio de la fuerza pública. 

La Procuradurla del Consumidor tiene legitimación procesal activa para 

ejercitar acciones de grupo en representación de los consumidores ante los 

tribunales para que estos dicten sentencias en que se declare que una o varias 

conductas han causado daños o perjuicios a consumidores y se proceda a la 

reparación del dano por la via incidental, puede emitir mandamiento para 

impedir, suspender o modificar la realización de conductas que ocasionen 

dar'\os o perjuicios a consumidores o que previsiblemente puedan ocasionarlos, 

este ejercicio es desde luego, previo análisis de procedencia que haga la 

Procuradurla y por la vla del mandato que también hagan los consumidores 

perjudicados. 

Ahora bien, lógicamente las atribuciones del Procurador son las 

referentes al desarrollo y cumplimentación de las atribuciones de la 

Procuradurla, asl la representa legalmente. nombm y remueve al personal de la 

misma, propone su anteproyecto de presupuesto, establece los criterios para 

imponer sanciones, delega facullades, fija las normas y polllicas a seguir, 

expide el estatuto orgánico de la institución previa aprobación del Secretario de 

Economla, su designación la hace el Presidente de la República, se le exige 

desde luego el tener Titulo de Licenciado en Derecho y haber destacado en 

cuestiones relacionadas con esta ley, ya sea corno servidor público o como 

académico. 

El peraonal de la instttución se encuentra sujeto al régimen de derecho 

burocrático y cuenta con un cuerpo consultivo para la protección del consumidor 

con facultades para asesorar a la Secretarla Economla. opinar sobre los 

proyectos de normas oficiales mexicanas, sobre problemas espcclficos 

relacionados con la protección de los inlerescs del consumidor y las demás que 

le confiera el Secretario de Economla. 
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Se Integra con un representante de la Secretarla, de la Procuradurla, uno 

de las Instituciones nacionales de ensenan za superior, hasta tres de los 

consumidores y hasta tres de los proveedores, designados por el Secretario y 

respecto do las entidades legalmente reconocidas. 

Cabe hacer notar que en la Procuradurla Federal del Consumidor, 

existen varias unidades administrativas, direcciones y Subprocuradurlas para el 

mejor despacho de los negocios y a efecto de repartir la carga de trabajo y 

atribuciones de la Institución; escaparla de los alcances de este trabajo 

enumerar todas y cada una de ellas y sus correspondientes atribuciones por lo 

que senalaremos los entes que tienen que ver con la conciliación y la 

representación, apoyándonos en el Reglamento de la Ley en cita. 

Es la Subprocuradurla de Servicios al Consumidor la que va a vigilar, 

coordinar y controlar los procedimientos de conciliación, va a aplicar las 

sanciones que senala la ley, procurar la solución de diferencias conforme a los 

procedimientos legales, va a suscribir las resoluciones arbitrales y 

administrativas, y finalmente establecer los criterios y lineamientos para hacer 

efectivas las disposiciones procedimentales. 

La Subprocuradurla Jurldica tiene la facultades de representación ante el 

órgano jurisdiccional, las Delegaciones estatales substancian y aprueban los 

convenios celebrados ante ellas y la Dirección General de Quejas es quien le 

establece a las delegaciones los lineamientos a seguir en materia de 

orientación y asesorla jurldica, propone y aplica los criterios para la recepción 

de reclamaciones, la celebración de audiencias y conventos conc11tatorios, 

calificación de actas. notificación e 1mpos1c1ón de sanciones y medidas de 

apremio que malteen las delegaciones, procura la solución de diferencias 

conforme al procedimiento conc1hator10 y propone y aplica los cntertos para la 

aprobación de los convenios concilialortos 
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Existen disposiciones comunes en cuanto al procedimiento que se sigue 

en la Procuradurla, el mismo se inicia con la reclamación por escrito o por 

cualquier otro medio idóneo, rechazando las notoriamente improcedentes; las 

autoridades, federales, locales y municipales deberán proporcionar los datos 

necesarios para identificar y localizar al proveedor cuando ésta lo solicite, la 

presentación de la reclamación tiene como efecto la interrupción de la 

prescripción de tas acciones legales correspondientes, durante el tiempo que 

dure el procedimiento. 

La Procuradurla debe notificar al proveedor a través de un notificador o 

bien mediante correo certificado con acuse de recibo del propio notificado, se 

prevé la consignación de billetes de depósito cuando el acreedor rehúse recibir 

la cantidad correspondiente, cuando el acreedor niegue entregar el 

comprobante de pago, en caso de duda sobre la procedencia del pago, 

mientras exista incumplimiento de algunas obligaciones contraldas por la 

contraparte, en tanto se concluye el procedimiento ante la Procuradurla; en 

cumplimiento de convenios y laudos; y como garantia de compromisos 

adquiridos ante la Procuraduría. ésta notificara y ordenará la entrega al 

consignatario o bien al órgano judicial competente 

Se acepta dentro de este proccd1m1ento que las partes presenten a su 

perito y el tercero en discordia será designado por la Procuradurla, la 

personalidad se acredita con carta poder firmada por dos testigos en et caso de 

personas flsicas y en las morales será mediante poder notarial. existe una 

disposición muy importante relacionada con el tema central de este trabajo 

dentro de la Ley Federal de Protección al Consumidor en comento, 

especlficamente su articulo 11 O que drspone 

'Los convenios aprnb.1dos y los laudos em1tido5 por Ja Procuradurla tienen fuerza de 

CO&a juzgada y traen aparc¡ada c1ecuet6n. la que podrA promoverse ante los tnbunales 

competentes on la via de ap1em10 o on JUICIO e1ecutrvo, a elocci6n del 1ntero1ado 

130 



Los convenios aprobados y los reconocimientos de los proveedores y consumidores de 

obligaciones a su cargo ast como los ofrcc1m1entos para cumpl11los que consten por esenio, 

formulados ante la Procuradurla, y que sean aceptados por la otra panc. podran hacerse 

efectivos mediante las medidas de apremio contempladas por esta ley 

Aun cuando no medie reclamación, la Procuradurla eslaril facultada para aprobar los 

convenios propuestos por el proveedor y el consumidor. p1cv1a raliflCilción' 

Cabe hacer mención que la Procuradurla Federal del Consumidor actúa 

como órgano conciltador rigiéndose por un procedimiento conciliatorio, haciendo 

la aclaración do que también sigue un procedimiento arbitral, esto es, la misma 

puedo actuar como una autoridad do conocimiento y sancionadora cuando se lo 

otorga el carácter do árbitro por parto do los interesados, aunque puede llevarse 

a cabo por árbitros independientes oficialmente reconocidos, veremos solo el 

primero de los procedimientos por ser el relacionado con la temática de este 

trabajo. 

El procedimiento conciliatorio se desarrolla con el ser'lalamiento de dla y 

hora para la celebración de una audiencia conciliatoria que tendra lugar por lo 

menos, dentro de los cuatro dlas posteriores a la fecha de notificación de la 

reclamación al proveedor, pudiendo llevarse las conciliaciones aun por teléfono, 

pero siempre confim1ando por escrito los compromisos adquiridos. 

Si el proveedor no se presenta a la audiencia o no rinde el informe 

relacionado con los hechos, se le impondrá una medida de apremio, citándolo 

para una segunda audiencia, en un plazo no mayor de 10 dias si no asiste de 

nueva cuenta se le aplica una nueva medida de apremio y se le tienen por 

presuntivamente cierto lo afinnado por el reclamante. s1 el que no se presenta 

es el reclamante se le tendra por desistido de la reclamación y no podrá 

presentar otra ante la Procuradurla por los mismos hechos. 
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El conciliador expondrá un resumen de la reclamación y del informe 

presentado y exhortará a las partes para que lleguen a un arreglo, pudiendo en 

todo momento requerir a las partes los elementos de convicción que estime 

necesarios para la conciliación y éstas a su vez podrán aportar las pruebas que 

estimen convenientes para acreditar los elementos de la reclamación o el 

informe, se puede suspender la audiencia por una sola vez senalamlo nueva 

fecha para su reanudación dentro de los 15 dlas siguientes. De toda audiencia 

se levantará el acta respectiva. 

Los convenios celebrados por las partes serán aprobados por la 

Procuradurla cuando no vayan en contra de la ley y el acuerdo que los apruebe 

no admitirá recurso alguno. 

En caso de no haber conciliación el conciliador exhortará a las partes 

para que designen como árbitro a la Procuradurla, o a algún árbitro oficialmente 

reconocido o designado por las partes para solucionar el conflicto. En caso de 

no aceptarse el arbitraje se dejarán a salvo los derechos de ambas parles 

Si observamos tanto la Procuradurla Federal de la Defensa del Trabajo 

como la Federal del Consumidor se asemejan en su estructura, funcionamiento 

y atribuciones, desde luego salvando la competencia de los asuntos sobre los 

que cada una conoce pues se trata de materias distintas, pero decimos que son 

análogas en virtud de que tienen como común denominador el representar y 

asesorar a los sujetos de la respectiva relación de derecho, se integran con 

Subprocuradurlas, Unidades Administrativas y un Cuerpo de Peritos, 

establecen y celebran bases de colaboración con otros entes y autondades, 

imponen medidas de apremio para hacer cumplir las resoluciones que dicten. 

cuentan con un procedimionto co11c1tmtorio paro avo11ir a l11s partos 011 co11flrcto 

pudiendo 011 caso de arTeglo dar por tormi11ado o/ mismo a trovas de co11ve11ios, 

tienen fundamento en su ley y reglamento respectivos, sus empleados y 

funcionarios subalternos se encuentran sujetos al régimen de derecho 
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burocrático, se trata de dos instituciones federales, califican la procedencia o 

improcedencia de lo quejas o reclamaciones y finalmente cuentan con un 

Cuerpo Consullivo. 

Sin embargo las diferencias entre ambas no podla consliluir una 

excepción, en tal circunstancia es obligada la mención de las más importantes 

desde nuestro concepto, asl lenemos que la Procuradurla del Consumidor es 

un organismo descentralizado del Gobierno Federal con personalidad jurldica y 

patrimonio propios mientras que la Procuraduria Federal de la Defensa del 

Trabajo es un órgano desconcentrado de la Secretaria del Trabajo y Previsión 

Social, el Procurador del Trabajo requiore para el ejercicio de algunas 

atribuciones (ya ser1aladas) el acordar previamente con el Secretario del 

Traba jo y el Procurador del Consumidor tiene por la naturaleza propia del 

órgano mayor independencia para ejercitar las lacullades que le confiere la ley, 

interviene si la Secretaria de Economla pero en una relación de coordinación, la 

designación de ambos funcionarios se realiza por distinto individuo pues al 

primero lo designa el propio Secretario del Trabajo mientras que al otro el 

Presidente de la República, la competencia ciertamente es distinta, pues en 

tanto una se ocupa de relaciones entre proveedores y consumidores la otra lo 

hace de trabajadores y patrones, la Procuraduría del Consumidor cuenla con un 

procedimiento arbitral, ya que la misma puede actuar como árbitro para resolver 

una controversia si las partes asl lo determinan emitiendo en tal virtud laudos 

arbitrales, cuenta con un Estatuto 01gánico y un recu1so de revisión. además 

puede aplicar sanciones distintas a las medidas de apremio por infracciones a 

la ley que dicho sea de paso requieren de un proccd1m1cnto para imponer 

dichas sanciones y en ro/ació11 a los convemos q11e a11te ella se celebra11 según 

ser1a/a s11 legislación, los mismos 11na vez q11e sean aprobados lie11e11 f11erza de 

cosa j11zgada y traen aparejada e¡ec11ció11 ya sea por la via de apremio o 

mediante juicio ejecutivo mercantil ante los Tribunales Civiles y deja la 

supletoriedad del Código de Procedimientos Civiles en materia de pruebas, 
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facullades y funciones que desde luego no tiene la Procuradurla Federal de la 

Defensa del Trabajo. 

Adelantando un poco el tema en relación a los convenios. cabe referir 

que en caso de incumplimiento de las convenciones que se celebran ante la 

Procuradurla Federal del Consumidor no exisle medio coercitivo alguno para 

obligar a las partes a darles el debido cumplimienlo, lo único que hace el órgano 

en virtud de sus limitaciones por tratarse de una autoridad administrativa, es 

dejar a salvo los derechos de las mismas para que los ejerciten por la vla que 

estimen convenienle, a mayor abundamienlo en la praxis civil aun cuando so 

exhibe copia certificada de lo actuado ante el juez civil del fuero comun, el 

convenio de referencia no tiene la fuerza suficiente para que se mande a 

ejecular de manera directa, únicamente sirve como medio de prueba dentro del 

juicio que favorece a la parte actor a, pero no es suficiente tal convenio para que 

el juzgador de manera inmediata ordene su ejecución. lo que va a hacer es 

valorar en tanto medio de convicción pero sin mandar su despacho 

inmediatamente, aun teniendo su aparejada ajoc11cíón lo conducente es seguir 

el juicio ejecutivo mercantil en su procedimiento respectivo o en la vla de 

apremio, Retomaremos este punto en el siguiente capllulo. 

3.4. La Procuraduria do la Dofonsa dol Trabajo on su función conciliatoria 

(convonios). 

El legislador constituyente no instituyó la conciliación dentro de nuestra 

Constitución Federal. si en cambio lo hizo el ordinario en la Ley Federal del 

Trabajo desde 1931 prevaleciendo hasta la hoy vigente. en primer término al 

establecer la Juntas Locales y Federales de Conciliación que son autoridades 

especializadas en esta maleria además de otras facultades. y en las Juntas 

Locales y Federales de Conciliación y Arbitra¡e a través de las etapas 

procesales, la legislación fue evolucionando en este aspecto. en un principio se 

dividió en una audiencia de conciliación, otra de demanda y excepciones y una 
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más de ofrecimiento y recepción de pruebas, después se dividió en dos 

audiencias quedando la de conciliación, demanda y excepciones en una y otra 

de ofrecimiento de pruebas para finalmente quedar todas las etapas en una 

sola audiencia de conciliación, demanda y excepciones, ofrecimiento y admisión 

de pruebas, siempre contemplando la conciliación, disponiendo la ley laboral 

vigente que por Jo que respecta a la etapa conciliatoria únicamente pueden 

presentarse tas partes sin abogado que las asista, dándole intervención al 

órgano jurisdiccional para avenirlas y poder de esta manera dar por terminado 

el conflicto de que se trate mediante un convenio que tendrá los efectos 

jurldicos inherentes a un laudo. 

En el ámbito administrativo el legislador ordinario también facultó a un 

órgano, Ja Procuradurla de la Defensa del Trabajo. para proponer a las partes 

soluciones amistosas para el arreglo de sus conflictos. inclusive Ja 

reglamentación vigente recalca y hace hincapié en la facultad antes señalada y 

va más allá por ejemplo en la de Ja local del Distrito Federal se le da al acta 

donde deba constar dicho arreglo pleno valor probatorio. 

Es as! que a Ja Procuraduría de la Defensa del Traba jo desde su 

surgimiento en 1931 se le otorgó Ja facultad de conciliar como una de sus 

caracterlsticas principales siendo a través de las convenciones el medio por el 

cual se le heria y hace constar el resultado de la avenencia. 

3.5. La Justificación do los convenios, su insorción y finalidad. 

La justificación de los convenios se da en virtud de que, es a través de 

estos en Jos que se va a hacer constar la voluntad de las partes. es decir, no 

existo otro manero quo implique una vordadora obligación jur/d1ca, por la cual 

las partes por un acuerdo de volun/ados, so conslmlan u dar, hacer o no hacer 

alguna cosa sino es por medio de un convenio, en tanto no exista otra figura 

(ademlls de que no hace falta), es est\! el medio adecuado y viable para que los 



Individuos cumplan con lo eslablecido por ellos mismos, ¿a que mas me puedo 

obligar sino es a lo que acordé con alguien y más aun si por escrito y ante una 

autoridad manifeslé esa voluntad?. 

Su inserción en materia de trabajo no podla ser una excepción en este 

sentido, hablamos de la suficiencia de las convenciones para hacer constar una 

obligación jurldica bilateral dentro del campo del derecho, por tanto el Derecho 

del Trabajo no escapa a esta necesidad y conveniencia, en el caso que nos 

ocupa para que el arreglo y la solución de alguna controversia consten de 

manera indubitable, se realiza a través de un acta llamada convenio, luego, en 

la Procuraduria de la Defensa del Traba jo se da por las atribuciones que tiene y 

para hacer más provechoso su actuar, proponiendo algún remedio viable a la 

conflictiva laboral y haciéndolo constar en el multicitado documento. 

En este sentido es indudable que una de las funciones más importantes 

de la Procuradurla es encaminar sus esfuerzos para darte solución a los 

conHictos de trabajo, proponiendo soluciones que desde luego se limitan a eso, 

a proponer, más no imponer, de manera equitativa para llegar a un acuerdo 

vigilando que no haya renuncia alguna a los derechos del trabajador o que no 

se contravenga la ley, coadyuvando también con los órganos jurisdiccionales 

para evitar mayor carga de trabajo y con las parles para evitar se sometan al 

arbitraje y llevar un juicio que implica un riesgo e incertidumbre respecto del 

éxito o fracaso en el resultado del mismo, además la eficaz cumplimentación de 

las órdenes que se emiten en la resolución definitiva es en muchas ocasiones 

dificil darles el cabal cumplimiento por diversas circunstancias tanto de hecho 

como de derecho. 

La finalidad va aparejada con lo que vemmos manifestando, pues es a 

través de los convenios como se va a culminar con la controversia de trabajo 

existente entre un trabajador y el patrón, dejando asentado por esenio ese 

acuerdo de voluntades derivado de la conciliación, permitiendo asl que se 
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cumpla con lo formalmente establecido y haciendo valer su contenido en el 

caso de Incumplimiento aún en contra de la voluntad de una de las partes, lo 

que conlleva a dar seguridad y certeza jurldica a los actos que en ese texto se 

hagan constar. 

Por lo demás la Procuradurla debe en todo momento buscar la 

conciliación que puede ser o no necesariamente económica, ya puede 

interceder buscando, por ejemplo, la estabilidad en el empleo, pero si es 

económica, que mejor forma de dar solución a ese conflicto sino es por medio 

de un convenio, ya que dificilmenle esta última situación y airas podrlan 

hacerse constar en una convención, ya que el patrón tomarla esas medidas 

propuestas en las pláticas conciliatorias, por voluntad propia. 

3.6. La Práctica actual on relación a los convenios celebrados ante la 

Procuraduria do la Dofonsa del Trabajo. 

En la praxis jurldico-laboral ante la Procuraduría de la Defensa del Trabajo 

normalmente se cita (por conduelo del trabajador o algún notificador) a las 

partes para que comparezcan el dla y hora que en el citalorio se senale. ambas 

partes, generalmente el trabajador y un abogado del patrón, estando presentes 

exponen sus argumentos respecto del confliclo de trabajo correspondiente, el 

Procurador Auxiliar del área Concilialoria interviene proponiendo una alternativa 

de arreglo atendiendo a las circunstancias del caso ya d1j1mos que no 

únicamente se puede dar en lérminos económicos, se pueden diferir en algunas 

ocasiones las comparecencias anle la institución (quedando los interesados 

notificados en el mismo acto de cada nueva fecha) siempre a ¡uic10 del propio 

órgano y si es que existen posibilidades amplias de soluoonar el asunto, si la 

conciliación ante el órgano ha sido frucllfera i11med1alamente se dictará el 

convenio respectivo, el abogado de la empresa o patrón deberá acreditar su 

personerla, pues no necesariamente lo hace con anterioridad y se dispone al 

dictado del mismo, una sttuación criticable es que prácticamente. ya no se 
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dictan pues existen formatos de machotes a los que únicamente se les agregan 

y llenan con algunos datos, y digo que es crillcable porque siempre puede 

haber circunstancias particulares a las que hay que hacer especial referencia y 

con formatos ya elaborados desde luego no es posible, finalmente es firmado 

por las partes y por el Subprocurador conducente. 

El convenio puede cumplirse en el mismo acto en que se dicta o bien 

diferir su cumplimiento para una lecha posterior. 

En el supuesto de que se no se haya llegado a un arreglo conciliatorio o 

habiéndose hecho la convención respectiva y no se cumpla, se turna de 

inmediato el expediente que se haya abierto al Procurador Auxiliar de lo 

Contencioso a electo de que elabore la demanda (con las salvedades 

mencionadas al hablar de las lacullades de la Procuradurla) y la presente ante 

la autoridad jurisdiccional para que se inicie el juicio laboral conducente. 

Existen lagunas jurldicas respecto del incumplimiento de los convenios y 

sobre el particular abordaremos el siguiente capitulo, pues hasta este momento 

lo conducente es demandar jurisdiccionalmcnte en el procedimiento ordinario 

de trabajo. 
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CAPITULO IV. LA NUEVA REGULACION JURIDICA DE LOS CONVENIOS 

ANTE LA PROCURADURIA DE LA DEFENSA DEL TRABAJO Y SU DEBIDA 

EJECUCION. 

4. La Ejocución do los convonios colobrados anto la Procuradurla 

do la Dofonsa dol Trabajo. 

4.1. Do la notificación. 

Es innegable la necesidad que tiene la figura de la notificación para hacer 

del conocimiento de las personas algún acto o situación y asl encontrarse en 

aptitud para acudir, comparecer o hacer valer un derecho ante una autoridad, 

desde luego en tratándose de actos procesales cuando el órgano jurisdiccional 

dicta acuerdos o resoluciones de cualquier naturaleza, se acude a las 

notificaciones para que dichas delerm111aciones sean válidas, por lo que 

respecta a algunos órganos admmislrallvos como la Procuradurla de la Defensa 

del Trabajo la regla no es notificar sino citar a las personas, sm embargo esa 

regla no es general pues no todos los órganos administrativos acuden a la 

citación, según vimos, la Procuradurla Federal del Consumidor notifica a los 

proveedores dentro de sus procedimientos entre los cuales se incluye al 

conciliatorio. 

De esta manera las autoridades jurisdiccionales y administrativas para 

hacer saber a un individuo una situación que necesariamente deba conocer o 

atender por tener Intima relación con la misma y que es motivo de su 

actuación, emplean notificaciones o citatorios; en el caso de la Procuradurla de 

la Defensa del Trabajo lo hace por medio de notificadores, los cuales 

curiosamente existen de hecho (aunque pocos) por que de derecho no se 

encuentran expresamente contemplados, pues tanto en el reglamento de la 

local como en el de la federal no se hace mención expresa de dicho funcmnario 

y sin embargo existe en la vida fáctica de la institución. 
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La citación y la notificación son figuras de vital importancia para hacer del 

conocimiento a los destinatarios alguna determinación que haga la autoridad, ya 

que ambas son el medio idóneo, siempre que se cumpla con los lineamientos 

legales, para evitar una violación a los derechos o garantlas de los individuos y 

evitar también que los mismos aleguen desconocimiento de alguna 

circunstancia, pues realizándose en términos de ley, no procederá una nulidad 

cuando se invoque, y la autoridad tendrá toda la certeza al determinar los 

alcances de los actos que haya emitido o posteriormente tenga que emitir. 

Según apuntarnos en el primer capitulo de este trabajo, el Maestro 

Rafael De Pina distingue entre notificación y citación, aludiendo que mientras la 

primera constituye un acto por el cual se hace saber en forma legal a una 

persona un mandato judicial, la segunda es poner en conocimiento de una 

persona un mandato de un Juez o Tribunal para que concurra a la práctica de 

una diligencia, en este orden de ideas, el citatorio implica sólo el hecho de 

poner en conocimiento para que se concurra o presencie una diligencia, 

mientras que en el otro se ordena alguna circunstancia procesal En lo que 

respecta a la Procuradurla de la Defensa del Trabajo, es correcto el empico de 

los citatorios, se le cita a una persona para que concurra a la práchca de una 

diligencia, en este caso conciliatoria, pero creernos que de cierta manera se 

debe considerar corno un mandato no en sentido tan amplio ni con los efeclos 

que tendrla en un proceso jurisdiccional, pero si para aquel de que la persona 

llsica o moral acuda a las plalicas conciliatorias y manifieste si es su voluntad o 

no llegar a un arreglo del asunto, indicamos que debe concurrir por que no 

debernos olvidar que la Procuradurla de la Defensa del Trabajo tiene la facultad 

de imponer una medida de apremio y hacer que la persona de que se trate 

asista y manifiesto lo que a su interés convenga, lo anterior se senala porque 

creernos que no se puede restar valor a una orden de una autoridad 

independientemente de la naturaleza de la misma. 
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En la práctica ante la Procuradurla dijimos, se emplea el citatorio para 

enterar de la existencia de algún conflicto laboral, la diligencia es practicada por 

un funcionario llamado notificador o bien se le deja dicho citatorio a un 

trabajador para que este ·la haga acudiendo a la fuente de trabajo donde 

desarrollo sus labores y lo entregue sin más formalidades. 

Ahora bien, para darle mayor fuerza a los ·actos· de esta autoridad, es 

necesario que se contemple en su reglamento la figura del notificador, pues es 

menester que exista un funcionario encargado de realizar este tipo de 

diligencias y asi reforzar las actuaciones del órgano administrativo, delegándole 

el Subprocurador correspondiente sus facultades de fedatario público que a los 

mismos los sea otorgado por la vla legal y hacer efectivos los apercibimientos 

correspondientes. Se puede alegar que quizás no sea tan necesaria la fe 

pública en la entrega de los cilatorios, es decir generalmente la Procuradurla 

expide los citatorios y la mayorla de las veces el patrón se entera del conflicto 

de trabajo y desde luego, de la cita, esto no genera ningún inconveniente si el 

patrón acude puntualmente ante la autoridad, no obstante no es inveroslmil 

pensar que pueda no acudir, aun cuando en el citatorio se le hace saber las 

medidas de apremio que pueden imponérselo en caso de incomparecencia, por 

lo que so insisto en quo soa el notificador et funcionario que con fe pública 

delegada realice estas diligencias, para que la comparecencia sea obligada. 

En este contexto, cabe mencionar ol significado de la fe pública, 

siguiendo a la Maestra Elena Pérez Duarte, en términos generales se le 

denomina al acto subjelivo de creencia o confianza o bien a la seguridad que 

emana de un documento, ·se está en presencia de afirmaciones que 

objetivamente deben ser aceptadas como verdaderas por los miembros de una 

sociedad civil en acatamiento del orden jurídico que lo sustenta Son 

caracteristicas de la fe pública la exactitud y la integridad. La primera se refiere 
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a la adecuación entre el hecho y la narración, y dota de eficacia probatoria erga 

omnes al inslrumento. Y la segunda proyecta hacia el futuro esa exactitud."m 

En tal virtud debe quedar claro y eslablecido expresamente que tanto el 

Procurador General como los Subprocuradores de la Procuradurla tengan fe 

pública en sus respectivos ámbitos de actuación. pues los mismos autorizan las 

actas, acuerdos, copias certificadas y demas documentos ·que obren en su 

archivo" o que expidan sobre "asunlos de su competencia", -lo anlerior en 

términos do la reglamentación vigente-. pero que consideramos debe estar 

prevista por la ley, más adelanle veremos de que manera- pues ya en aira parte 

dijimos que desapareció la figura del Secretario de la Procuradurla y según se 

observa de las atribuciones que funcionano tenla encomendadas, es en dichos 

Subprocuradores en quienes finalmenle quedaron establecidas. 

El notificador teniendo fe pública debe diligenciar los citatorios en 

términos de ley (se debe observar lo que dispone la Ley Federal del Trabajo en 

lo relativo a las notificaciones) y entregar copia respectiva del mismo con los 

apercibimientos correspondienles, lo anterior a efecto de que se concurra ante 

la autoridad obligatoriamente, aunque sabemos que existen medidas de 

apremio, las mismas casi no se aplican o imponen, el molivo no lo sabemos, 

poro es muy importante para darle el sustento necesario a los actos de la 

Procuradurln, de lo contrario se puedo, sin problema alguno, hacer caso omiso 

al llamamiento que ella haga y no habrá consecuencia alguna, pues de 

antemano se tendrá la certeza de que no se aplica ninguna sanción y esto, 

desde luego, no debe suceder. 

Mencionamos que se debe en lo conducente aplicar la Ley Federal del 

Traba jo en materia de notificaciones, toda vez que los reglamentos de ambas 

procuradurlas son muy generales en su tratamiento con respecto a la práctica 

de las citaciones, el reglamento de la Procuradurla F cderal dispone: 

m DICCIONARIO JURIDICO MEXICANO D·H, Op at P¡\g 1430 
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'Articulo 28. Las not1ficac1ones de tos c1tatorios deberlln hacerse de manera personal 

a tos patrones y sindicatos, en et domic1ho que se~ale el interesado como el del lugar en et cual 

· se prestan o prestaron los servicios y en el domicilio en que tengan establecidas sus oficinas, 

respectivamente, de conformidad con las d1sposic1ones contenidas en ta Ley Federal del 

Proced1mienlo Adm1nislrahvo • 

Articulo 29. Las not1ficaciones y las razones asentadas en los cllatofios tendrán plena 

validez, salvo prueba en conlrario • 

Sobre el par1icular La Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

refiere que las notificaciones y citatorios se harán personalmente. mediante 

oficio entregado por mensajero o correo cer1ificado, con acuse de recibo y por 

edicto, estableciendo que a falta de otra disposición legal de carácter 

administrativo deberán realizarse en un plazo no mayor de diez dlas hábiles y 

más adelante se" ala: 

'Mlculo 36. l.n• not1l1caooocs pe1&00alcs .., ha1án en t~ domoolio del 1nlems.1do o en el 

Ultimo dom.:.aho que la pctwna e quien &e deba nohf1cm haya scl\alj1do ante los. ótganos adm1n1stratrvos 

on or pmcod1m1onlo admimslmhvo do qua 50 lrnlo En lodo C.150, ol notrficadot' 00bor3 CC<CI0(.1158 d°' 

domiolio del 1nlmcsado y debelé enlnlc,¡nr co1>a del acto que s.c noblique y •ellala1 techa y horn en que la 

nolilicaciOn so otoctua, rocabando el nomb<e y fuma do la pe,.ona oon quien se eniMlnda la ddigenoa 

Si csL1 so nMJgn . .., hn•ll conslnr en el octn de nohlicao6n, ""'que eno alede •u validez 

La• nobhcaoones pe11onales. •• enlcndeuln coo la pe<sona que deba '"' notificada o "' 

1cproacnlanlo legal, a falta de ambo•. el no11fl0ld0t dejar~ olal0110 con cualqUICf pct&ona que se 
encuonlrc en el domoho, parn que el inlernsado espere a una hola 111• del dia hllbtl &iguienle St el 

domiolio.., cnconl1a10 oonedo, el 0L1looo MI d"Jalt\ con el vecino 1Mled11110 

Si la pe<sona ha quien haya do no11flcarsc no olendiere el olalOllO. la nobflC3Cl()n .., enlendo<i 

con cu.1iquÍI.• pclllOOO que.., COOJ<.'fl~• en el domoalio on quo.., te.'llice la diligencia y. de negaCMI ~a 

reobil1a o en 1u caso do enconba"" oorraóo el domolio, s.e 1eal11anl p0t 111•tructrvo que s.e r..,a en un 
lugar visiblo del domlCJiio 

De la• diltgonoas en que ronsle la nobficación, el nooflaldol IOI08nl razoo poi esai1o 

10 



Cuando las leyos respectivas nsl lo delcrminen, y Ml desconozca el domiallO da los lrtulares 

do los derechos aledados. tendrA efedos de ne11rocaci6n personal la sogunda publieadón del ado 

rospedivo en el Diario Oficia! do la Federación. 

Mlculo 37.· lns notif1caoooos por edictos so roahzan!n haciendo pA¡licacionos que 

conlendrAn un resumen de L" rcwluoones por nohficar OIChas publocaoones deberán oledualM! por 

tres dlas consecuhvos on el Diana Of1aal do la ledcracióo y en uno de los penódK:o& diario< do mayor 

arrulaaón en el lmnlono naoonal 

Articulo 38. Las nolllicaaonr.s pcrSOMlcs sumrán sus eredos el dla y hora en quo hubieren 

sido realizadas. Lo• plazos empctaran a CO<ror a part11 del dla siguicnle a aquel en que haya suf1ido 

oler.los la nolificaoón 

So londré CO<no l<•cha de not11ícación por CO<roo oortiflClldo la que conste en el ecuse do recibo. 

En las nohflCOdooes por cdláos se lendul COIOO lecha de nohrocación la de la úlOOla 

publi<"nción en el Drano Oficial de la F cdcración y on uno de tos peli6dicos dianas de mayo< cin:Uación en 

el terntorlo nacionel ' 

En el reglamento de la Procuradurla local se dispone 

·Articulo 29.· Para que los piocuradores puedan proponer a las partes interesadas 

soluciones concihalorras para el arreglo de sus connictos. deberán pioceder a criar a ambas 

partes con una anlicipactón mlnima de 48 horas al dla en que deba llevarse a cabo la drhgcncia. 

expresando en la nobficacrón corrcspondienle el dla y hOra scnaladas. asl como el s1t10 de la 

reunión S1 el palrón no acude sin causa ¡uslrficada. se ordenara la medida de ap<emio que 

conforme a esle reglamento pioceda. de acuerdo con la gravedad de la lalla • 

Consideramos pues, que no es necesario que se invoquen en el 

Reglamento de la Procuradurla Federal las disposiciones de la Ley Federal del 

Procedimiento Administrativo (que ademas es muy general y no particulariza 

sobre las citaciones). por que aun cuando estamos anle la presencia de un 

órgano administrativo federal. nada impide e incluso creemos más conveniente, 

que se observe lo dispuesto por la Ley F cderal del T raba¡o en lo relativo a tas 

notificaciones, de la misma forma debe conducirse la Procuraduria local, ya que 

ademas el reglamento de esta ultima contiene una disposición muy genérica 

acerca de las citaciones. y sobre todo se sel'lala lo anterior. partiendo de la base 
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de que ambas instituciones tienen origen en dicha ley, es la norma jurldica que 

aplican y por la que velan su cumplimiento. 

En consecuencia, lomando corno base que las citaciones deberán 

hacerse de manera personal a los patrones y sindicatos, en el domicilio que 

senale el interesado corno el del lugar en el cual se prestan o prestaron los 

servicios o en el domicilio en que tengan establecidas sus oficinas y de que en 

vez de actuario estarlarnos hablando de un no!tficador, las disposiciones de la 

Ley Federal del Trabajo aplicables para este tipo de diligencias son las 

siguientes: 

'Articulo 743.· La pnmera notificación personal se hará de conformidad con las 
normas &iguicntes 

f. El actuario se ccrc10rará de que la persona que deba ser nohf1cada, habita. trabaja 
o llene su domicilio en la casa o local. scnalado en autos para hacer la nohficación; 

fl S1 está presenle el inleresado o su representanle. el actuarlO nollf1cará la 
resolución, entregando copra de la misma. s1 se trata de personal moral, et actuario se 
ascgurma de que la persona con quien enhenda la d1hgenc1a es representanle legal de aquélla 

111 S1 no está presente el interesado o su representante se le de1ara c1tatorio para 
que lo espere al dla siguiente a una hora determinada. 

IV. S1 no obstante el c1tator10. no está presente el interesado o su representante, la 
notificación se hará a cualquier persona que se encuentre en la casa o local, y s1 estuvieren 
éstos cerrados. so f1¡ara una copra do la resolución en la puerta de entrada. 

V S1 en la casa o local designado para hacer la nohlicac16n se negare el interesado. 
5u representante o la persona con qull'n so enticnda la d1hgencia. a rcc11.Nr la no11r1C11cl6n. esta 
se halil por instructrvo que se f1¡ará en k1 puerta de la misma, ad¡untando una copia de la 
resoluc16n, y 

VI En el caso del articulo 712 de L'Sla ley (cuando el tmba¡ador ignorn el nombre del 
patrón. debe exprl!lk1r cuando menos el domic1ho) el actuar10 se cercroraril de que el local 
designado en autos, es aquel l'fl que se prestan o se prestaron los servic10s 

En todos los casos a que se refiere este articulo. el actuano asentara razón en autos. 
scr\alando con ck1ndad los elementos de conviccKin en que se apoye 

Articulo 747 ·Las not1f1caoones surtdn sus electos de la maneia siguiente: 
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1 Las personales. el dla y hOla en que se practiquen, conlilndose de momento a 
momento, cualquiera que sea la hora en que se haya hecho la notificación, salvo disposición en 
contrario en la Loy. 

Mlculo 748.· Las nollficac1011es deberlln hacerse en horas hilblies con una 
anlicipac16n de veinticuatro horas, por lo menos, del dla y hora que deba efectuarse la 
diligencia, salvo d1sposic1ón en contrario de la Ley 

Mfculo 75ú· Las nol1hcac10nes. citaciones o erPplazam1entos deberán realizarse 
dentro de los cinco dlas SllJU1entes a su fecha, salvo cuando expresamente en la resolución o 
en la Ley ox1sla disposición en contrarlO • 

De esta manera se podrá hacer que el patrón concurra necesariamente 

ante la Procuradurla para que intervenga en las pláticas conciliatorias derivadas 

del surgimiento del conflicto de trabajo respectivo, desde luego no se le puede 

obligar a que se arregle, pues no serian pláticas sino imposiciones lo que sobra 

decir es contrario a derecho, esto se deja a su voluntad, sin embargo si debe 

asistir y manifestar lo que a su interés convenga. 

Oificilmente será necesario agotar los supuestos de la Ley antes 

se~alados, porque la mayor parte de las veces se trata de situaciones muy 

actuales, es decir, generalmente el trabajador no tiene mucho tiempo a partir 

del cual tuvo el problema laboral con su patrón, por ejemplo, no tendrla mucho 

tiempo en que se le despidió. de esta manera se entiende que el centro de 

trabajo aun se encuentra funcionado en su normalidad, pues si desapareciera la 

fuente de trabajo aun para el órgano jurisdiccional serla dificil llamar a la - para 

entonces· parte demandada, el notificador no tendrá mud1as dificultades en 

hacer del conocimiento del patrón vla citatorio la existencia del conflicto, 

únicamente basándose en el domicilio que le haya proporcionado el trabajador, 

sin embargo todo lo antes manifestado sirve para fundamentar bren la actuación 

de la Procuraduría, pues ninguna autoridad puede hacer cosa distinta de 

aquello para lo cual está facultada, además de que se le da, insistimos, 

certidumbre plena a los actos de la misma, maxime que el servidor público que 

ha de realizar la diligencia se encuentra investido de fe pública teniendo las 

razones asentadas en los citatorios que realice plena validez y no como hasta 
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ahora se viene haciendo, en que no está debidamente sustentado el actuar de 

. la institución en ?si~ rubro, pues inclusive esa diligencia dijimos, ta llega a 

realizar et propio trabajador. 

Siguiendo este orden de ideas, el citatorio debe contener por to menos 

los siguientes requisitos: 

l.· La autoridad que lo emite y su domicilio 

11.-EI nombre del trabajador quejoso y el motivo de la citación 

111.-EI lugar, dla y hora en que tendrán verificatlvo las ·pláticas 
conciliatorias 

IV.-EI apercibimiento para el caso . de 
justificada 

v .• El nombre y la firma del funcl~~ario q~~Jch~íTiit~ y del ·n¿lificador 
que lo diligencie. · · · · 

4.2. Do la nocosldad do acreditar la porsonalldad~ 

Usualmente cuando se acude ante la Procuradurla de la Defensa del 

Trabajo, el patrón o su representante legal o bien los abogados de este, se 

presentan ante un Procurador Auxiliar del área conciliatoria para atender la 

queja de trabajo respectiva. y no acreditan su personalidad o personerla según 

se trate e inclusive no se levanta ninguna acta: generalmente una vez que 

manifiestan sus argumentos acerca del conflicto, escuchan a dicho funcionano 

quien a su vez les plantea posibles soluciones que al mismo pueden darsele, y 

en caso de arreglarse se vuelven a presentar y ahora si. acreditan su calidad o 

bien, simplemente se ser'\ala nuevo dla y hora para que tenga venfica!lvo una 

nueva platica conciliatoria o para que el patrón haga un ofrecimiento concreto, a 

efecto de poner fin al asunto. 
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Ciertamente el hecho de presentarse ante la autoridad implica que el 

patrón o cualquier persona que lo represente, manifiesta interés en el asunto al 

acudir ante el órgano administrativo y se puede alegar que por esa simple 

presencia por el momento no es necesario que acredite legalmente la calidad 

con que se ostenta, dicha afirmación es adecuada puesto que efectivamente se 

pone de manifiesto la preocupación patronal al asistir a las pláticas 

conciliatorias. 

No obstante, aun cuando sucede en la praxis, siempre y cuando 

efectivamente acude el patrón, en el momento en que se llegue a un acuerdo y 

al arreglo del conflicto, se debe forzosamente acreditar la personalidad o 

personerla con documento fehaciente para estar en la certeza de que 

efectivamente existe esa representación o se trata de la persona moral o llsica 

que es llamada ante esta autoridad como patrón, ya que de esta manera 

existirá plena seguridad de que la persona que se presenta tiene efectivamente 

interés, pero además no un interés cualquiera, sino uno de carácter jurídico en 

et conflicto de trabajo. 

Cabe referir lo siguiente, el patrón deberá acudir necesariamente ante la 

Procuradurla so pena de la imposición de una medida de apremio y cuando 

únicamente se asista a las pláticas conciliatorias sin que se llegue a un acuerdo 

y se difieran las mismas para fecha posterior. el Procurador General. el 

Subprocurador correspondiente, deberé hacer constar en el acta respectiva la 

comparecencia de ambos su1etos. pero deberá exigir en el caso de que se 

llegue a un acuerdo en el asunto y se proceda al dictado del convenio con el 

cual se le de solución a la controversia. se exhiba copia sunple y original o copia 

certificada del poder o teshmonio notarial con que se acredite la representación 

de la persona moral por parte del compareciente, debiéndose hacer el cotejo o 

compulsa de dichos documentos por los funcionarios antes citados y en caso de 

tratarse de persona llsica, que expresamente reconozca la relación de trabajo, 
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con la carta poder si es apoderado o bien con una identificación oficial si acude 

personalmenle. 

Asimismo la Procuradurla de la Defensa del Trabajo dará fe 

precisamente de la exhibición de los documentos con que se identifiquen los 

compaiecienles para los efectos conducenles, es decir, la auloridad hará 

conslar que se acredito la personalidad o personerla patronal y obrera, para el 

efeclo que será principalmenle el de darle esa certidumbre de que se !rata de 

trabajador y palrón respectivamenle y de que es voluntad de ambos arreglarse 

medianle el convenio que se realice ante ella, asl nueslras convenciones 

podrán ser mandadas a ejecular por la auloridad jurisdiccional conforme a lo 

que planlearemos al referirnos a la propuesta de ejecución. 

4.3. Dol lncumplimlonto do los convenios. 

Corno lodo ordenamienlo juridico, el reglamenlo de la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo es perfeclible, el legislador no puede ni con mucho, normar 

ladas las conduelas en que puedan encuadrar los individuos, lógicamente 

porque el desarrollo de las relaciones entre estos se encuenlran en constante 

cambio, de esla manera es necesario adecuar a las exigencias de los nuevos 

tiempos el orden jurldico, una forma de regular las conductas es observando los 

posibles supuestos que se reiteran en la vida cotidiana. en el caso que nos 

ocupa la rcglarnenlación de la instilución en comenlo no prevé mucho al 

respeclo del incumplimienlo de los convenios que ante ella se celebran. 

Lo que dicho ordenamiento dispone es que para el caso de no haber un 

arreglo conciliatorio, no obstante la intervención de este órgano administrativo 

para tratar de solucionar el conflicto obrero-patronal. y toda vez que el mismo 

tiene funciones de defensorla pública para ejercer sus facultades de 

representación, el paso a seguir cs. con los datos y medios probatorios que le 

aportan los !rebajadores, sus beneficiarios o sindicatos, elaborar la demanda 

149 



correspondiente e iniciar el procedimiento ordinario laboral ante la Junta de 

Conciliación y Arbitraje correspondiente, según se trate de competencia local o 

federal; observamos asl que aún cuando expresamente no se encuentre 

estipulado y al igual que la Procuradurla Federal del Consumidor, la 

Procuradurla de la Defensa del Trabajo tiene legitimación procesal activa para 

demandar ante la autoridad jurisdiccional. 

Es perfectamente posible y viable que una persona en su carácter de 

representante del patrón, pueda acudir ante la Procuradurla de la Defensa del 

Trabajo y celebrar una o varias platicas conciliatorias con la finalidad de dar 

conclusión al conflicto suscitado, además puede también y ya acreditada su 

personerla comprometerse a pagar al trabajador una cantidad por que estuvo 

de acuerdo en solucionarlo e inclusive pactar una pena convencional, todo esto, 

haciéndolo constar por escrito y ratificándolo ante esta autoridad; si paga en 

ese momento se acabó el asunto, se le entrega su respectiva copia, que puede 

ser certificada o no, en los tém1inos que lo venimos manejando, es decir, 

quedando de una vez establecido el carácter de fedatarios públicos de tos 

principales funcionarios responsables de la actuación del órgano administrativo, 

sin embargo, ¿que sucede si aun y cuando se obliga y compromete pagar, en 

una fecha postmior y no lo hace? 

En la praxis jurldico laboral, lo más que podrla hacer la autoridad es 

imponer una medida de apremio para el caso de incumplimiento de un 

convenio, la cual por lo demás no esta prevista para esta hipótesis, pues sólo 

es para los efectos de que se concurra ante la misma, en consecuencia, en 

caso de imponérsele, se puede atacar en vla de amparo por no haber un 

supuesto jurldico aplicable al caso concreto, antes de dar respuesta a esta 

inlerrogante, veamos la naturaleza de los convenios laborales, para establecer 

los alcances de la obligación contralda en ellos. 
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4.4. Naturaleza del Convenio Laboral. 

Como lo hemos venido reiterando no se debe eludir una obligación de 

· ninguna especie y mucho menos una de carácter jurldico, de cualquier forma 

que se le quiera ver las obligaciones jurldicas son de una sola naturaleza que 

es, la de ser un vinculo jurldico por el que Clos o más personas (acreedor y 

deudor, trabajador y patrón, consumidor y proveedor etc .. ) se encuentran en la 

necesidad de dar. hacer o no hacer alguna cosa, teniendo la nota distintiva de 

ser bilateral, porque a todo deber jurldico corresponde un derecho y coercible 

porque implica la posibilidad de oblener su cumplimiento aun por la fuerza y en 

contra de la voluntad del deudor. 

Siguiendo al Maestro Joaquln Martlnez Alfara es una "relación de 

naturaleza jurldica entre dos personas, llamadas deudor y acreedor, por la cual 

el deudor se encuentra en la necesidad jurldica de ejecutar una prestación a 

favor del acreedor, quien a su vez está facultado para recibir y exigir la 

prestación en su favor." 116 

Indudable es que ese convenio viene a constituir una fuente de las 

obligaciones (el hecho que las genera). en virtud de que se trata de un acto 

jurldico bilateral, el cual deberá cumplirse salisfaciéndose la prestación debida. 

Por eso decimos que los convenios celebrados ante las autoridades 

laborales no dejan de tener esa naturaleza, ya que el convenio que se celebra 

ante la Procuradurla participa de las mismas caracterlsticas que los normados 

por la legislación civil, lo anterior se afirma sin desconocer la naturaleza del 

derecho del trabajo, sin restarle su autonomla con que cuenta respecto de las 

ramas del derecho en general, pues particular del derecho del traba10 lo son, 

por ejemplo, el conlralo colectivo, el contrato ley, el contrato individual de 

116 MARTINEZ ALFARO, Joaquln: Teoria de las Obligaciones. cuar1a ed1c16n, Pomia, 
México, 1997, pág. 1. 
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trabajo, la huelga, los sindicatos, los máximos y mlnimos legales respecto de 

las condiciones de trabajo, etc .. , por lo que, es un hecho, que las convenciones 

laborales no escapan de las caracterlslicas del derecho común pues ¿que otra 

cosa es ese convenio que se celebra ante la Procuradurla de la Defensa del 

Trabajo o la Junta de Conciliación y Arbitraje sino ~r¡ acuerdo de voluntades? y 

es convenio y no contrato por que en virtud del mismo se crean y extinguen 

derechos y obligaciones, por ejemplo al pagar en forma pecuniaria. 

Cabe volver a citar el articulo 1793 del Código Civil cuyo texto senala 

Articulo 1793.· 'Convenio os el acuerdo do dos o más personas para croar, transferir, 

modificar o extinguir obligaciones' 

En consecuencia, si ya manifesté mi voluntad como patrón o su 

representante; o bien, como trabajador aceptando el arreglo propuesto, lo 

conducente es que cumpla, pero si no se hace, es de sel'\alarse que existen 

lagunas para el supuesto de incumplimiento o bien se deja hasta cierto punto 

sin sustento esa manifestación de voluntad, por que lo que procede es 

demandar ante la Junta su cumplimiento y para eso se lleva el juicio completo 

en todas sus etapas, es decir, en conciliación, demanda y excepciones, 

ofrecimiento y admisión de pruebas 

Veamos como se procede con respecto a la Procuradurla Federal del 

Consumidor. Según observamos al hacer el parangón entre Procuradurlas en el 

capitulo antecedente, la Ley Federal de Protección al Consumidor. establece y 

ordena a la Procuradurla iniciar cuando lo solicite el interesado, debido a que 

también cuenta con facultades de representación, el ¡u1c10 ejecutivo civil o la vla 

de apremio para hacer cumplir los convenios que ante ella se celebran; vemos 

que se prevé un supuesto jurldico para el caso de incumplimiento. sin embargo 

también, que es menester iniciar el juicio o la vla en las etapas 

correspondientes y la convención es tomada en tanto medio de convicción que 
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será valorado con las demás pruebas que en el juicio se aporten, por lo que no 

implica una probanza completamente suficiente. 

El derecho civil y mercantil en tanto ramas del derecho privado, parten 

del principio de igualdad entre las partes, por eso en el ámbito de su derecho 

procesal siempre el que afirma esta obligado a probar, hay pues, una igualdad 

procesal, en tal sentido se procede en el juicio ejecutivo, ya civil, ya mercantil 

pues al igual que la relación sustancial, la adjetiva debe seguir los mismos 

principios, ambos tienen su fundamento en las relaciones privadas de las 

personas, los tllulos ejecutivos que son los documenlos base para el ejercicio 

de la acción sirven como medio de prueba para en primer término proceder al 

embargo y posteriormente llevar en sus etapas el juicio. La existencia del juicio 

tiene su justificación por que el acto fue celebrado por particulares y al tener 

este carácter fácilmenle puede suceder que, por ejemplo, se objete en 

autenticidad de contenido y firma el documento que sirve de fundamento para la 

acción ejecutiva, o bien por instrumentos publicas que dan fe precisamente de 

esos actos entre particulares y que se desconocen; es por situaciones como 

estas que surge la necesidad de un juicio que lleve a la convicción del juez de 

que es cierta la obligación que el Ululo (ejecutivo) consigna y que se pretende 

hacer valer. 

4.5. La formula civilista para el cumpllmlonto do los convenios. Noción de 

ojocuclón, juicio ojocutlvo y Ututos ojocutlvos. 

En primer ténnino, distingamos el significado del vocablo ejecución. Esta 

acepción alude a la acción y efecto de ejecutar. Ejecutar es, a su vez, realizar, 

cumplir, satisfacer, hacer efectivo y dar realidad a un hecho. 

El lenguaje jurldico no difHJre. en lo sustancial, de estas acepciones. Pero 

el vocablo sufre una especie de desdoblamiento. 
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Se habla de ejecución de las obligaciones para referirse a la acción 

mediante la cual el deudor cumple con lo que debe, dando, haciendo u 

omiliendo alguna cosa. Es ésta la forma voluntaria, nonTialmenle espontánea 

del derecho y existe también la llamada ejecución forzada, que opera cuando el 

acreedor debe acudir a los órganos jurisdiccionales para que procedan 

coactivamente, 117 desde luego, ta ejecución de nuestras obligaciones 

incumplidas y establecidas en nuestro convenio se hará por la vla forzosa. 

Ahora bien, someramente, veamos que implica un juicio ejecutivo y la vla 

de apremio, ya que observamos que algunos convenios celebrados ante 

autoridad administrativa se hacen valer por estos medios; lo anterior se sel\ala 

para posteriormente estar en aptitud de proponer la vla o forma de proceder 

para ejecutar nuestro convenio laboral. 

Un jurista del siglo pasado refiere "El juicio ejecutivo es un juicio breve y 

privilegiado, en el que constando una deuda en virtud de un instrumento cierto, 

se procede violentamente al pago, - prosigue haciendo la diferencia de este 

juicio con el ordinario· en el juicio ordinario se disputa si se debe o no tal cosa o 

cantidad, y la sentencia declara la afirmativa o la negativa, y en el juicio 

ejecutivo consta, en virtud de un instrumento cierto, que hay una deuda, y se 

procede violentamente al pago... consiste, pues, la naturaleza del juicio 

ejecutivo, en que haya una deuda por cobrar y en que esta deuda conste en 

virtud de un instrumento cierto, de aquellos que están sel'\alados por las leyes, y 

de los que se dice llevan aparejada ejecución, y en que se proceda 

violentamente al pago de dicha deuda • '" 

1t1 Cfr. COUTURE. Eduardo J. Fundamentos del Derecho ProceSill Civil, Op. cit. Pag. 
438 y s. 
111 ROA BARCENA, Rafael, Manual Razonado De Práctica Civil Forense MexiCilna, 
UNAM 1.1.J, s/e México 1991, pag 229 y s 
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Los maestros Castillo Larral'\aga y De Pina citan a Manresa quien define 

al juicio ejecutivo como "el procedimiento que emplea a instancia de un 

acreedor contra su deudor moroso para exigirle breve y sumariamente el pago 

de la cantidad liquida que le debe de plazo vencido y en virtud de un documento 

Indubitado• citan asimismo a Vicente y Caravantes quien sobre el particular 

alude ·es un procedimiento sumario por el que se trata de llevar a efecto por 

embargo y venta de bienes el cobro de créditos que constan por algún titulo que 

tiene fuerza suficiente para constituir por si mismo una probanza.""' 

Como se observa básicamente es un juicio especial para hacer valer un 

documento indubitable para ejecución, sin sujetarse a los términos de los 

procedimientos ordinarios para satisfacer una deuda derivada del 

incumplimiento, su fundamento es pues un titulo ejecutivo que da la certeza 

necesaria para el despacho de la ejecución. 

Pero también se ejecutan a elección del accionante, por medio de la vla 

de apremio que es "el procedimiento que ha de seguirse para obligar al 

cumplimiento de una conducta ordenada."110 El deudor puede optar por esta 

otra de las formas ejecutivas en la legislación común, teniendo este tipo de 

procedimiento una tramitación especial en el Código de Procedimientos Civiles 

y como fundamento para su procedencia las sentencias, los convenios 

celebrados en juicio y los celebrados ante la Procuradurla Federal del 

Consumidor. 

Sobre los tltulos ejecutivos cabe referir lo siguiente: 

El maestro Rafael Roa en relación a tos tltulos que llevaban aparejada 

ejecución en el siglo XIX, sel'lalaba con base en la ley de 1 B de mayo de 1821 

119 CASTILLO IARRAÑAGA. Josó y Rafael DE PINA.~ 
brcx:esal Civil. segunda edición. Porrua. México. 1950. p3g 383 
10 ARELIANO GARCIA. Carlos. Derecho Procesal Crv1I. séptima edioón. Pomia, 

México, 2000. pag 372. 
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entre otros: la transacción, cuyo efecto es terminar los pleitos, debiéndose 

confonnar con ella los litigantes, por lo que tiene fuerza de cosa juzgada; pero 

entendiéndose esto de las que se han hecho ante escribano público. A las 

transacciones deben agregarse los convenios hechos en las conciliaciones o en 

las juntas judiciales, acreditados por la certificación de la autoridad ante quien 

pasaron; por que la conciliación ó esos convenios tienen carácter de verdadera 

transacción, y van por lo mismo acompañados de fuerza ejecuhva. 

El titulo es ejecutivo en cuanto legitima un acto ¡urldico en él 

contenido. 121 Se distinguen desde su aspecto formal y sustancial, los primeros 

son aquellos que la ley reconoce expresamente y los segundos son aquellos 

que deben contener un acto jurldico del que se derive un derecho y, 

consecuentemente, una obligación cierta, liquida y exigible. 

El actual Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 

enuncia en el articulo 443 los titulas que llevan aparejada ejecución, esto es, 

que llevan en si mismos la ejecutabilidad o bien que la tienen impllcita, ente 

ellos Jos convenios de la Procuradurla Federal del Consumidor. 

El jurista espal\ol Leonardo Prieto Castro señala al respecto "el titulo 

ejecutivo supone en el fondo una reacción contra la eterna lentitud de la curia, y 

está basado en Ja idea de que toda obligación que conste con certeza debe 

encontrar de inmediato cumplimiento sin pasar con una larga y dispendiosa 

cogniciónº 122
, certeras y contundentes son las palabras de este procesalista. es 

elocuente su afirmación, pues, que otra cosa consecuencia nace de una 

obligación sino la de cumplir, y si consta en documento auténhco lo conducente 

debe ser su pronta ejecución. 

111 BECERRA BAUTISTA, José, Et Proce50Civit en México Op cd pág. 305. 
111 PRIETO·CASTRO Y FERRANDIZ, Leonardo, Derecho Procesal Civil, Vol. 11, 
segunda edición, Tecnos, Espalla. 1974. pág. 184. 
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El mismo autor al hablar de los lltulos ejecutivos hace el siguiente 

distingo 'los lltulos que abren el proceso de ejecución, con aprehensión de 

bienes del deudor y realización de los mismos para pago al acreedor ... son de 

dos clases: jurisdiccionales y no jurisdiccionales, según se hayan obtenido tras 

una cognición judicial mas o menos amplia o sin ella. 

A. Tltulos jurisdiccionales. 

a) Sentencias firmes de condena 

b) Sentencias dictadas en procesos sumarios etc. 

B. Titulas no jurisdiccionales 

a) Laudos dictados en arbitrajes de derecho privado, previa 

homologación del órgano jurisdiccional. 

b) Convenios logrados en conciliación cuando el valor del objeto no sea 

superior a 50,000 pesetas, convenios conciliatorios en cuestiones de trabajo y 

sindicales en el mismo ámbito. 

c) Transacciones logradas judicialmente.· m 

Finalmente el maestro Eduardo J. Couture hace una serie de 

afirmaciones en lo que respecta a este lema por demas interesantes -después 

de partir de la base de que para algunos autores el titulo es, en tanto su 

significación material, es decir, la calidad, atributo y condición respecto del 

derecho y para otros su significación es instrumental al considerar el 

documento, papel, pieza o conjunto de piezas escritas· sostiene que ·para que 

el titulo ejecutivo sea tal. .. es menester la reunión de dos elementos; por un 

lado, la existencia de una declaración de la existencia de una obligación que la 

111 lbidem. Pág. 162 y s. 
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ejecución tiende a satisfacer; por otro, la orden de ejecución' m distingue la 

acepción de titulo que puede equivaler a una calidad, (titulo de dueño, titulo de 

heredero), se tiene titulo cuando se está habilitado jurldicamente para hacer 

una cosa, pero también se tiene titulo cuando se tiene en la mano el documento 

que acredila esa calidad, desde luego puede haber calidad sin documento y 

documento sin calidad. 

Más adelante sena la 'es posible hallar, pues, en otras leyes tltulos 

ejeculivos que, considerados en visión sistemática, podrian ordenarse de la 

siguiente manera: 

a) actos de autoridad jurisdiccional: sentencias de condena, 

b) contratos suscritos por ambas partes o por el obligado 

exclusivamente: contratos bilaterales que consignan obligaciones de 

pagar cantidades de dinero liquidas y exigibles o de entregar cosas 

que no sean dinero, actas de conciliación, obligaciones cambiarías en 

general y en algunas legislaciones la confesión, etc , 

c) certificaciones o constancias decretos de expropiación, planillas de 

contribución inmobiliaria etc 

El distinto origen del titulo ejecutivo (jurisdiccional, contractual, 

administrativo) no modifica la esencia del procedimiento posterior. En este 

sentido cabe pensar en una especie de prolongación natural del concepto de 

ejecución, como medio de asegurar la eficacia práctica de determinados 

derechos presumiblemente electivos como son los rnencronados. En ellos aún 

la ausencia de cosa juzgada, puede partirse, dadas las garantlas de que están 

rodeados, de una presunción favorable al acreedor. Pero en todo caso es la ley 

la que instituye el titulo ejecutivo.'' 1~ 

11
• COUTURE J. Eduardo, Op. cit, pag. 440. 

•n lbidem, Pág. 444 y s. 



Con lo anterior se hace notar que en el ámbito del derecho privado, o lo 

que es lo mismo el común, existen formulas para dar la debida cumplimentación 

a los convenios que celebran ante autoridad jurisdiccional o ante autoridad 

administrativa como es la Procuradurla Federal del Consumidor, teniendo 

autentica fuerza ejecutiva la primera de estas y en tal virtud en este ámbito la 

salida legal para su ejecución lo es por medio del juicio e1ecutivo y de ta vla de 

apremio, esto es, hay juicio ejecutivo y un procedimiento que se fundamentan 

en titulas ejecutivos, y atendiendo a la naturaleza de estos documentos, los 

mismos no difieren mucho de los convenios laborales de la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo e inclusive se podrla afirmar que participan de las 

caracterlsticas de aquellos, pues el traba1ador tanto es portador del documento 

(si se le quiere ver desde el punto de vista de que la persona debe tener el 

documento con que lo aC1edite) como de la calidad (pues es el titular del 

derecho con la correlativa obligación del palrón) o bien los convenios laborales 

consignan una obligación cierta, liquida y exigible ( de la parte patronal) y un 

derecho (de la parte obrera), para que se configure como lltulo ejecutivo. 

Aunado a esto, según observamos en la legislación y doctrina española y 

uruguaya se admite la ejecución de los convenios celebrados en conciliación. 

pues el mismo es nada más y nada menos que un titulo ejecutivo, sin que 

medie una autoridad jurisdiccional en su nacimiento. y en nuestra legislación 

civil del siglo antepasado a los convenios se les consideraba corno verdadera 

transacción acompal'lados de fuerza ejecutiva 

Asl pues, estimamos que en la legislación del trabajo deben 

considerárselas a los convenios laborales corno documentos que llevan 

impllcita o aparejada ejecución cuando no exista renuncia do derechos del 

trabajador, o inclusive poderlos considerar corno titulas ejecutivos en todo el 

rigor de la acepción. 
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Es momento de revisar una de las posibles formas en que pudiésemos 

darle, en nuestra materia, la ejecución debida a las rnulticitadas convenciones 

laborales incumplidas . 

. . 4.6. Do la Idea paraprocosal do la ojocución do los convenios. 

Dentro del Derecho Mexicano del Trabajo existen varios medios 

procesales para dar solución a los problemas derivados de la aplicación de las 

normas de trabajo y situaciones diversas del mundo láctico que transcienden al 

ámbito juridico-laborai, de esta manera el legislador de 1980 creó un 

procedimiento sui generis distinto del procedimiento ordinario del trabajo, 

llamado procedimiento paraprocesai o voluntario cuya regulación se encuentra 

establecida en el Capilulo 111 Libro Quince de la Ley Federal del Trabajo, desde 

luego no es éste el único, tenemos el procedimiento especial, el de huelga, 

etc ... pero para los electos de el presente trabajo referiremos únicamente al 

citado en primer término 

Nos encontramos en este procedimiento paraprocesal situaciones que 

necesitan de la declaración jurisdiccional anle planteamientos unilaterales 

efectuados por los trabajadores o los patrones, en que no existo propiamente 

un conflicto entre partes, son asuntos no litigiosos, son procedimientos no 

contenciosos, aunque la diferencia especifica no necesariamente debe ser la 

conlrovorsia o no, lada vez que puede haber juicio en rebeldla y no por esa 

circunstancia deja de ser jurisdicción contenciosa. lo que falta en este tipo de 

procedimientos es la cuestión entre partes, no existe una cuestión jurldica a 

resolver entre las mismas, sino una solicitud de mtervención de la autoridad 

jurisdiccional. 

Sobre el particular Rafael Tena e ltalo Morales senalan "Paraprocesal 

significa junto a- a un lado, vla que se coloca a un lado del proceso casi por 

unanimidad las doctrinas procesales modernas han establecido. que no es una 
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verdadera jurisdicción, aunque no dejan de reconocer en ellos caracterlslicas 

especificas que los distinguen de los actos meramente administrativos, no sólo 

en atención de los órganos que los producen, sino a su propia naluraleza 

jurldica' y hacen mención de las diferencias entre este procedimiento y la 

jurisdicción contenciosa ambos desarrollados ante el órgano titul¡r de la 

jurisdicción: 

"a) La jurisdicción contenciosa enlral'\a un conflicto de intereses; la 

voluntaria documenta, tutela o garantiza una circunstancia especial. 

b) La contenciosa se ejerce pronunciando un fallo, y en la voluntaria sólo 

se pide dar fuerza y eficacia a algún acto jurldico. 

c) En la jurisdicción contenciosa existen partes (actor, demandado etc.,); 

en la voluntaria sólo se dan los solicitantes o interesados y además no 

existe el proceso, pleito, litigio o causa sino expediente de solicitud.' ,,. 

Finalmente el maestro Francisco Córdova Romero sostiene 'Por 

principio de cuentas precisa sel'\alar que este procedimiento se da sin que 

exista jurisdlccionalmente conflicto alguno, y el legislador pretendió con su 

introducción establecer a similitud del Procedimiento Civil de Jurisdicción 

voluntaria, el procedimiento paraprocesal. Por la naturaleza tan dislmbola do 

cada uno de los supuestos que pueden tramitarse por esta vla, propiamente no 

existe un procedimiento genérico para el voluntario en materia laboral, y en 

cada caso particular deberá tramitarse conforme a la diligencia que el 

trabajador, patrón y sindicato pidan se lleve a cabo. habrá casos en que tenga 

~~~~~~~~··-

116 TENA SUCK, Rafael y Hugo halo MORALES, Op. cit. P¡\gs. 210 y 211. 
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que setlalarse hora y fecha para la celebración d determinada actuación y 

supuestos en que no sea necesaria audiencia alguna.' 111 

Como podemos observar es uniforme la doctrina laboralista sobre la 

naturaleza, de este tipo de procedimiento, claro está que para su procedencia 

necesita no haber conflicto entre las parles, la propia ley laboral vigente lo 

·establece al regular la pertinencia de esta vla, precisamente cuando setlala que 

'sin que esté promovido jurisdiccionalmente connicto alguno', se trata de actos 

que requieren de una declaratoria o actuación del órgano jurisdiccional para 

darle la eficacia juridica, esa que sólo esta autoridad puede imprimirle a 

determinados actos y situaciones suscitadas entre los sujetos, en el caso que 

nos ocupa, del derecho del trabajo, y que ciertamente se derivan de la solicitud 

unilateral por parte de alguno de estos. 

Ahora bien, La Ley Federal del Trabajo declamas, regula esta vla, 

siendo los articulas del articulo 982 al 991 los encargados de hacerlo y que 

prevén algunos supuestos, entre otros. tenemos: el otorgamiento de fianza o 

depósito por disposición de la ley o acuerdo de las partes, cuando el menor de 

16 y mayor de 14 al\os para trabajar pida autorización a la Junta, la solicitud a 

la misma para que notifique al trabajador el aviso de rescisión. Veamos los 

conducentes en relación a nuestro tema principal. 

'Mlculo 982 Se tramitarán conf01me a tas d1sposlClOlles de este Capitulo, todos 
aquellos asuntos que. por mandato de la Ley. por su naturaleza o a sohc1tud de parte 
interesada, requieran la mtervencl6n de ta Junta. sin que este pr01novido junsd1CCionalmente 
conflicto alguno entro partes determinadas 

Articulo 983 En los p<oced1moentos a que se refiere este Capitulo. el traba¡ad01. 
sindicato o patrón interesado. podrá concurnr a ta Junta competente. sol.citando 01almenle o 
por esenio ta mlervenc16n de la misma y senalando expresamente ta persona cuya declaración 
se requiere. ta cosa que se pretende so exhiba. o~, d1hgencia que se p<do se lleve a cabo 

m CORDOVA ROMERO, Francisco, Derecho Proce$al del Trabajo. Práctica Laboral 
Forense, Cárdenas Editor y Distribuidor, México. 1986, Págs 138 y 139 
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La Junta acordara denlro de las veinticuatro horas siguientes sobre lo solicitado y, en su 
caso, senalara dla y hora para llevar a cabo la d1ligenc1a y ordenara, en su caso. la c1tac16n de 
la~ personas cuya declaración se pretende 

f\Jtlculo 9B7 Cuando traba¡adores y pat1ones lleguen a un convenio o hquldac16n de un 
traba¡ador, fuera de ¡u1c10, podrán concurrir ante las Juntas de Conc1hac16n, de Concilíac16n y 
Arb1tra¡e y las Especiales, sohc1lando su aprobacl6n y rat1f1cac10n, en los términos a que se 
refiere el parrafa segunda del mtlculo 33 de esta Ley, para cuyo efecto se Identificarán a 
salisfaccl6n de aquélla 

f\Jtlcula 990 El traba¡adar o sus bcnef1c1arios que deban rec1b11 alguna cantidad de 
dinero en wtud de convenio o hquldacl6n. podrán concurrir persanalmenle a la Junta 
correspondiente • 

Según se desprende de los articulas antes transcritos. podrla pensarse 

que es un medio -el paraprocesal· idóneo para darle la ejecución a los 

convenios de las Procuradurla de la Defensa del Trabajo, lada vez que la Ley 

Federal del Trabajo alude a los convenios realizados fuera de juicio, y que para 

que la Junta les otorgue efectos jurldicos plenos, será menester que cumpla 

con los requisitos se"alados en el numeral 33 de la ley en crta, se ratifique ante 

la Junta correspondiente para que el asl realizado lo apruebe. De esta manera 

si se actualiza el supuesto de incumplimiento, el Presidente de la Junta le dará 

el despacho de ejecución una vez que la parte interesada lo solicite. 

Lns objeciones que nosotros observamos para aplicar este 

procedimiento a nuestro convenio (celebrado ante la Procuradurla), es que, en 

primer lugar el supuesto es para convenios fuera de juicio, ciertamente el 

celebrado ante la autoridad administrativa es un convenio fuera de juicio y no 

está promovido conflicto jurisdiccional alguno. no obstante la práctica nos ilustra 

que se trata de los que acuerdan los sujetos sin la intervención de ninguna 

autoridad para que, posteriormente pidan la aprobacrón de la autondad 

jurisdicente, y en segundo lugar decimos que se objeta este medio porque que 

los sujetos efectivamente acuerdan, pero ante un órgano admimstrallvo, aún 

cuando no existe juicio alguno, pero lo hacen anle esa autondad precisamente 

para que produzca sus efectos jurldicos necesarios, es decir. se comprometen 

ante un ente administrativo facultado para celebrar este tipo de actos, para que 
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con su intervención no sea necesario pedir declaratoria jurisdiccional alguna, 

pues el celebrarlo ante aquella supone surte los electos jurldicos plenos. En 

consecuencia si se pidiera la via para procesal para este acuerdo de voluntades 

desconocerlamos ·la !acuitad para celebrar convenios de la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo, por lo que, luego entonces deberlamos suprimirla y de 

hacerlo lógicamente desaparecerla su !unción de órgano conciliatorio que por lo 

demas es parte de su existencia y naturaleza. 

Ciertamente toda persona que acude ante la Procuraduria y llega al 

arreglo de un conflicto, presupone que lo hace ante una autoridad que puede 

darle el respaldo y seguridad jurldica necesario al mismo, asl como la certeza 

de que con las manifestaciones realizadas en los convenios efectivamente se 

puede dar por terminada la controversia y/o relación de trabajo, pues, si fuera lo 

contrario yo como trabajador o como patrón, jamás me comprometerla ante 

dicha institución y preferirla hacerlo ante quien sf me diera esa certeza que 

viene siendo el órgano con jurisdicción. 

Además suponiendo que es al trabajador al que se le incumplió la 

convención, este necesariamente tendrla que ir con copia "cert1f1cada" de su 

convenio ante la Junta para que lo apruebe, siendo necesaria nuevamente la 

presencia del patrón para ratificarlo además de la del propio trabajador o 

viceversa -esto en términos de la ley vigente·, en tal virtud la convención misma 

carecerla de sentido, me pregunto ¿para qüc voy entonces ante esa autoridad a 

pactar algo si al incumplirse carece de fuerza Jurídica y valor probatorio toda vez 

que necesitarla ratificarse y aprobarse nuevamente?, me bastarla con hacerlo 

una sola vez si cumpli con los 1equ1s1tos necesanos pa1a !011nai1zar el acto al 

acreditar el carácter con el que intervengo en esa convención, y mandcstar que 

efectivamente es mi intención finiquitar el conOicto de trabajo, lo que 

definitivamente harla ante una autoridad que me pudiera dar esa certidumbre 

jurldica, siendo asl, serla más conveniente acudir directamente a la Junta de 

Conciliación y Arbitraje. 
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Por lo anterior estimamos improcedente la vla voluntaria para darle 

eficacia a nuestro convenio realizado ante la Procuradurla, toda vez que no 

participa en esencia de las caraclerlslicas de los que implican haberse 

celebrado fuera de juicio como tal, insisto primero tendrla que pedir su 

ratificación y aprobación y finalmente su ejecución, si del paraprocesal se trata y 

lo cual no es conveniente. 

Creemos que la ejecución de los convenios celebrados ante la 

Procuradurla de la Defensa del Trabajo debe ser sumarlsima, más aún que la 

vla paraprocesal, en pro de las personas que intervinieron en su realización y 

en mayor grado del trabajador, respaldando las actuaciones del ente 

administrativo y buscando esa anhelada justicia pronta y expedita, lo anterior 

desde luego con la necesaria intervención de la Junta de Conciliación y 

Arbitraje en tanto órgano con jurisdicción con !acuitad coactiva, pero de una 

manera más práctica. 

4.7. Propuosta do Ejecución. 

Haciendo una recapitulación de todo lo manifestado anteriormente, es 

importante distinguir que no estamos como en el derecho común en una 

relación de igualdad entre partes. es de distinta naturaleza al derecho civil la 

relación jurldica en el Derecho Social. pues estamos en un plano de 

desigualdad, se lo da trato desigual a los desiguales, quizás esta sea una de las 

diforencias o notas distintivas que se manifiestan en nuestro convenio laboral, la 

subjetiva, lo que trae implicaciones un tanto diferentes que sirven de sustento 

para darle la ejecución que propondremos para estos convenios celebrados 

ante la Procuradurla del Trabajo, cierto es que comparten la naturaleza de los 

convenios en tanto actos jurld1cos en general, cierto tamb1ún es que (según 

vimos) comparten la esencia de los títulos que llevan apare1ada e1ccución, sin 

embargo hacemos la distinción de los su1elos por el tratamiento que les da la 

ley y reglamentación laboral en general. por su carácter protector de la ciase 
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trabajadora; esto nos sirve como un sustento más, para la ejecución práctica de 

la citad~ convención si lo vemos como un beneficio al trabajador, sin embargo 

también encuentra beneficios patronales que más adelante senalaremos. 

Asimismo es necesario distinguir la manera en la cual surge a la vida 

jurldica el acuerdo de voluntades entre obrero y patrón, pues esta se da, ante y 

por la intervención de una autoridad que le da el debido sustento al acto jurldico 

celebrado, por tener atribuciones para estos efectos, que es la Procuradurla de 

la Defensa del Trabajo, ya que es la única autoridad administrativa legalmente 

!acuitada para dar terminación a las conlroversias de trabajo y el escrito en el 

cual consta el acto volitivo debe tener validez jurldica, obviamente el otro ente 

facultado es el órgano jurisdiccional del trabajo, todo lo cual viene a revestir 

mayor formalidad a ese convenio. 

Lo senalado con anlelación se hace sin perjuicio del hecho de que 

existen tllulos que llevan aparejada ejecución, y en el que inlerviene un ente 

con le pública en el perfeccionamienlo o nacimiento del documento, por 

ejemplo, la primera copia de una escritura expedida por el juez o notario ante 

quien se otorgó (articulo 44 3 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal), y respecto del cual es necesario se apertura el juicio ejecutivo 

para hacerlo eficaz. 

Ahora bien, partiendo de lo sel'\alado, se podrla pensar que es obvio y 

lógico que se abra el juicio respectivo, pues de lo contrario se estarlan violando 

flagrantemente las garanllas individuales de la otra parte y en particular la de 

audiencia, si habrla dicha violación si nos colocamos en un plano de relaciones 

de derecho privado en que los actos se celebran entre particulares y los entes 

públicos que dan re lo hacen respecto de esos actos privados, sin embargo 

consideramos que no hay tal en el presente caso, no nos encontramos inaudita 
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altero parte128 cuando existe un ente que le otorga pleno valor por las 

atribuciones que tiene conforme a derecho a ese acuerdo do voluntades que de 

antema.no existió, el acto fue realiíado ~n personas é:on facultades y 

capacidad legal para hacerlo ante ta autoridad y en presencia del funcionario 

legalmente facultado para intervenir en ol 'procedimiento de conciliación' en 

este caso. 

En el supuesto de los convenios celebrados ante ta Procuradurla Federal 

del Consumidor según observamos. surge la necesidad de que se aperture el 

juicio ejecutivo civil por disposición legal; para ejecutar nuestra convención 

laboral surgida ante la Procuradurla de la Defensa del Trabajo no es menester 

abrir juicio y no implicarla violación a las garantlas de las personas, 

considerando la siguiente hipótesis que serla aplicable quizás a los de la 

Procuradurla del Consumidor, desde luego lo que nos incumbe, es la 

pertinencia del supuesto en nuestra materia. 

No es necesario que se inicie ningún juicio laboral o procedimiento -

como el paraproccsal-, para que se e¡eculen los convenios de ta Procuradurla 

de ta Defensa del Trabajo, en virtud de que la declaración do voluntades hechas 

valer por tas partes en estos, se suponen realizadas de buena fe y en forma de 

compromiso ante una autoridad también de buena fe (y que valga la 

redundancia, dará fe -conforme a lo que proponemos- a dichas manifestaciones 

y actos) toda vez que cuenta con facultades para intervenir en su realización y 

que observa de antemano la legalidad laboral. como lo es dicha Procuradurla, 

de la misma manera que sucede en la praxis ante la Junta de Conciliación y 

Arbttraje en que, una vez celebrada y aprobada la convención. basta solicitar su 

ejecución por escrito, el surgido ante la autoridad administrativa debe participar 

de tas mismas caracterlsticas. 

•it sin olr a la otra parte. 
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4.7.1. Do la actuación do las Juntas do Conclllaclón y Arbitraje en ol 

cúmpllmlonto do los mismos. 

Es un hecho que la autoridad jurisdicente es el único órgano del estado 

capaz de ejercer el poder coactivo para hacer cumplir sus determinaciones y 

por supuesto las disposiciones jurldicas ejecutivas, las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje son en nuestra materia, las encargadas de tal ejercicio y es ellas a las 

que debe corresponderle cumplimentar las mullicitadas convenciones que se 

celebran ante el órgano de la admimstración llamado Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo, que por lo demás es y no puede dejar de ser un enle 

dependiente de la Administración local o federal según sea el caso, en tal virtud 

no tiene y no puede, atendiendo a su propia naturaleza, ejercer el poder 

coercitivo de que gozan los tribunales del trabajo. 

Todo lo dicho con antelación referente a los convenios que se formalizan 

ante la Procuradurla, es simplemente para darle a los mismos el debido 

sustento por virtud del cual se les tengan como legalmente hechos y pasados 

ante la fe de la misma, lo que viene a dar como resultado una autentica fuerza, 

validez y sobre todo seguridad jurldica a esos acuerdos de voluntades 

manifestados por escrito, asl cuando dichos acuerdos se encuentran 

debidamente realizados, no debe caber duda alguna de su autenticidad, y en 

consecuencia, el órgano laboral jurisdiccional debe darles el valor probatorio 

necesario para que se cumpla en sus términos y les dé el despacho de 

ejecución correspondiente. puesto que. como hemos reiterado en muchas 

ocasiones, el convenio conhene derechos y deberes ineludibles Sr en el ambilo 

de las relaciones de derecho privado. las convenciones realizadas entre 

particulares el juez las manda a ejecutar y cumplimentar, más aún si las mismas 

son celebradas ante una autoridad que le da una certeza fehaciente a los 

compromisos adquiridos. 
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Hacemos la aclaración de que la actuación de las juntas aludida en este 

subtema no es precisamente la que se sen~la en el capitulo V del titulo catorce 

de la Ley Federal del Trabajo llamado ~de la acluación de las junlas", el 

sublema se intituló de este modo en el sentido de detenminar cuál va a ser la 

actuación que le ha de corresponder para que todo lo aqul manifestado pueda 

lener eficacia. 

De esta manera, la Junta de Conciliación y Arbitraje debe darle total y 

pleno valor probatorio a la convención realizada siempre y cuando de las 

constancias autorizadas que le envié la Procuradurla o le presente la parte 

interesada debidamente certificadas, se desprenda que no existe renuncia de 

derechos del trabajador, en tal virtud será a esta a quien corresponderá darle la 

ejecución y la fuerza de laudo debidamente ejecutoriado, toda vez que 

únicamente ella puede hacerlo por sus facultades de imperio; todo esto 

partiendo de la base, de que en la ley {proponemos su inclusión) conste 

expresamente la impllcita ejecución de los convenios en tanto que participan del 

carácter del Ululo ejecutivo y sin que sea menester acudir a un juicio o 

procedimiento especial de los enunciados en la ley laboral, lo anterior es asl, 

porque si bien es cierto la legislación común lo establece para que sus 

documentos ejecutivos se hagan efectivos, entre ellos los convenios; no menos 

cierto lo es, que la justicia laboral busca en todo momento evitar un largo y 

ledioso proceso para dilucidar la procedencia de acciones, para hacer eficaz 

una condena o un compromiso, por eso se hicieron las reformas procesales de 

1980. buscando darle mayor celeridad a los 1uic1os y tramitaciones a realizar 

ante el órgano jurisdiccional del trabajo, y s1 buscarnos en este tenor, dar esa 

celeridad en beneficio (según el espintu de la Ley Federal del Trabajo) del 

trabajador, lo más práctico y vmble es, sencillamente. mandar a ejecutar, a 

sohc1tud de parte, y no buscar más trabas a algo que en si mismo no las tiene, 

por eso la ejecución debe ser inmediata. 

169 



Bástenos, por tanto, la simple promoción que por escrito haga la parte 

lntqresada, acompanando el original, copia certificada o en su caso, 

manifestando en dicho escrito que sea la Junta quien requiera a la Procuradurla 

para que ésta le envle el convenio -en términos de lo dispuesto por el articulo 

688 de la Ley Federal del Trabajo-, para que el Presidente de la Junta Especial 

correspondiente, según la competencia de que se trate y previa revisión del 

cumplimiento de los requisitos que ordena el numeral 33 de dicha ley, lo 

apruebe, cabe adelantar que será necesario exceptuar la ratificación a que 

dicho precepto se contrae, de acuerdo a la reforma que se propone a dicho 

articulo que en su momento senalaremos. 

Cabe citar el articulo de la Ley Federal del Trabajo antes referido, que 

dispone: 

'Articulo 686 Las autoridades administrativas y judiciales, estén obligadas, dentro de la 

esfera de sus respectivas compctcnc1as. a aullhar a las Juntas de.Conciliación y Arbitraje; si se 

negaren a ello, ser<ln responsables en los términos de las leyes aplicables al caso. Las Juntas 

se auxiliaran ente si en el eiercicio de sus funciones ' 

En el supuesto do que sea el trabajador quien haga la solicitud, deberá 

ordenar el Presidente de la Junta la ejecución por la cantidad que en el mismo 

se contiene, aunada a su actualización si existe una pena convencional, y 

proceder en términos del titulo quince capitulo primero secciones primera, 

segunda y tercera (procedimiento de ejecución. embargo y remate) del 

ordenamiento laboral vigente. 

Al trabajador le beneficia porque de esta fonna se evitará iniciar un 

procedimiento lento e innecesario en el que tenga que demandar ante el ente 

jurisdiccional, llevar el procedimiento ordinario en todas sus etapas o bien que 

se vuelva a ratificar lo ya legalmente establecido si se pretendiese la vla 

voluntaria (cabe aclarar que en la práctica se presenta la primera hipótesis), y 

el despacho de la ejecución se hará como si aquel se hubiera celebrado ante la 
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Junta, con lo que se dará el sustento necesario, seguridad jurldica y mayor 

autoridad (valga la expresión) a los actos de la Procuradurla de la Defensa del 

Trabajo; asl no será necesario aperturar ningún juicio o seguir un procedimiento 

complicado o lento, y se diferenciará de la forma de proceder en la ejecución en 

los convenios civiles, por la celeridad con que se cumplirán los compromisos, 

pues no implicará en forma alguna, el mandato de ejecución, violaciones a 

garantlas individuales por que no se está dejando sin defensa ni cumplir con la 

legalidad establecida, toda vez que su formación se realizó con la intervención 

de una autoridad competente. La celeridad en beneficio del trabajador se 

actualizará a plenitud. 

En el supuesto de que sea el patrón el que exhiba dicha convención, 

generalmente lo hará cuando se de el supuesto de que el trabajador lo 

demande pese haber llegado a un arreglo con él. en este caso el presidente de 

la junta deberá igualmente revisar y analizar que la misma se haya realizado en 

términos de ley, de ser asl. deberá desechar la demanda planteada, salvo que 

se demande en dicho escrito la nulidad de la misma y sea declarada fundada, 

que a propósito de ta certeza 1urid1ca de que venimos hablando, no deberá 

proceder, pero en todo caso y de ser necesario. se tendrla que abrir un 

incidente do nulidad para que en la audiencia incidental respeclrva se resuelva 

sobre ta procedencia o no do ta nulidad del convenio en cita. 

Cabe recatear que en caso do que et trabajador no se presente el dta y 

hora senalado para cumplimentar el convenio celebrado en la Procuradurla, et 

patrón podrá desde luego, hacer el depósito ante dicha autondad de la 

cantidad convenida, léase en cheque, billete de dep6s1lo o en efectJVo, mismo 

que recibira el Subprocurador de Conciliación y Defensoría. debiendo dar una 

constancia autorizada al patrón a efecto de hacer constar que si cumplió su 

compromiso; lo anterior en términos de los preceptuado por el articulo 15 del 

Reglamento de la Procurndurla Local de la Defensa del Trabajo, y debemos, 
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además, incluir este supuesto jurldico en el de la Federal toda vez que no se 

contempla. 

Es aplicable a esta última hipótesis el siguiente articulo del reglamento 

de la Procuradurla Local y no prevista en el de la Federal; 

'Articulo 15. Son facultades y obligaciones del Subprocurador de ConciliacíOo y 
Defensorla las siguientes: 

VI 'Recibir bajo su estricta responsabilidad y mediante los recibos correspondientes, los 

depósitos que se constituyan con mo11vo de los asuntos en que intervenga' 

Con respecto a la nulidad que se pueda plantear al convenio, por el 

aspecto de haber renuncia de derechos del trabajador tenemos una tesis de los 

Tribunales Colegiados de Circuito que toma como base los convenios 

celebrados ante la Junta y senala que dicha nulidad debe hacerse valer como 

incidente ante la propia Junta, antes de impugnarse por la vía del amparo. 

Sobre el par1icular cabe citar el siguiente cnteno. 

CONVENIOS CELEBRADOS ANTE LAS JUNTAS, QUE CONTENGA RENUNCIA DE 

DERECHOS. SE DEBE PROMOVER SU NULIDAD ANTES DE IMPUGNARLOS EN 

AMPARO Cuando las partes. en un JUICIO laboral, celebran un convenio por medio del cual dan 

por terminado el conlhcto de traba¡o y ello es sancionado por la Junla, elcv~ndolo a la categorla 

de laudo, y con posler1011dad la parte que¡osa aduce la Ilegalidad de lo sancionado por la 

aulondad laboral. por que considera que dicho convenio contiene renuncia de sus dClechos, 

cabe concluir. a electo de no de1ar 1naud1la a la contra11a. que antes de intentar el JUICIO de 

amparo debe demandar la nulidad del convenio en la vla 1nodenlal Ahora bren. la Ley r ederal 

del l raba¡o no establece de manera expresa la 1nc1denCla aludKla. empero. la 1ntC1prelaclóo 

s1stemAtica de ella, obhga a estimar que el proced1mien10 no puede ser olro que el pteVISlo en el 

articulo 762 fracción l. de la misma. a eleclo de que la autoridad haga la declaratoria 

correspondiente. por que SOio de esa terma se respclar~ a quienes intervinieron en su 

celebración, la garantla de audiencia. dando opoitunrdad de que ofrezcan las pruebas y 

contrapruebas acordes a sus rntereses. srtuación que no acontecer la de estimarse v~hdo que 

luese al través del ¡uicio de amparo directo. que los Ofganos del Poder JudlCl31 Federal 
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analizaran y decidieran la controversia, dado que el procedimiento del juicio de amparo directo 

no conliene periodo probalorio, lo cual priva de la oportunidad de defensa y por ende se 

vulnerarla la garanlla de audiencia 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECtMO SEXTO CIRCUITO 

Amparo Direclo 333192. Martha Verónica lnfanle. 13 de Octubre de 1992. Unanimidad 

de volos. Ponente: Juan Manuel Arredondo Ellas. Secrelarlo: Francisco Javier Solls LOpez. 

Tesis visible a fojas 185 del Semanario Judicial de la Federación Tomo XII, Julio de 

1993. 

La garantla de audiencia en este rubro, se refiere respecto al Incidente 

que llegase a aperturarse por considerar nulo el convenio, lo que no se 

contrapone a la garantla de audiencia aludida en párrafos anteriores con 

respecto a la ejecución de las multicitadas convenciones laborales y a los 

cuales me remito en obvio de repeticiones innecesarias. 

Bajo protesta de decir verdad se manifiesta que no encontramos 

jurisprudencia aplicable a los supuestos que planteamos en este trabajo sólo 

hay algunas tesis aisladas relativas a los convenios pero que nada tienen que 

ver con las interrogantes que se formulan en el presente. además estas. por 

disposición de la ley no son de observancia obligatoria. 

Además de los artlculos transcritos están los ya invocados al hablar de 

los procedimientos paraprocesales o voluntarios a los que me remito en obvio 

de repeticiones innecesarias. 

Por otro lado, es importante destacar que una de las consecuencias que 

por definición se dan con la celebración de los convenios, ya ante la Junta. ya 

ante la Procuradurla. es precisamente Ja de dar por terminada la relación de 

trabajo en términos del articulo 53 fracción 1 de la Ley laboral vigente y; 
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Finalmente se hace notar al lector, que en muchas ocasiones reiteramos 

el uso del vocablo controversia o conflicto de trabajo, lo anterior os asl por que 

generalmente el que acudo a la Procuradurla ya no oslá laborando al momento 

do solicitar su intervención para que acuda el patrón, ya existo un conflicto, si el 

trabajador llama a su patrón es lógico que ya no está desempeñando sus 

labores, jamás lo harla si siguiera en sus funciones normales, pues sabria de 

antemano que dicha situación lo acarrearla algún tipo de problemns laborales • 

queramos o no aceptarlo, esto, en el mundo fáctico-, lo anterior so menciona. 

toda vez que bien pude plantearse el supuesto de dar por terminada la relación 

de trabajo por medio de un convenio sin todavla existir "controversia de trabajo" 

desdo luego ni jurisdiccional ni de otra lndole, asl sucedo cuando por voluntad 

propia, obrero y patrón acuden ante la Junta y denuncian un convenio para dar 

terminación a dicho vinculo y puede no haber conflicto aún, tal supuesto 

encuadrarla perfectamenle denlro de los paraprocesalos, según vimos; sin 

embargo con la manera que proponemos, pretendiendo una piona eficacia de 

las convenciones; esta situación so podrla dar anle la Procuraduria siempre y 

cuando el obrero y el palrón tengan la piona seguridad do que su manifestación 

de volunlad en convenir, este bien sustentada en derecho y su formalización 

produzca sus efectos jurld1cos plenos sin temor a su ineficacia, si se aplicara 

este supuesto a la Procuradurla, lo ahorrarla una gran carga de trabajo al 

órgano jurisd1cc1onal, en la actualidad y refiriéndonos a esta hipótesis sólo 

sucede pero ante la Junta 

Ahora bien, para efectos do claridad, cabe referir que los articulas -

algunos do los cuales ya citamos a la letra- que actualmente rigen en lo relativo 

a los convenios en cuanto a su fundamento, la prescripción para hacerlos 

exigibles, asl como el relativo al procedimiento de ejecución de los mismos y 

aquellos que norman a la Procurndurla de la Defensa del Traba¡o, en la Ley 

Federal del Trabajo son el 33, 519, 530, 531, 532, 533, 534, 535, 536 y 939. 
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Por lo que respecta a la Procuradurla Federal de la Defensa del Trabajo 

en su reglamentación tenemos los artlculos 4º, 26, 27, 28, 29, 30, 32, 34, 35, 

45, 46, 47 y 48 principalmcnle, que se refieren a las racultades para proponer 

soluciones o arreglos a los conflictos mediante la celebración de convenios 

fuera de juicio, para citar a trabajadores y patrones a erecto de celebrar pláticas 

conciliatorias, la de representación, para imponer medidas de apremio, 

contienen asimismo el sel'lalamiento de que las notificaciones y razones 

asentadas en los citatorios asl como las actas y los convenios elaborados y 

aprobados "por los Procuradores Auxiliares fuera de juicio" tengan plena 

validez, la potestad del Procurador General para delegar sus facultades etc. 

En el reglamenlo de la Procuradurla local tenemos los artlculos 3', 14, 

15, 16, 17, 28, 29, 30, 31, 32 y 33 principalmente, en los que se contienen 

también el procedimiento conciliatorio para llegar a un arreglo de los conflictos, 

la facultad de citar a obreros y patrones. la de representarlos. el requerimiento 

para que los apoderados o representantes legales ·acrediten su personalidad", 

es decir, son semejantes las dispos1c1ones, las cuales no obstante -salvando 

obviamente su ámbito de actuación· no son uniformes en su regulación, puesto 

que, por ejemplo, en el reglamento local no existe d1spos1ción expresa para 

imponer medidas de apremio, ni la delegación de facultades del Procurador 

General a sus suballernos, como tampoco en el de la federal se contempla el 

que las actas en que consten los arreglos tengan pleno valor probatorio o la 

disposición expresa a los Subprocuradores federales para ·autorizar las actas. 

convenios, acuerdos, copias certificadas y demás documentos que obren en su 

archivo·, como tampoco se encuentra en ninguno de los dos reglamentos o en 

la ley articulo expreso que faculle al Procurador o algún otro luncionario para 

autorizar los documentos antes citados. ni la figura del nol1ficador, mucho 

menos que los convenios se puedan e¡ecular. toda vez que como 

mencionamos, sólo la práctica nos indica que en el supuesto de incumplimiento 

patronal de los mismos, el trabajador deberá demandar o el patrón 
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excepcionarse· con dicha convención en el juicio respectivo que se apertura, 

todo lo cuál Implica agotar las etapas del proceso ordinario laboral. 

En consecuencia por los defectos senalados con anterioridad y a lo largo 

del presenle capllulo, es necesario que se realicen reformas tanto a la Ley 
' " 

· lallóral como a los reglamentos federal y local de la Procuradurla de la Defensa 

del Trabajo, a efecto de hacer viable la multicitada ejecución que proponernos a 

las convenciones realizadas ante dichas autoridades, por lo que es momento de 

señalar los artlculos cuya reforma o adición se requiera, asl como en su caso 

algún nuevo texto de articulo. 

4.B. La nocosldad do una reforma laboral on materia do procuración do 

justicia laboral. 

La necesidad de que se hagan las correspondientes reformas. tanto a la 

Ley Federal del Trabajo, como a la reglamentación de ambas Procuradurlas. es 

de vital importancia, por que de lo contrario la hipótesis planteada en este 

trabajo reccpcional no tendrlan sustento alguno, ya que claro está que sin un 

soporte jurldico que conste en la ley o en un reglamento es una simple 

manifestación carente de fuerza alguna, no queremos que quede sólo en eso, 

sino que encuentre una efectiva aplicación, y como nuestra pretensión es tratar 

de fundamentar y darle viabilidad a lo que constituye una de las tantas 

situaciones que se presentan en la praxis laboral, luego entonces las reformas 

propuestas a la normatividad son las siguientes 

En primer término el articulo que fundamenta a los convenios laborales. 

es el articulo 33 de la Ley Federal del Trabajo, que transcribimos a continuación 

y del que se propone quede de la siguiente manera para que produzcan los 

efectos propuestos en este traba10: 

Nota: Lo que se encuentra resaltado con negritas en cada articulo, es lo que el 

sustentante propone se cambie. incluya o adicione 
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Articulo 33 Es nula la renuncia que los lraba¡adores hagan de los salarios devengados. 

de las Indemnizaciones y demás prcs1ac1ones que se denven de los servicios prestados, 

cualquiera que sea la forma o denominación que se le de 

Todo convenio o hquidacl6n. para ser válido, deberá hacerse por escrito y conlener una 

relación circunstanciada de los hechos que lo rno11ven y de los derechos comprendidos en él 

Será ratificado ante la Junta de Conc1hac16n y Arb1lra¡e, la que lo aprobará siempre que no 

contenga renuncia de los derechos de los traba¡ado1es 

Los convenios celebrados en la Junta do Conciliación y Arbitraje, asl como on la 

Procuradurfa de la Dofonsa dol trabajo que cumplan con los requisitos sonalados en ol 

párrafo anterior, llevarán lmpllclta ojocuclón, con la aprobación quo do los segundos 

haga la autoridad Jurisdiccional sin nocosldad do nuova ratificación y a potlclón do parto. 

Ciertamente el presupuesto procesal para hacer valer los convenios ante 
la autoridad jurisdiccional lo es el ejercicio de una acción, la cual obviamente no 
puede ser imprescriptible, por tanto el término para ejercitar su cumplimiento, 
debe quedar en los mismos términos que en la ley se prevé con la siguiente 
modificación 

Articulo 519- Prescriben en dos anos 

111. Las acciones para solicilar la ejecucl6n de los laudos de las Junlas de Conciliación y 
Arbdmje y de los convenios aprobados anle ellas etc 

Para el electo de que la ejecución de los convenios se despache por 

parte de la Junta Especial correspondiente conforme al procedimiento de 

ejecución previsto en la Ley Federal del Trabajo, necesitamos que se incluyan 

en el siguiente articulo: 

Articulo 939· Las disposiciones de este Titulo ngen la e¡ecución de los laudos dlClados 

por las Juntas de Concihaoón y Arbitra¡e Son lamblén aplicables a los laudos arbitrales, a las 

rcsoluciones dictadas en los conftictos oolechvos de naluraleza económica y a los convenios 

aprobados por tas Jun~is 
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Con relación a las normas que en la ley regulan a nuestra institución 

administrativa, en primer término debemos dar a los acuerdos de voluntades la 

. lueiza jurldica suficiente, en tal vir1ud el articulo 530 debe señalar lo siguiente: 

Articulo 530- La Procuradurla do la Defensa del Trabajo llene las funciones siguientes 

Fracción 111.· Proponer a las partes inleresadas soluciones amistosas para el arreglo de 

sus conOictos. Las actas on quo so hagan constar los rosultados do las pláticas 

conclllatortas y los convonlos colobrados y ratificados ante olla, tendrán valor probatorio 

piona, estos últimos siempre quo cumplan con lo establecido por ol articulo 33 do esta 

Loy. 

La figura de los Subprocuradores estimamos que se debe establecer 

desde la ley: 

Articulo 531· La i'rocuradurla de la Dolensa del Trabajo so inlegraré con un Procurador 

General, Subprocuradoros y ol nümoro do Procuradores Aux11íares que so juzgue necesario 

para la defensa do los mtereses de los trabajadores Los nombramientos so haran por el 

Sccretm10 del Trabajo y Prev1s16n Social. por los Gobernadores do los Estados o por el Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal 

Asimismo, a la Procuradurla de ta Defensa del Trabajo como hemos 

venido insistiendo, debe dolársele de fe pública a efecto de que lo actos que 

celebre y que pongan fin a un conOicto de trabajo sean lehacientcs y eficaces. 

es decir. para que les otorgue esa seguridad jurldica requerida y exigida por los 

sujetos que ante ella acuden para finiquitar su controversia laboral y desde 

luego, también es menester que se le faculte legalmente al órgano para hacer 

cumplir sus detemiinaciones, lo cuál se plantea en la ley de de la siguiente 

manera: 

Articulo 531 bis. La Procuraduria do la Defensa dol Trabajo tondri fo pübllca on ol 

ámbito do su compotencla y respecto do las actuaclon05 que pongan fin a un conflicto de 

trabajo, la cual corresponder! al Procurador General on ol ejercicio do aua funciones, 
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quien a su. voz podri delegarla en .los SÜbprocuradores quo la Integren para al mejor 

despacho do I~~ asuntos. 

La . Procuraduria do la Oolonsa del Trabajo para hacer cumplir sus 

dotormlnaclÓnos so encuentra lac~ltada para hacer uso do los. medios de apremio • que 

'so rofloro ol articulo 731 de osla ley. 

Cierto es que muchas veces son recurridas en Amparo las resoluciones 

en donde se impone la medida de apremio y se concede aquel por no estar 

debidamente sustentadas, con las actuaciones debidamente realizadas legal y 

reglamenlariamenle, no podrá concederse el mismo, ya que existe el 

fundamento en dichos ordenamientos, principalmente en la ley, con lo que 

podran validamenle, hacerse efectivas 

La exigencia de requisitos a satisfacer por parte del Procurador será la 

misma, salvo la práctica profesional que aumentará en un ano más, el número 

es determinado con base n lo que exige la reglamentación vigente. tal vez fue 

determinado unilateralmente en dicho cuerpo normativo, pero lo importante es 

que el que sea titular de esta autoridad deba ser una persona con experiencia, 

que conozca la problemática del traba10. ya sera en su caso. el legislador si asi 

lo considera, quien determine las exigencias para cubnr el puesto, pero no debe 

olvidar que debe ser una persona capacitada y por supuesto que se haya 

dislinguido en estudios de derecho del trabajo y la seguridad social, por lo que 

en consecuencia, reiteremos podrla aumentarse un ano por lo menos: 

Articulo 532 El Procurador Gcnclal deberl\ r.al1slacer los rnquosrtos siguientes· 

l.· Ser mexicano, mayo1 de edad y L'Star en pleno e¡erc1C10 de sus derechos; 

11.· Tener Ululo legalmenle expedido de licenciado en delccho y una practica proleslonal 

no menor de cuatro allos, 

111.· Haberse distinguido en estudios de derecho del lrabajo y de la seguridad aoclal ... 
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IV.· No pertenecer al estado eclesiastico; y 

V.· No haber sido condenado por delito inlencional sancionado con pena corporal 

Ar11culo 533. Loa Subprocuradoros doboran &atl&facer los miamos requl&ltos 

soñalados on ol articulo anterior, salvo la practica profoslonal quo sora no monor do Iros 

anos. los ProcuradOles auxiliares debcran sahslacer los rcqu1s1tos senalados en las lracc10nes 

1, IV y V y habor tonnlnado los 01tudlos corrospondlontos do la carrera do llconclado on 

dorocho, por lo mono& 

Con base en estos lineamientos tendrlan que hacerse las respectivas 

modificaciones a los reglamentos local y federal de la institución, toda vez que 

la misma ley ordena que sean estos los que detenninen sus atribuciones, forma 

de ejercicio y deberes, desde luego, aquellas se realizarán en su parte 

conducente. 

Veamos las modificaciones que considerarnos imprescindibles, que no 

únicas ni con mucho, en los reglamentos de la autoridad administrativa en 

cuestión, asl en el apartado de la organización del personal debernos ailadir al 

notificador. 

Invocaremos algunos articulas indistintamente del reglamento local y 

federal, en la inteligencia de que al establecer tal o cual modificación o reforma 

propuesta se entienda que debe preverse en semejantes términos dentro de 

ambos cuerpos nornialivos: 

Altlculo B Para el dcsanollo de sus !unciones, la Procuradurla contara con un 

Procurado1 General. un SulJprocuradol de Conc1haci6n y DefcnS()(la, un Subpfocurador de 

Atención a Mu¡eres, un C00<d1nadol Admin1stmlrvo. Procuradores Auxihares. Pentos, 

Notlficadoros. asl como el personal lecnico y operaltvo que requiera conforme ol presupuesto 

que se apruebe ContarA ademAs con un ConseJO Consultivo 

Requerimos también de una disposición más o menos en estos términos: 
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Articulo 27. 'La Procuradurla podrá citar a las partes interesadas para celebrar pláticas 

conc1hatorias con el ob¡eto do solucionar sus confltclos, con una anticipación mlnima de 48 

horas al momento en que deba llevarse a cabo la d1hgenc1a El c1tatono mediante el cual se 

realice la nolrficación deber~ contar con los siguientes roqulsllos 

l.· La autoridad que lo emito y su domicilio; 

11 .. e1 nombro del trabajador quejoso y ol motivo de la citación; 

111.·EI lugar, dla y hora on quo tondr6n vorificatlvo las plAllcas conciliatorias; 

IV.·EI aporclblmlonto para el c110 do no prolonta11a 1ln cau11 ju1tlflcada; 

v .• El nombro y ta nnna del funcionario que lo emllo y del notlflcador qua lo 

dlllgonclo. 

Articulo 28. Las notif1CSciones de los cllatorios deberán hacerse. de manera personal a 

los pallones y sindicatos, en el domicilio que senale el interesado como el del lugar en el cual 

se preslan o preslaron los servicios y en el domíc1ho en que tengan establecidas sus oficinas. 

rcspeclivamente, do conlonnldad con las disposiciones do la Ley Federal del Trabajo on 

su parto conduconto 

Articulo 29, "Las notlllcaclonos y las razones aaentadaa on loa cltatorlos, tendr6n 

piona validez, salvo pruoba on contrario.• 

El Subprocurador dol iroa cOITillpondlento, le defogar6 le pública 11 notlficador 

para ol dosompofto do sus alribuclonos, en términos del presento roglamonto, 

Hasta aqul pues aludiremos a tas modificaciones y adiciones a los 

reglamentos de nuestra institución. en la 1nteilgenc1a de que. como lo 

mencionamos deben modificarse varias d1sposic1ones que seria prolijo citar, 

toda vez que por lo que respecta a las que consideramos fundamentales. ya lo 

hicimos con antenondad, s111 embargo las que se hagan o lleguco a hacerse, 

desde luego, deberán ser congruentes con lo que proponemos se disponga o 

prevea en la Loy Fedorol do/ Trabajo y la roglamon/ación respectiva, si el 

legislador tiene a bien legislar (valga la redundancia) sobre el particular, 
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deseando que asl sea. Para nuestra fortuna el derecho no es algo eslático. 

constantemente las situaciones que se suscitan en la realidad cotidiana nos 

obligan a adecuar los preceptos al caso concreto y en caso de que no se 

satisfaga con aquellos, la labor del abogado también entrarla aqul, al proponer 

modificaciones al orden jurldico positivo a efecto de no dejar supueslos que 

puedan constituir injusticias por no eslar regulados y es aqul donde el legislador 

debe tomar el lugar y cumplir con el rol que le corresponde en la sociedad. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. Debemos acudir al origen y naturaleza de las instituciones del 

derecho en general, para que, una vez entendida esta, se verifique la 

procedencia prácti.ca dentro del derecho laboral, en el caso que nos ocupa la 

certidumbre en la realización de los convenios ante la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo responde a las expectativas y da eficacia y seguridad 

jurldica a los actos de los sujetos de la relación de trabajo que por algún motivo 

se encuentran en un conflicto de trabajo, en tal virtud es en la Ley Federal del 

Traba jo donde se debe implementar la fuerza ejecutiva de los que ante ella se 

realizan, para que produzcan todas sus consecuencias legales en el caso de 

incumplimiento y hagan mas práctica la solución de dichas pugnas sin 

necesidad de acudir forzosamente ante la Junta de Conciliación y Arbitraje para 

promover el juicio correspondiente. 

SEGUNDA. El surgimiento de la Procuradurla se da por la necesidad de 

velar por los intereses de la clase lrabajadora a efecto de hacer prevalecer los 

derechos establecidos en la legislación laboral, y lo hace por medio del 

asesoramiento y la representación ante las autoridades. sobre todo la 

jurisdiccional, en forma gratuita, por la carencia de recursos económicos de 

eslos y por la desigualdad de condiciones que tienen con relación al patrón. ya 

que generalmente los lraba1adores no pueden acudir a un abogado particular y 

es donde se actualiza dicha función o bien. para intervenir en los diversos 

procedimientos a efecto de no dejarlos en estado de indefensión, pero según 

dijimos no cuenta únicamente con esta función. tiene otra que le es particular y 

fundamento de su existencia, que es la de ser un órgano concihador, ya que 

cuenta con la potestad para proponer a los sujelos de la relación laboral en 

conflicto, alternativas de solución al mismo haciendo constar el acuerdo de 

voluntades por el que surja el arreglo, en actas autorizadas. 
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TERCERA. Los convenios que celebran el obrero y el patrón tienen la 

misma naluraleza jurldica que los que se establecen o perfeccionan en el 

derecho civil, por tanto tos mismos con~tituyen deberes y derechos que deben 

cumplirse aun en contra de la voluntad del que incumple, son obligaciones que 

el orden jurldico reconoce y protege, asl el celebrado en materia laboral, al 

participar de la misma esencia que los civiles, forzosamente deben 

cumplimentarse en los términos estipulados, sin embargo su forma o 

procedimiento de ejecución es distinto. 

CUARTA. Para que el convenio celebrado ante la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo, pueda ser eficaz y no se ponga en tela de juicio su validez 

y autenticidad, necesariamente debe ser un acto volitivo y libre sin coacción de 

ninguna especie, que conste por escrito, se acredite el carácter con el que se 

ostentan los sujetos que convienen, se cumpla con los requisitos de ley y se 

pase anle la fe pública de esta autoridad. 

En consecuencia, surge pues, la necesidad de que la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo sea dotada de fe pública legalmente, no podemos suponer 

que la tiene pues de no estar expresa, jamás participará de dicha caracterlstica. 

y tampoco los luncionarios facultados podrán autorizar las actuaciones que ante 

ella se realicen, de lo contrario existe y existirá la absoluta inseguridad juridica 

respecto de su actuar, determinar y autentificar, y en tal caso, preferirán los 

sujetos en conflicto acudir ante la Junta de Conciliación y Arbitra1e. puesto que 

se trata de una autoridad que les puede y podrá dar certeza iurldica a sus 

actos. 

QUINTA. El convenio laboral lleva y debe tener aparejada o impllcita 

ejecución, ya que este documento participa de las caracterlsticas del titulo 

ejecutivo, más aún al ser aprobado y ratificado ante la Procuradurla de la 

Defensa del Trabajo, por lo que la obligación que en el se consiga se encuentra 

expresa en cantidad liquida y exigible, no sin antes ser aprobado por la Junta 
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de Conciliación y Arbitraje correspondiente para que su despacho de ejecución 

sea inmediato, en el entendido de que sera a Instancia de parte. 

SEXTA De igual forma, para formalizar y eficientizar las actuaciones de 

la Procuradurla, es necesario que se incluya en su reglamentación la figura del .. :. 
nolificador, a electo de que sea este funcionario quien de le sobre la entrega de 

Jos citatorios a la parte patronal para que concurra ante ella. Asimismo, es 

menester que en la Ley Federal del Trabajo se consigne la facultad de dicha 

autoridad, de imponer medidas de apremio corno apercibimiento para el caso 

de desacato del cilalorio, pues de lo conlrario permanecerá la práctica viciada 

de no imponerse tal medida o bien de que el patrón si asl lo considera, 

simplemente no se presenta ante el rnullicitado órgano administrativo. sin que 

se le sancione por esla circunstancia y en consecuencia pueda burlar el 

llamado que hace el mismo. 

SEPTIMA. La Junta de Conciliación y Arbitraje que corresponda, va a 

revisar las actuaciones de la Procuradurla pero solamente para verificar que se 

cumpla con lo que dispone la Ley Federal del Trabajo en su articulo 33, pues 

ninguna autoridad puede estar por encima de la ley, máxime, en el presente 

caso, pues dicho ordenamiento. es el fundamento de su existencia. ademas por 

que el único ente con poder jurldico suficiente para mandar a ejecutar lo es 

dicha autoridad jurisdiccional, esto en el caso del incumplimiento patronal, en 

caso contrario esas facultades se harén valer para el efecto de desechar la 

demanda que se plantee cuando ya se haya cumplimentado la convención por 

parte del patrón. 

OCTAVA. El auxilio que preste la Procuraduria de la Defensa del Trabajo 

a la Junta de Conciliación y Arbitraje será de mucha mayor valla, toda vez que 

si los obreros y patrones deciden arreglar sus diferencias ante la primera de las 

autoridades citadas, la carga de trabajo de la segunda se verá disminuida, lo 

que traerá corno consecuencia un rezago menor en la tramitación y resolución 
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de los expedientes que ante ella se ventilen, no esta sujeta a discusión por 

tanto, la valla que pueda dársele a la jurisdicente para que logre despachar de 

mejor forma los asunlos de que conoce preslando mayor atención y esludio a 

los mismos, particulannente, al momento de dictar resolución definitiva. 

NOVENA.· No se contraponen, el procedimiento conciliatorio que se desarrolla 

en la Procuradurla de la Defensa del Trabajo con la etapa conciliatoria en un 

proceso ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, es decir, dos procedimientos 

conciliatorios, a pesar de que en ambos casos se puede culminar un conflicto 

mediante un convenio, en virtud de que ante la primera auloridad citada se 

parte del supuesto de que no se ha promovido conflicto jurisdiccional alguno, 

ella hace un llamado para conciliar previo al surgimiento de un juicio, mientras 

que ante el órgano jurisdiccional dicha etapa se desarrolla como presupuesto 

de un juicio, por tanto la conciliación en ambas instituciones existe y debe existir 

por que la solución de las controversias son una finalidad del orden jurldico 

laboral, independientemente de que se den ante una u otra autoridad 

DECIMA. En la práctica actual el patrón y el trabajador prefieren celebrar 

convenios ante la Junta de Conciliación y Arbitraje por la certeza jurldica que 

esta autoridad le da a los mismos, ya sea dentro o fuera de juicio y los que 

celebran ante la Procuradurla de la Defensa del Trabajo es por que el 

trabajador se presentó ante dicha institución y solicitó su intervención, además 

de que fue ésta quien llamó al patrón a comparecer ante ella y finalmente, en su 

caso, ambos optaron por conciliar, sin embrago con la seguridad jurldica y 

fuerza ejecutiva que se propone a los convenios de la Procuradurla en cita, 

traerá como consecuencia que al ser indistinto el arreglarse ante una u otra 

autoridad, se disminuya la carga de trabajo del órgano jurisdiccional. Es más, 

en este caso no implicarla forzosamente partir del supuesto de un llamado de la 

autoridad administrativa. el trabajador y el patrón podrlan acudir 

voluntariamenle a celebrar su convenio. 
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